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LXI

LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Orden del Día de la Décima Segunda Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

15 de mayo del año 2018.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.


7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:

A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la adición de un último párrafo al artículo 7° de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), mediante la cual propone establecer la protección a los derechos humanos de las personas migrantes y desplazadas.
8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:

A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 133 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza,  y se crea la Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, en materia de derecho familiar y registro civil.


9.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila, así como diversos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García, del Partido Revolucionario Institucional, con objeto de fortalecer la inclusión en el ámbito laboral de las personas con discapacidad.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción III del artículo 94 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Azucena Ramos Ramos, del Partido Revolucionario Institucional, en materia de sanciones a quienes causen daños físicos dolosos a perros guía para invidentes. 

10.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracción Parlamentaria y Diputadas y Diputados


A.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, por conducto de su Coordinador Diputado José Benito Ramirez Rosas, “A fin de que esta Soberanía solicite a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, apoyo presupuestal parta la inmediata ejecución de un proyecto de mantenimiento a las deterioradas e insuficientes instalaciones del Centro Estatal de Salud Mental (CESAME) y hospital psiquiátrico de Parras de la Fuente, elaborado y planteado por esta Soberanía por la Secretaría de Salud en la Entidad”.

De urgente y Obvia Resolución


B.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los integrantes de la Comisión de Deporte y Juventud, “Con objeto de que este H. Pleno solicite a la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (CONADE) y al Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte (SINADE), un informe detallado sobre los avances y logros obtenidos de acuerdo a las observaciones y estrategias planteadas en el Programa nacional de Cultura Física y Deporte 2014-2018, además de los datos siguientes: Un comparativo por estados, en cuanto a inversión realizada en materia deportiva en el mismo período de tiempo antes señalado, y la forma en que está integrada la CONADE, sus áreas y el presupuesto asignado para este año 2018”.

De urgente y Obvia Resolución


C.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los integrantes de la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, “A fin de que esta Soberanía solicite a la Delegación Estatal en Coahuila, de la Secretaría de Economía y Turismo del Gobierno Federal, a Nacional Financiera y a la Secretaría de Economía y Turismo del Estado, un informe en el que se detalle el número de micro, pequeñas y medianas empresas (PYMES), que fueron creadas en los últimos 10 años en el Estado de Coahuila, así como los empleos generados por tal hecho y la inversión que se  generó para el apoyo a cada una de ellas”. 

De urgente y Obvia Resolución


D.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que el Pleno de esta Legislatura, solicite al titular de la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado, Lic. María del Carmen Galván Tello, su renuncia irrevocable al cargo de Magistrada Supernumeraria del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila, a fin de garantizar la necesaria objetividad, independencia e imparcialidad que deben de distinguir a todo Juez o Magistrado de un órgano Jurisdiccional, dado que no puede ocupar ambos cargos simultáneamente, uno en el Poder Ejecutivo y el otro dentro del Sistema Estatal Anticorrupción como integrante del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila, dada la dependencia y subordinación evidente que tal funcionaria tiene con el Ejecutivo Estatal, lo cual violenta gravemente el Sistema Judicial Local”.

De urgente y Obvia Resolución


E.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada María Eugenia Cázares Martínez, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno envíe un enérgico extrañamiento al Secretario de Finanzas del Estado, para que cumpla con la entrega de la información en los  términos que acordó en su comparecencia ante la Comisión de Finanzas de esta Soberanía en fecha 5 de marzo del presente año”.

De urgente y Obvia Resolución


F.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno solicite a la titular del Centro de Justicia y Empoderamiento para las Mujeres del Estado, que conforme a sus atribuciones y a las posibilidades presupuestales, asigne recursos al centro ubicado en Torreón, Coahuila, a fin de que pueda brindar sus servicios en un horario más amplio que el actual, y hacerlo en fines de semana también, dado la enorme necesidad que las mujeres de la región tienen de contar con el apoyo que reciben en este lugar”.

De urgente y Obvia Resolución


G.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Por el que este Pleno exhorta a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social del Gobierno Federal, así como a la Secretaría del Trabajo del Gobierno de Coahuila y a la Delegación Estatal del Instituto Mexicano del Seguro Social, a fin de que den cumplimiento a la Ley Federal del Trabajo y procedan a verificar a las  empresas de la Industria Minera, establecidas y en funciones en esta entidad, para que observen y apliquen de modo oportuno y eficiente las normas laborales de seguridad y salud de este ramo industrial”.

De urgente y Obvia Resolución


H.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, “Por el que atentamente se solicita a la Fiscalía General del Estado, realice una exhaustiva investigación respecto de los constantes delitos cometidos en los últimos meses contra la compañía de Aguas de Ramos Arizpe, asimismo, por el que se exhorta al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, para que en coordinación con la referida compañía, elaboren un plan integral de acción para la prevención de futuros actos delictivos contra la misma”. 

De urgente y Obvia Resolución

I.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, “Para solicitar respetuosamente al Secretario de Educación Pública de nuestro Estado, informe a la brevedad con respecto al Programa Nacional de Inglés (PRONI) en Coahuila".

De urgente y Obvia Resolución


J.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada María Esperanza Chapa García, “Con objeto de solicitar al Sistema de Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado de Coahuila, que en el ámbito de sus atribuciones analice la posibilidad de brindar el servicio público de transporte especializado para personas con discapacidad en los Municipios que aún carecen de dicho servicio”.

De urgente y Obvia Resolución

K.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila “Con relación a solicitar el cambio de laboratorio del Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP) al Municipio de San Pedro, Coahuila”.

De urgente y Obvia Resolución


11.- Agenda Política:


A.- Pronunciamiento que presenta el Diputado Jesús Berino Granados, en su carácter de Coordinador de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, “Con relación al seguimiento de diversos escritos suscritos por representantes de distintas Organizaciones de Trabajadores de la Educación del Estado de Coahuila, referentes a las recientes reformas y adiciones a las leyes en materia de seguridad social de los trabajadores de la educación”.

B.- Pronunciamiento que presenta el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila “Con relación a las solicitudes presentadas ante este Congreso, por  las Organizaciones de Trabajadores de la Educación del Estado de Coahuila”.


C.- Pronunciamiento que presenta la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, “Con motivo de la celebración del Día Internacional de la Familia y el Día Internacional en contra de la homofobia, la transfobia y la bifobia”.

D.- Pronunciamiento que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Diana Patricia González Soto, “Con motivo del Día del Maestro, a 100 años de su conmemoración”.

E.- Pronunciamiento que presenta la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, “Con motivo de la celebración del Día del Maestro”.

12.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.

MINUTA DE LA DÉCIMA PRIMERA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE  ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  SIENDO LAS 10:00 HORAS, CON 15 MINUTOS DEL DÍA 8 DE MAYO DEL AÑO 2018, DIO INICIO LA SESIÓN, ESTANDO PRESENTES 24 DE 25 DE LOS INTEGRANTES DE LA LEGISLATURA, CON LA ACLARACIÓN DE LA PRESIDENCIA EN EL SENTIDO DE INFORMAR QUE EL DIPUTADO MARCELO DE JESÚS TORRES COFIÑO, DIO AVISO POR ESCRITO QUE NO ASISTIRÍA A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- SE DIO LECTURA DEL INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE CARDIOPROTECCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. ANDRÉS S. VIESCA", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JAIME BUENO ZERTUCHE, Y FUE TURNADA A LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, Y DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
6.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 65 BIS AL CAPÍTULO QUINTO DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL", MEDIANTE LA CUAL PROPUSO QUE EL INGRESO QUE PERCIBA EL ESTADO PROVENIENTE DEL IMPUESTO SOBRE EL SERVICIO DE HOSPEDAJE, SE DESTINE EXCLUSIVAMENTE A ACCIONES DIRECTAS DE PROMOCIÓN Y DIFUSIÓN DEL SECTOR DE TURISMO EN LA ENTIDAD, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE TURISMO, CON EL CONSEJO CONSULTIVO QUE SE CREARÁ PARA TAL FIN, EN EL QUE PARTICIPARÁN AUTORIDADES GUBERNAMENTALES Y EMPRESARIOS DEL SECTOR TURÍSTICO, Y FUE TURNADA A LAS COMISIONES UNIDAS DE HACIENDA Y DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
7.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN I, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA”, DEL PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL, MEDIANTE LA CUAL PROPUSO ESTABLECER COMO ÚNICO REQUISITO PARA SER SECRETARIO Y SECRETARIA DEL GABINETE ESTATAL, EL SER CIUDADANO MEXICANO POR NACIMIENTO, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

8.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA PROPUESTA DE INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR  LA QUE SE PRETENDE ADICIONAR UNA FRACCIÓN A LOS ARTÍCULOS 132 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y 40 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO”, DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, EN MATERIA DE DERECHO LABORAL, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONES Y JUSTICA PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

9.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 144, PÁRRAFO PRIMERO, ARTÍCULO 203 ÚLTIMO PÁRRAFO, ARTÍCULO 389, ÚLTIMO PÁRRAFO Y ARTÍCULO 392 DEL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA ACTUALIZAR LA DENOMINACIÓN DE DIVERSAS NORMAS Y ÓRGANOS, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. ANDRÉS S. VIESCA", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS, Y FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE ASUNTOS MUNICIPALES Y ZONAS METROPOLITANAS, PARA LOS EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.
10.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS, Y EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDO, EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, CON RELACIÓN A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL “PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON RELACIÓN AL EXHORTO AL GOBIERNO DEL ESTADO Y A LOS 38 MUNICIPIOS, PARA QUE IMPLEMENTEN PROGRAMAS URGENTES QUE INSTEN A LA CIUDADANÍA EN EL CUIDADO DEL AGUA. 

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:

11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DEL ESTADO DE COAHUILA, UN INFORME DETALLADO SOBRE LA EMPRESA DENOMINADA SISTEMAS Y SOFTWARE  DEL NORESTE S.A. DE C.V. EN ESPECIAL LOS DATOS SIGUIENTES: 1) SU ACTA CONSTITUTIVA; 2) EL NOMBRE O NOMBRES DE SUS PROPIETARIOS Y APODERADOS; 3) COPIA DEL CONTRATO CELEBRADO CON DICHA EMPRESA; Y 4) LA FORMA EN QUE ACREDITAN SU EXPERIENCIA, Y CONTAR CON LOS RECURSOS HUMANOS Y FINANCIEROS SUFICIENTES PARA ELABORAR ENCUESTAS, COMO LA ENCUESTA COAHUILA OPINA”, QUE PRESENTÓ EL EL DIPUTADO GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL".

12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE SALUD DEL ESTADO, DR. ROBERTO BERNAL GÓMEZ, PARA QUE DE MANERA URGENTE E INMEDIATA, DESTINE LOS RECURSOS ECONÓMICOS Y HUMANOS NECESARIOS, AL CENTRO INTEGRAL DE SALUD MENTAL DE LA CIUDAD DE TORREÓN, COAHUILA, (CISAME), PARA QUE SE RESUELVA LA GRAVE CRISIS DE FALTA DE MEDICAMENTO Y DE PERSONAL MÉDICO PARA ATENDER PROFESIONAL Y OPORTUNAMENTE LAS NECESIDADES DE ATENCIÓN A LOS PACIENTES DE ENFERMEDADES MENTALES DE LA REGIÓN LAGUNERA DE NUESTRO ESTADO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA BLANCA EPPEN CANALES, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”.

13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE COAHUILA QUE, POR CONDUCTO DE LAS SECRETARÍAS DEL RAMO QUE CONSIDEREN PERTINENTES, RINDA UN INFORME A ESTA SOBERANÍA  ACERCA DE LAS METAS Y OBJETIVOS QUE SE CUMPLIERON DEL PLAN DE DESARROLLO 2011-17, EN RELACIÓN CON EL PLAN 2017-2023”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA MARÍA EUGENIA CÁZARES MARTÍNEZ, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL TITULAR DE LA DELEGACIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) EN COAHUILA QUE, DE ACUERDO CON SUS ATRIBUCIONES, REALICE LAS ACCIONES Y GESTIONES NECESARIAS PARA QUE SE INSTALE PERSONAL MÉDICO LAS 24 HORAS DEL DÍA EN LA CLÍNICA 22 DE ESTE INSTITUTO EN EL MUNICIPIO DE VIESCA, COAHUILA, ASÍ COMO UNA AMBULANCIA QUE PRESTE EL SERVICIO DE TRASLADO DE PACIENTES A OTRAS CLÍNICAS EN LOS CASOS EN QUE ASÍ SE AMERITA Y, SE PAGUEN LOS VIÁTICOS QUE LA LEY ESTABLECE A FAVOR DE LOS DERECHOHABIENTES PARA SUS VIAJES A OTROS HOSPITALES ”, QUE PRESENTÓ LA LA DIPUTADA BLANCA EPPEN CANALES, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL".

15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LOS TITULARES DE LAS SECRETARÍAS DE FINANZAS Y DE SALUD DEL ESTADO, PARA QUE EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS ATRIBUCIONES, RINDAN UN INFORME PORMENORIZADO A LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SALUD DE ESTA SOBERANÍA, RESPECTO DE LA CORRECTA APLICACIÓN DE LOS RECURSOS QUE SE OBTUVIERON DE LA COLECTA ECONÓMICA QUE EFECTÚO EL GOBIERNO DEL ESTADO EN COORDINACIÓN CON UN MEDIO DE COMUNICACIÓN DE LA CIUDAD DE TORREÓN, COAHUILA, QUE DENOMINARON CANCEROTÓN 2016, CON CUYOS FONDOS RECAUDADOS SE DEBIÓ DE CONSTRUIR LA CLÍNICA DE PREVENCIÓN Y DETECCIÓN OPORTUNA DEL CÁNCER DE ESA CIUDAD, EN DONDE SE OBTUVIERON RECURSOS SUPERIORES A LOS $33,000.000.00 (TREINTA Y TRES MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), DE LAS APORTACIONES VOLUNTARIAS QUE GENEROSAMENTE  EFECTÚO LA COMUNIDAD, ASÍ COMO PERSONAS MORALES Y ORGANISMOS DEL ESTADO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL".

16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL ESTADO, QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES, ANALICE LA POSIBILIDAD DE INCREMENTAR EL ESTÍMULO FISCAL QUE SE OTORGA A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, SOBRE LOS DERECHOS DE CONTROL VEHICULAR Y ASIMISMO, SE IMPLEMENTEN LAS ACCIONES NECESARIAS PARA QUE NO LES SOLICITEN LA CONSTANCIA MÉDICA QUE ACREDITE LA DISCAPACIDAD PERMANENTE, CUANDO ÉSTA YA HAYA SIDO DEBIDAMENTE ACREDITADA”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. ANDRÉS S. VIESCA", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA ESPERANZA CHAPA GARCÍA.

NOTA EN MINUTA:

LA PRESIDENCIA INFORMÓ AL PLENO QUE DESIGNÓ A LAS DIPUTADAS CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA Y ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, Y A LOS DIPUTADOS JESÚS BERINO GRANADOS, FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, Y EMILIO DE HOYOS MONTEMAYOR, PARA QUE RECIBIERAN Y ATENDIERAN A MAESTROS DE LA SECCIÓN 38 DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE COAHUILA Y DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA “ANTONIO NARRO”  QUIENES ANUNCIARON  ENTREGAR UNA INICIATIVA EN EL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA. ACTO SEGUIDO CONTINUO LA SESIÓN.

17.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, QUE A LA BREVEDAD POSIBLE CUMPLA CON LOS ACUERDOS TOMADOS EN LA REUNIÓN DE TRABAJO DE COMISIONES UNIDAS CON EDUCACIÓN, CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS Y DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA, CELEBRADA EL PASADO 20 DE MARZO DEL PRESENTE, REFERENTE A LAS INQUIETUDES Y EXIGENCIAS DEL GREMIO MAGISTERIAL DE NUESTRO ESTADO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRÍGIDO MORENO HERNÁNDEZ”, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.
18.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “A FIN DE QUE, EN FUNCIÓN DE SUS COMPETENCIAS Y ATRIBUCIONES, TODOS LOS AYUNTAMIENTOS DE COAHUILA, DEN CABAL CUMPLIMIENTO A LA LEY DE PROTECCIÓN Y TRATO DIGNO A LOS ANIMALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LO RELATIVO A ESTABLECER Y REGULAR CENTROS DE CONTROL ANIMAL, ELLO, ANTE EL GRAVE PROBLEMA DE SOBREPOBLACIÓN, CANINA QUE SE OBSERVA EN LA ENTIDAD, ASIMISMO, CON EL OBJETO DE DETENER LA CRECIENTE INCIDENCIA DE ATAQUES DE MASCOTAS A HUMANOS, ABATIR EL MALTRATO ANIMAL Y REDUCIR, EN COORDINACIÓN CON LA SECRETARÍA DE SALUD, RIESGOS DE SALUD PÚBLICA ASOCIADOS CON LA ACELERADA PROLIFERACIÓN DE PERROS EN SITUACIÓN DE CALLE”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA”, DEL PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL.

19.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE SALUD Y A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL ESTADO, PARA QUE DENTRO DE SUS ATRIBUCIONES LLEVEN A CABO PROGRAMAS QUE FOMENTEN LA CULTURA DE LA DONACIÓN DE ÓRGANOS”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. ANDRÉS S. VIESCA", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA JOSEFINA GARZA BARRERA.


20.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR AL SECRETARIO DE SALUD LA INSTALACIÓN DE UNA OFICINA DE LA JURISDICCIÓN SANITARIA NUMERO SIETE EN EL MUNICIPIO DE SAN PEDRO COAHUILA, A FIN DE QUE SE PUEDAN OTORGAR LOS SERVICIOS DE MANERA MAS EFICIENTE Y CÓMODA A LOS HABITANTES DE ESTE MUNICIPIO, QUE REQUIEREN DE ALGUNO DE LOS SERVICIOS QUE PRESTA ESA DEPENDENCIA  ”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO EDGAR SÁNCHEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRÍGIDO MORENO HERNÁNDEZ”, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

AGENDA POLÍTICA:

21.-SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL", “CON MOTIVO DEL RETRASO EN LOS TIEMPOS DE TRABAJO DE LAS COMISIONES UNIDAS DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, EDUCACIÓN, CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS Y AUDITORÍA GUBERNAMENTAL  Y CUENTA PÚBLICA”.
22.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, “EN EL MARCO DEL DÍA DE LAS MADRES”.

23.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA”, DEL PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL” EN RELACIÓN CON LOS DESCUENTOS SALARIALES  INCONSTITUCIONALES QUE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN (DIPETRE), APLICA AL GREMIO MAGISTERIAL DEL ESTADO, Y EN TORNO CON LA PÉSIMA ATENCIÓN MÉDICA QUE, A CAMBIO DE ELLO RECIBEN ÉSTOS.
LA PRESIDENCIA MANIFESTÓ QUE NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR EN EL ORDEN DEL DÍA, DIO POR TERMINADA LA SESIÓN A LAS 14:00 HORAS, CON 4 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A LA DÉCIMA SEGUNDA SESIÓN QUE SE LLEVARA A CABO A LAS 10:00 HORAS, DEL DÍA MARTES 15 DE MAYO DEL AÑO 2018.
DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA

	DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA.
	DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO.

	SECRETARIA
	SECRETARIA.


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO
15 DE MAYO DE 2018

1.- INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA AL GOBIERNO DEL ESTADO, PARA QUE DESINCORPORE Y ENAJENE A TÍTULO GRATUITO UN PREDIO DE SU PROPIEDAD CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 3,946.591 M2, EN EL MUNICIPIO DE SALTILLO, A FAVOR DEL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
2.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 522,939.17 M2, UBICADO EN LA COLONIA CINCO DE MAYO DE ESE MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
3.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 22-64-24-414 HECTÁREAS, UBICADO EN LA COLONIA BURÓCRATAS DEL ESTADO, DE ESE MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
4.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 8-63-60-79 HECTÁREAS, UBICADO EN LA COLONIA TIERRA Y ESPERANZA, DE ESE MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
5.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 644,177.17 M2, UBICADO EN LA COLONIA CINCO DE MAYO DE ESE MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
6.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 16,126.43 M2, UBICADO EN LA COLONIA RUBÉN MOREIRA DE ESE MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
7.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 146,846.27 M2, UBICADO EN LA COLONIA SANTA MARTHA DE ESE MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
8.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE FRONTERA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA REVOCACIÓN DEL DECRETO 941 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO DE FECHA 08 DE SEPTIEMBRE DE 2017, EN EL CUAL SE AUTORIZA AL AYUNTAMIENTO DEL DICHO MUNICIPIO A LA CONTRATACIÓN DE UN CRÉDITO POR LA CANTIDAD DE $70,236,151.83, CON LA FINALIDAD DE FINANCIAR LA RENOVACIÓN DEL ALUMBRADO PÚBLICO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
9.- OFICIO DE LA ALIANZA ANTICORRUPCIÓN, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN UNA REUNIÓN DE TRABAJO CON LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA DE ESTE CONGRESO, CON LA FINALIDAD DE REALIZAR PROPUESTAS CIUDADANAS QUE PUEDAN SER INTEGRADAS EN EL PROCESO DE DESIGNACIÓN DE LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN DE COAHUILA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA 

10.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE FRONTERA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA SE PUBLIQUE UNA FE DE ERRATAS, AL PRESUPUESTO DE INGRESOS DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2018, EN LA PARTIDA DE INGRESOS DERIVADOS DE FINANCIAMIENTOS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA
11.- OFICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL DE PIEDRAS NEGRAS, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA SOLICITUD DE LICENCIA POR TIEMPO INDEFINIDO DEL C. MANUEL RODRÍGUEZ MURO, DÉCIMO REGIDOR DE DICHO MUNICIPIO, PARA SEPARARSE DE DICHO CARGO, PARA EL EFECTO DE QUE EL CONGRESO DEL ESTADO RESUELVA LO PROCEDENTE.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

12.- OFICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL DE PIEDRAS NEGRAS, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA SOLICITUD DE LICENCIA POR TIEMPO INDEFINIDO DEL C. LORENZO MENERA SIERRA, DÉCIMO SEGUNDO REGIDOR DE DICHO MUNICIPIO, PARA SEPARARSE DE DICHO CARGO, PARA EL EFECTO DE QUE EL CONGRESO DEL ESTADO RESUELVA LO PROCEDENTE.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
13.- OFICIO DE LA DIRECTORA GENERAL DEL INSTITUTO DE SERVICIOS DE SALUD, REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN ESPECIAL E INTEGRAL DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, EN EL QUE SE SOLICITA SE EXHORTE RESPETUOSAMENTE A LA SECRETARÍA DE SALUD Y A LOS 38 AYUNTAMIENTOS DEL ESTADO DE COAHUILA, PARA QUE DE ACUERDO A SUS POSIBILIDADES, IMPLEMENTEN CAMPAÑAS QUE VISIBILICEN ESTA ENFERMEDAD, ASÍ COMO CONFERENCIAS, TALLERES Y PROGRAMAS DE CAPACITACIÓN, ACTUALIZACIÓN AL PERSONAL DE SALUD Y A LAS FAMILIAS, CUIDADORES DE PACIENTES CON PARKINSON A FIN DE SENSIBILIZARLOS SOBRE ESTA ENFERMEDAD NEURODEGENERATIVA Y CONOCER EL DIAGNÓSTICO OPORTUNO, ASÍ COMO EL TRATAMIENTO Y LA TERAPIA INTEGRAL DE ESTE TRASTORNO QUE AFECTA AL SISTEMA NERVIOSO CENTRAL.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

14.- OFICIO DEL ENCARGADO DEL DESPACHO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, CON RELACIÓN AL GRAN DESABASTO DE AGUA QUE EXISTE EN LAS COLONIAS Y EJIDOS DEL MUNICIPIO DE SAN PEDRO DE LAS COLONIAS.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

15.- OFICIO DE LA SECRETARÍA TÉCNICA DEL ALCALDE DEL MUNICIPIO DE  TORREÓN, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE SE A TURNADO AL AYUNTAMIENTO, EL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, ENVÍE UN EXHORTO TANTO AL TITULAR DE LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO (CEAS), ASÍ COMO A LOS CABILDOS MUNICIPALES DE SAN PEDRO, MATAMOROS, FRANCISCO I. MADERO, VIESCA Y TORREÓN, A EFECTO DE QUE DE MANERA COORDINADA, VEAN LA MANERA DE DARLE SOLUCIÓN DE MANERA INMEDIATA, A LA FALTA DE ABASTECIMIENTO DE AGUA A TODAS LAS COLONIAS Y EJIDOS DE ESTOS MUNICIPIOS, Y EN SEGUNDO LUGAR PROCEDAN A REALIZAR UNA INVESTIGACIÓN DE LA CORRECTA EXPLOTACIÓN DE LOS MANTOS ACUÍFEROS Y POZOS DE AGUA, QUE ABASTECEN A ESTOS MUNICIPIOS Y DETERMINEN CUALES SON LAS ACCIONES A SEGUIR, A MODO DE QUE EXISTA UNA RED DE AGUA EFICAZ Y SUFICIENTE PARA TODOS LOS HABITANTES, PARA LOS EFECTOS PROCEDENTES.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

16.- OFICIO DE LA SECRETARÍA TÉCNICA DEL ALCALDE DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE SE A TURNADO AL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EFECTO DE QUE LAS COMISIONES RESPECTIVAS CONOZCAN DE LA INICIATIVA POR LA QUE SE REFORMA EL CAPÍTULO DÉCIMO EN SU SECCIÓN V, RELATIVA A LOS SERVICIOS DE ASEO PÚBLICO, DEL CÓDIGO FINANCIERO PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE LA CUAL SE PROPONE INCLUIR EL TEMA DE CASAS DESHABITADAS O DESOCUPADAS COMO INMUEBLES SUSCEPTIBLES A SER OBJETO DE LA OBLIGACIÓN DE LIMPIEZA Y SU POSIBLE EXIGENCIA POR PARTE DE LA AUTORIDAD MUNICIPAL, Y REMITIDA A DICHO AYUNTAMIENTO EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 161 DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO.

TÚRNESE A LAS COMISIONES UNIDAS DE ASUNTOS MUNICIPALES Y ZONAS METROPOLITANAS Y DE HACIENDA

17.- OFICIO PRESENTADO POR INTEGRANTES DEL CABILDO DE GENERAL CEPEDA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN SEAN RECIBIDOS POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA TRATAR ASUNTOS RELACIONADOS CON LA ADMINISTRACIÓN 2018.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

18.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SAN JUAN DE SABINAS, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA REFORMA A LA LEY DE INGRESOS DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018, AL ARTÍCULO 1, EN LO RELATIVO A LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA

19.- OFICIO DEL DELEGADO FEDERAL DE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, DEL ESTADO DE GUERRERO, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR EL PLENO DEL CONGRESO, CON RELACIÓN A EXHORTAR AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DEL MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES DEL GOBIERNO FEDERAL, ASÍ COMO A LOS TITULARES DE LAS DELEGACIONES FEDERALES EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS DE DICHA DEPENDENCIA, A FORTALECER E IMPLEMENTAR CAMPAÑAS DE INFORMACIÓN A LA CIUDADANÍA EN MATERIA DEL DEPÓSITO DE PILAS Y BATERÍAS EN DESUSO.
DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

20.- ESCRITOS PRESENTADOS POR EL SECRETARIO DE FINANZAS DEL ESTADO, MEDIANTE LOS CUALES ENTREGA LOS INFORMES FINANCIEROS CORRESPONDIENTES A LOS MESES DE ENERO A MARZO DE 2018.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

21.- INICIATIVA POPULAR PRESENTADA POR LOS CIUDADANOS EZEQUIEL LÓPEZ MURILLO, ESDRAS C. DE LA CRUZ HERNÁNDEZ, FRANCISCO BOTELLO MEDELLÍN Y J. JORGE VARGAS CARRILLO, MEDIANTE LA CUAL PLANTEAN LA CREACIÓN DE LA LEY ESTATAL DE REGISTRO, MOVILIDAD Y DESPLAZAMIENTO VEHICULAR DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EL EFECTO DE QUE SE CUMPLA CON EL TRÁMITE DE DICHA INICIATIVA, CONFORME A LO QUE SE DISPONE EN EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

22.- INICIATIVA POPULAR PRESENTADA POR INTEGRANTES DE LA COALICIÓN DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PLANTEA LA MODIFICACIÓN A LA LEY DEL SERVICIO MÉDICO PARA LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA EL EFECTO DE QUE SE CUMPLA CON EL TRÁMITE DE DICHA INICIATIVA, CONFORME A LO QUE SE DISPONE EN EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

23.- OFICIO DEL SÍNDICO DE PRIMERA MINORÍA Y DIVERSOS REGIDORES DEL AYUNTAMIENTO DE OCAMPO, MEDIANTE EL CUAL HACEN COMENTARIOS SOBRE LAS ANOMALÍAS EXISTENTES Y UNA SERIE DE ACTOS ADMINISTRATIVOS RELACIONADOS CON LA ALCALDESA Y EL TESORERO DE DICHO MUNICIPIO

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

24.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE MATAMOROS, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA EL PLAN DE DESARROLLO MUNICIPAL 2018.

DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

25.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE MATAMOROS, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA ADENDA AL PRESUPUESTO DE EGRESOS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018.

TÚRNESE A LAS COMISIONES UNIDAS DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA Y DE PRESUPUESTO

26.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SALTILLO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA CELEBRAR UN CONTRATO DE CONCESIÓN POR UN PLAZO DE 30 AÑOS, DE DIVERSOS INMUEBLES MUNICIPALES, A FAVOR DEL INSTITUTO MUNICIPAL DE CULTURA DE SALTILLO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

27.- OFICIO DE LA PRESIDENTA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE DIO CUENTA A DICHO CONGRESO DEL PUNTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA DE GOBIERNO EN EL QUE MANIFIESTAN LA ADHESIÓN DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, AL PRONUNCIAMIENTO PRESENTADO POR LA CÁMARA DE SENADORES DE LA REPÚBLICA, RESPECTO A LA RELACIÓN DE MÉXICO CON LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA. ASIMISMO, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN QUE LAS DEMÁS LEGISLATURAS DEL PAÍS  SE ADHIERAN AL REFERIDO PRONUNCIAMIENTO.


DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

28.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE FRANCISCO I. MADERO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA REFORMA A LA LEY DE INGRESOS DE DICHO MUNICIPIO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2018, AL ARTÍCULO 21 FRACCIÓN XI, NUMERAL 2, EN LO RELATIVO A LAS CONCESIONES Y PRORROGAS PARA EL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE PÚBLICO DE TRANSPORTE EN SU MODALIDAD DE AUTOMÓVILES DE ALQUILER O TAXIS. 
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA.
29.- OFICIO DE LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL PLENO Y DE LA PRESIDENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE LA MAGISTRADA PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, ORDENO DAR CUENTA AL PLENO DE DICHO TRIBUNAL, A FIN DE QUE EN EL ÁMBITO DE SU COMPETENCIA ACUERDE LO QUE A DERECHO PROCEDA, CON RELACIÓN   AL PUNTO DE ACUERDO EN EL QUE SE EXHORTA TANTO AL PLENO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE COAHUILA, COMO AL CONSEJO DE LA JUDICATURA DE DICHO ÓRGANO  JURISDICCIONAL, PARA QUE SE LE INSTRUYA E INICIE AL MAGISTRADO IVÁN GARZA GARCÍA, UN PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO Y SE LE DECRETE LA SANCIÓN QUE CORRESPONDE DE UN APERCIBIMIENTO Y/O AMONESTACIÓN.
DE ENTERADO Y QUEDA A DISPOSICIÓN DE LOS INTEGRANTES DE ESTA LEGISLATURA 

INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 08 DE MAYO DE 2018.


Sobre el trámite realizado respecto de las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 08 de mayo de 2018, el Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se le solicita “Un informe detallado sobre la empresa denominada Sistemas y Software del Noreste S.A. de C.V., en especial, los datos siguientes: 1) Su acta constitutiva; 2) El nombre o nombres de sus propietarios y apoderados; 3) Copia del contrato celebrado con dicha empresa: y, 4) La forma en que acreditaron su experiencia, y contar con los recursos humanos y financieros suficientes para elaborar encuestas, como la encuesta Coahuila Opina”, planteado por el Diputado Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", para los efectos procedentes.
2.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió  a la Secretaría de Salud de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se le exhorta “A que de manera urgente e inmediata, destine  los recursos económicos y humanos necesarios al Centro Integral de Salud Mental de la Ciudad de Torreón, Coahuila, (CISAME), para que se resuelva la grave crisis de falta de medicamento y de personal médico para atender profesional y oportunamente las necesidades de atención a los pacientes de enfermedades mentales de la Región Lagunera de nuestro Estado”, planteado por la Diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", para los efectos procedentes. 
3.-  Se formuló comunicación mediante la cual se envió al Titular del Ejecutivo del Estado, el punto de acuerdo, en el que se le solicita “Que por conducto de las Secretarías del ramo que considere pertinentes, rinda un informe a esta Soberanía acerca de las metas y objetivos que se cumplieron del Plan de Desarrollo 2011-17, en relación con el Plan 2017-2023”, planteado por la Diputada María Eugenia Cázares Martínez, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", para los efectos procedentes.
4.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Delegación del Instituto Mexicano del Seguro Social en la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se le solicita que “De acuerdo con sus atribuciones, realice las acciones y gestiones necesarias para que se instale personal médico las 24 horas del día en la clínica 22 de este Instituto en el Municipio de Viesca, Coahuila; así como una ambulancia que preste el servicio de traslado de pacientes a otras clínicas en los casos en que así se amerita y, se paguen los viáticos que la ley establece a favor de los derechohabientes para sus viajes a otros hospitales”, planteado por la Diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", para los efectos procedentes.
5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Finanzas y a la Secretaría de Salud  de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “En el ámbito de sus respectivas atribuciones, rindan un informe pormenorizado a los integrantes de la Comisión de Salud de esta Soberanía, respecto de la correcta aplicación de los recursos que se obtuvieron de la colecta económica que efectúo el Gobierno del Estado en coordinación con un medio de comunicación de la Ciudad de Torreón, Coahuila, que denominaron CANCEROTÓN 2016, con cuyos fondos recaudados se debió de construir la Clínica de Prevención y Detección Oportuna del Cáncer de esa Ciudad, en donde se obtuvieron recursos superiores a los $33,000.000.00 (treinta y tres millones de pesos 00/100 M.N.), de las aportaciones voluntarias que generosamente  efectúo la comunidad, así como personas morales y organismos del Estado”, planteado por el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", para los efectos procedentes.

6.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió  a la Secretaría de Finanzas de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se le solicita que “Previo acuerdo con el Ejecutivo del Estado, analice y valore la posibilidad de incrementar el estímulo fiscal que se otorga a las personas con discapacidad, sobre los Derechos de Control Vehicular”, asimismo,  se le solicita al  Administrador Fiscal General de la Secretaría de Finanzas de la Entidad para que “implemente las acciones necesarias para que no se les solicite a las personas con discapacidad la constancia médica que acredite la discapacidad permanente, cuando ésta ya haya sido acreditada ante dichas oficinas en alguna ocasión previa”, planteado por la Diputada Esperanza Chapa García, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional,  para los efectos procedentes.

7.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió al a la Comisión de Trabajo y Previsión Social de esta Legislatura, el punto de acuerdo, en el que se le solicita que “Cumpla con los acuerdos tomados en la reunión de trabajo de las Comisiones Unidas de Educación, Actividades Cívicas y Cultura, y  de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública celebrada el pasado 20 de marzo del presente referente a las inquietudes y exigencias del gremio magisterial de nuestro estado; de tal manera que puedan llevarse a cabo lo antes posible las respectivas comparecencias de los responsables de  las instituciones de seguridad social de los profesores y posteriormente iniciar las mesas de diálogo con los trabajadores de la educación”, planteado por el Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.
8.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los 38 Ayuntamientos del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “A  que den cabal cumplimiento a la Ley de Protección y Trato Digno a los animales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en lo relativo a establecer y regular centros de control animal, ello, ante el grave problema de sobrepoblación, canina que se observa en la entidad, asimismo, con el objeto de detener la creciente incidencia de ataques de mascotas a humanos, abatir el maltrato animal y reducir, en coordinación con la Secretaría de Salud, riesgos de salud pública asociados con la acelerada proliferación de perros en situación de calle”, planteado por el Diputado José Benito Ramírez Rosas, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), para los efectos procedentes.
9.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Salud y a la Secretaría de Educación de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “Lleven a cabo programas que fomenten la cultura de la donación de órganos”, planteado por la Diputada Josefina Garza Barrera, conjuntamente con las y los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
10.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Salud de la Entidad, el punto de acuerdo, en el que se le solicita “La instalación de una oficina de la Jurisdicción Sanitaria número siete en el Municipio de San Pedro Coahuila, a fin de que se puedan otorgar los servicios de manera más eficiente y cómoda a los habitantes de este Municipio, que requieren de alguno de los servicios que presta esa dependencia.”, planteado por el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E

SALTILLO, COAHUILA, A 15 DE MAYO DE 2018. 

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA, DEL  PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL (MORENA), RELATIVA A LA ADICIÓN DE UN ÚLTIMO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 7º DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA PROTECCIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES Y DESPLAZADAS.

Honorable Asamblea Legislativa:

Con fundamento en el artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, la suscrita, DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), respetuosamente comparezco para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto, con objeto de adicionar un párrafo final al artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando mi Iniciativa en la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Del año 2012 a la fecha, el artículo 7 de nuestra Constitución ha tenido múltiples reformas y adiciones.

Lo anterior, en virtud de la vocación que ha tenido la legislatura coahuilense para consignar, en la Constitución Local, el mejor marco normativo para la protección, promoción y tutela de los derechos humanos.

Derivado de la reforma a la Constitución Federal de 2011, en materia de derechos humanos, las entidades federativas han venido adecuando sus constituciones. 

Ciertamente hemos avanzado mucho en este sentido. La terminante prohibición de la discriminación por razones de preferencia sexual, raza, religión, etcétera, es un ejemplo de ello, así como el establecimiento del interés superior de la niñez como un principio constitucional.

No obstante lo anterior, hay dos temas que no se encuentran expresamente contenidos en las protecciones y garantías que establece el artículo 7 de la Constitución Local, y que se derivan de dos fenómenos sociales que cada vez son más graves en nuestro país.

En primer lugar, la migración, tanto en su vertiente interna como internacional, y, en segundo lugar, pero no menos doloroso, el desplazamiento interno forzado.

Este último, el desplazamiento interno forzado ha empezado a ser materia de análisis por parte de organismos de la sociedad civil. En este mes, la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH) publicó el documento titulado “Episodios de Desplazamiento Interno Forzado Masivo en México, Informe 2017.”

De acuerdo a esta fuente, entre enero de 2009 y enero de 2017, por lo menos 310,527 personas, “tuvieron que desplazarse de manera forzada en el interior de la República Mexicana, debido a la violencia o a conflictos territoriales, religiosos o político.” 

En su introducción, el Informe 2017 de la CMDPDH señala: “En México decenas de miles de personas se han visto obligadas a abandonar sus hogares como una medida reactiva o preventiva para evitar ser victimas de la violencia y riesgo que existe en diferentes entidades del país. Ante el temor a que la violencia aumente y las consecuencias sean fatales para sus vidas, se ven forzados a tomar medidas extremas como escapar y dejarlo todo. De no hacerlo, su vida y la de su familia podrían estar en grave peligro. Las personas desplazadas internamente son quienes de manera individual o colectiva (por ejemplo, familias o grupos de familias) huyen o escapan de su hogar, del lugar donde viven o residen, hacia otra colonia de su mismo municipio, hacia otro municipio de su estado o hacia otro estado del país, para evitar ser victima de una situación de violencia generalizada, de un conflicto armado, de violaciones a los derechos humanos, de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano; o como resultado, es decir, después de haber sido victima de estas situaciones.”

Es importante precisar que el informe documenta 25 episodios de desplazamiento interno forzado que afectaron a 20,390 personas en nueve entidades de la república. Uno de ellos, por cierto, se refiere a hechos ocurridos en agosto del año pasado en la Colonia La Palma, del municipio de Saltillo, donde la rivalidad entre dos pandillas del crimen organizado trajeron como consecuencia el desplazamiento forzado de 12 familias.

Pero el caso de Saltillo no es el único, ni el más grave: Esto ha ocurrido en muchos municipios de Coahuila, como en la Colonia Nuevo México de Torreón o en la cabecera municipal de Allende. Lo grave, en el caso de Saltillo, es que el entonces Presidente Municipal, de manera irresponsable, minimizó los hechos, tal y como lo relata el documento citado en su nota al calce número 32 c).

Las familias desplazadas por la violencia deben gozar de protección constitucional, más aún cuando los órganos del Estado responsables de garantizar su seguridad son incapaces de hacerlo.

Otro fenómeno social es el de la migración, tanto internacional como interna. La triste realidad es que los migrantes sufren discriminación y se les criminaliza simplemente por su condición de migrantes.

Al respecto, la Opinión Consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), expediente OC-21/14 de 19 de Agosto de 2014, enfatiza que los países miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA), además de garantizar y proteger los derechos humanos de los migrantes, deben adoptar medidas urgentes y especiales para la protección de los niños en condición de migración, en atención a lo obligación de cumplir con el principio del interés superior de la niñez.

Tanto la OEA, como la CIDH, han publicado numerosos informes sobre los fenómenos de movilidad humana en el continente. En un de ellos, relativo a los derechos humanos de migrantes, refugiados, apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados internos, aprobado por la CIDH el 31 de diciembre de 2015, el máximo órgano continental, en materia de derechos humanos, estableció las normas y estándares del sistema interamericano de derechos humanos en relación a esos temas.

Es pertinente citar el siguiente párrafo de este documento, referido a la situación en nuestro país: “Como señaló la CIDH en el Informe sobre la situación de derechos humanos de los migrantes y otras personas en el contexto de la movilidad humana en México, los objetivos principales del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y el principio de eficacia requieren que los derechos y libertades reconocidos en la instrumentos normativos interamericanos sean implementados. En consecuencia, cuando el ejercicio de cualquiera de los derechos aún no está garantizado de jure y de facto dentro de su jurisdicción, los Estados partes tienen la obligación de adoptar medidas legislativas.”

Resulta también procedente citar el tercer párrafo del artículo 2 de la Ley de Migración vigente que, al establecer los principios en los que debe sustentarse la política migratoria del Estado mexicano, dispone: “Respeto irrestricto de los derechos humanos de los migrantes, nacionales y extranjeros, sea cual fuere su origen, nacionalidad, género, etnia, edad y situación migratoria, con especial atención a grupos vulnerables como menores de edad, mujeres, indígenas, adolescentes y personas de la tercera edad, así como a victimas del delito. En ningún caso una situación migratoria irregular preconfigurará por sí misma la comisión de un delito ni se prejuzgará la comisión de ilícitos por parte de un migrante por el hecho de encontrarse en condición no documentada.”

También resulta indispensable citar íntegros los artículos 11 y 12 de la Ley de Migración que establecen, con extrema claridad, los derechos de los migrantes que, desafortunadamente, son vulnerados por autoridades estatales y municipales.

“Artículo 11. En cualquier caso, independientemente de su situación migratoria, los migrantes tendrán derecho a la procuración e impartición de justicia, respetando en todo momento el derecho al debido proceso, así como a presentar quejas en materia de derechos humanos, de conformidad con las disposiciones contenidas en la Constitución y demás leyes aplicables. En los procedimientos aplicables a niñas, niños y adolescentes migrantes, se tendrá en cuenta su edad y se privilegiará el interés superior de los mismos.”

“Artículo 12. Los migrantes, independientemente de su situación migratoria, tendrán derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución y en los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano.”

Además, el cuerpo normativo citado, establece la posibilidad de que se suscriban convenios entre el gobierno federal, las entidades federativas y los municipios para promover la protección y garantía de todos esos derechos a las personas migrantes en el territorio nacional.

De todo lo anterior se desprende un conjunto de derechos que puede y debe aplicarse tanto a las personas migrantes, como a las personas desplazadas. No sólo son las prohibiciones a la discriminación y criminalización por su condición de migrantes o desplazados, sino también su derecho a la procuración e impartición de justicia, al debido proceso y, en el caso de los niños a que, en cualquier circunstancia, se privilegie el interés superior de los mismos.

Estas son obligaciones ineludibles para todos los niveles de gobierno en el territorio nacional y se encuentran establecidos en los convenios internacionales suscritos por nuestro país, así como en la Constitución General de la República y en las leyes de la materia. Precisamente por ello, deben estar establecidos en la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Por las razones expuestas, someto a la consideración de esta honorable asamblea, a efecto de que se le de el trámite que corresponda, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO. Se adiciona un último párrafo al artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:  

Artículo 7º. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

a) al c). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

I a la VII.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Las personas migrantes o desplazadas que ingresen, transiten o residan temporalmente en el territorio del Estado, así como sus familiares, con independencia de su situación jurídica, tendrán la protección de la ley y no serán criminalizados por su condición de migrantes o desplazados. Tratándose de menores de edad se privilegiará el interés superior de la niñez. Las autoridades de todos los niveles, en la esfera de su competencia, adoptarán las medidas necesarias para la protección efectiva de sus derechos, de conformidad a lo dispuesto en el segundo párrafo del presente artículo. 

TRANSITORIOS

Primero. El decreto se publicará en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; y 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 15 de mayo de 2018.

DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 133 DE LA LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SE CREA LA LEY DEL REGISTRO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRACÁTICA, EN MATERIA DE DERECHO FAMILIAR Y REGISTRO CIVIL 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

El suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la presente iniciativa por la que se reforma el artículo 133 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y se crea una Ley del Registro Civil, abrogando la ley actual, conforme a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Todos los seres humanos tenemos una identidad, la cual, constituye una parte fundamental de nuestra vida, pues nos define como personas. La identidad es indispensable para evaluar quiénes somos, cómo nos sentimos, cómo actuamos y qué visión  tenemos de la vida. De la misma forma, la identidad es una condición ineludible, para poder acceder a otros derechos humanos.
Desde el momento de su nacimiento, toda persona tiene derecho a obtener una identidad, esta incluye el nombre, el apellido, la fecha de nacimiento, el sexo y la nacionalidad. Y es la prueba de la existencia de una persona como parte de una sociedad, como individuo que forma parte de un todo; es lo que la caracteriza y la diferencia de las demás. 
 
La inscripción en el Registro Civil y la concesión de un nombre, una nacionalidad y un género le proporciona a las y los recién nacidos la capacidad jurídica. Es decir, su reconocimiento como miembros de la sociedad, lo cual les concede una serie de derechos y obligaciones. Además, les dota de acceso a los diferentes servicios necesarios para desarrollarse y construir su vida y su porvenir, como lo son la educación y la salud. 

Durante muchos años, las personas transexuales han sufrido discriminación en todos los ámbitos de su vida diaria, desde las burlas y humillaciones públicas por parte de un sector de la sociedad abiertamente transfóbico, hasta los arrestos y arbitrariedades cometidas por agentes policiales, la burocracia y las instituciones públicas. 
Actualmente una de las formas institucionales de discriminación en contra de este grupo vulnerable es precisamente la negativa de que las personas transexuales puedan acceder al cambio de nombre y género de sus actas, ya que, para hacerlo, la autoridad pone una serie de requisitos que muchas veces son difíciles de cumplir, como lo es la contratación de un abogado y los trámites judiciales que en la mayoría de los casos son prolongados y gravosos.
Por estas razones, resulta indispensable realizar las adecuaciones correspondientes a las normas registrales con el objetivo de que todas las personas, sin importar sus condiciones personales, estén en posibilidad de ejercer su derecho a la identidad con total plenitud, dado que, los constantes y vertiginosos cambios sociales en materia de derechos humanos de las personas pertenecientes a la diversidad sexual obligan a que las medidas relativas a la ley de la familia y el registro civil sean más incluyentes y protectoras. 
Sabemos que todavía falta mucho para concretar el respeto absoluto a las personas transexuales, pero no todo es negativo; el trabajo de los colectivos y organizaciones que defienden los derechos de la diversidad sexual han ampliado poco a poco la esfera de los derechos fundamentales de la comunidad LGBTTTIQ, generando el potencial para sociedades más democráticas e igualitarias.
De la misma forma, el Partido de la Revolución Democrática, se ha distinguido a nivel nacional por tener una agenda  ampliamente incluyente y por ser los primeros en promover los derechos de las personas de la diversidad sexual. Hemos compartido la primera fila al lado de la sociedad civil, haciendo realidad en la Ciudad de México la Ley de Sociedades de Convivencia, la Reforma al Código Civil para reconocer jurídicamente el cambio de identidad de las personas trans, la reforma al Código Penal para tipificar los crímenes de odio por orientación sexual, las reformas a la ley de salud para garantizar tratamiento a personas transexuales, el matrimonio civil igualitario y la reforma constitucional en materia de derechos humanos.
En ese sentido y siguiendo nuestros principios democráticos proponemos una modificación al artículo 133 de la Ley para la Familia con el objetivo de que las personas transexuales puedan cambiar su identidad de género a través de la vía administrativa ante la Dirección Estatal del Registro Civil. Este procedimiento permitirá eliminar los prolongados trámites judiciales que conlleva el cambio de datos en las actas de nacimiento, así como los costos elevados de los mismos.
El reconocimiento del cambio de identidad de género vía administrativa es parte de una tendencia internacional generalizada en favor de los derechos de las personas transexuales. En América Latina, países como Uruguay, Argentina, Colombia, Ecuador y Bolivia, incluyen en sus normas leyes de identidad que facilitan el acceso al cambio de nombre a miembros de este colectivo, sin que tengan que acudir a la vía judicial. 
En nuestro país legislaciones como las de la Ciudad de México y diversas sentencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación han traído avances progresivos sobre la materia, lo que nos obliga a las entidades federativas a no quedarnos atrás y aprobar las medidas legislativas necesarias para impulsar los derechos de la comunidad transexual.
Las reformas que proponemos permitirán reconocer, en el texto normativo vigente,  las exigencias sociales y posibilitarán adecuación de  los actos y hechos del estado civil de las personas físicas a la realidad social; permitiendo reforzar la certeza y seguridad de los actos registrales, siempre en un contexto de promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos.
Por lo que toca a la propuesta de Ley del Registro Civil, el año pasado, el anterior titular del poder ejecutivo presentó  una iniciativa para la creación una nueva norma, sin embargo, la misma fue turnada a comisiones en la legislatura pasada sin que se haya podido dictaminar, en ese sentido, hemos decidido retomar el proyecto de ley y hacerle algunas modificaciones que tienen que ver con identidad de género, personas en situación de vulnerabilidad y constancias de concubinato. El objetivo es fortalecer el marco normativo registral propuesto y permitir a los grupos vulnerables ejercer plenamente sus derechos. 
En ese sentido hemos decidido retomar las argumentaciones que se dieron en la exposición de motivos original, por lo que tiene que ver con la estructura y sistematización de la norma jurídica, pues no es nuestra intención apropiarnos de un trabajo legislativo que no es totalmente nuestro. La exposición de motivos de la iniciativa inicial se redactó en los términos siguientes: 
Los actos y hechos del estado civil de la persona física no implican únicamente la simple inscripción en el Registro Civil, se pueden considerar como partes integrantes de un libro de vida, que permite conocer el nacimiento, origen, estado civil, filiación, nacionalidad, edad o muerte de cada persona. 
La importancia que conlleva la inscripción de los actos registrales se traduce en los derechos que de esta resultan, el derecho de niñas y niños a ser inscritos en el Registro Civil inmediatamente después de su nacimiento
 implica el derecho a un nombre, a una nacionalidad y establece derechos familiares, se afirma que este es el punto de partida para acreditar la identidad, la personalidad y la capacidad jurídica de las personas, derechos y atributos de los que derivan, entre otros, el derecho a la educación, a la protección de la familia, a manifestar libre y conscientemente el deseo de contraer matrimonio, decidir el número de hijos, el derecho a recibir alimentos, derecho al trabajo y a la seguridad social, al cumplir la mayoría de edad se puede ejercer el derecho a votar o a ser electo; todo estos contenidos en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales
 y en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos
, promulgados por el Estado Mexicano en 1981.
Con la reforma al artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 2011, el respeto de los derechos humanos encuentra un marco legal de protección que no se constriñe al ámbito local, sino que en virtud de esta reforma, todas las personas gozaran de los derechos humanos reconocidos además, en los tratados internacionales.
Es así como “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”
.
A partir de esta reforma el Gobierno del Estado de Coahuila dio inicio a la adecuación de su marco jurídico, teniendo como premisas la igualdad, no discriminación, dignidad y libertad en sus acepciones más universales.
El 26 de junio de 2012 se publica en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, una adición al  artículo 238  BIS del Código Civil del Estado con la finalidad de que la variación del nombre se agregue como supuesto para la rectificación administrativa, de igual forma se deroga lo relativo a la adopción semiplena, subsistiendo la adopción plena en la que los lazos entre los adoptantes y adoptados(as) se tienen como consanguíneos y, en interés superior del menor se reserva la información primigenia, también se establece que la adopción internacional se regirá por los tratados internacionales que el Estado Mexicano ha suscrito; el 24 de diciembre de 2013 se reforma el artículo 14 de la Ley del Registro Civil del Estado con la finalidad de garantizar que los extranjeros sin importar su calidad migratoria, puedan celebrar actos del estado civil; el 16 de septiembre de 2014 se reforma el artículo 253 del Código Civil del Estado a fin de garantizar la igualdad y no discriminación en relación a no establecer como restricción el sexo de los solicitantes para contraer matrimonio, se deroga la prohibición respecto al derecho a adoptar de los compañeros civiles; el 04 de septiembre de 2015 se reforma el artículo 255 del Código Civil del Estado que estableció la edad de 18 años para contraer matrimonio, garantizando así la prohibición del matrimonio infantil (precoz), se adiciona de igual forma el artículo 369 BIS que establece el divorcio administrativo que implica la voluntad libre y consiente de ambos cónyuges en consentir en el divorcio, garantizando el libre desarrollo de la personalidad de los solicitantes; el 15 de diciembre de 2015 se emite el Decreto de creación de la Ley para al Familia de Coahuila de Zaragoza. 
Armonizar la legislación del Registro Civil al marco jurídico dispuesto en la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza permitirá que los derechos y obligaciones en está contenidos, sean reflejo de esa visión preponderante de “fortalecer el marco jurídico e institucional para que los derechos sean respetados, garantizados, promovidos y protegidos…”.

En este tenor en primer término se pretende resaltar la importancia del uso del lenguaje de género, Marta Lamas ha indicado que el interés por la academia femenina de abogar por establecer el concepto de género, es establecer la distinción entre construcciones sociales y culturales de las biológicas
, de igual forma afirma la autora que el lenguaje es “un medio fundamental para estructurarnos culturalmente y para volvernos seres sociales”
, Wagner reitera que el comportamiento verbal sirve como “fundamento de la sociabilización y que el idioma fomenta el uso de estereotipos sexuales, el uso de la lengua, como medio de expresión y comunicación, refleja el pensamiento de la comunidad”
, de aquí la importancia de visibilizar, de no asumir que lo que se diseña o indica para los hombres circunscribe a las mujeres, o viceversa; imprimir el lenguaje de género en los textos normativos a fin de que los cambios sociales de hombres y mujeres se vean reflejados en la preceptos legales, se traduce en la inclusión e igualdad que debe existir entre hombres y mujeres, en combatir las desigualdades, no sólo en el pensamiento sino en el quehacer público. 
El libre desarrollo de la personalidad, vinculando estrechamente a la dignidad humana punto focal del respeto a los derechos humanos, y sobre el cual la Corte ha sostenido que “el libre desarrollo de la personalidad implica necesariamente el reconocimiento a los derechos a la identidad personal, sexual y de género…
”, y en este sentido reconocer la acción de las personas en relación al reconocimiento de su identidad de género, como un derecho de autonomía individual, “suponen la decisión de llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en principio sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas acciones para materializarlas”
 esto conlleva a garantizar que se respeten los “espacios vitales” mediante una mediada estatal
 como es la propuesta del Procedimiento Administrativo para el reconocimiento de la identidad de género de aquellas personas que así lo requieran y que contiene el presente proyecto. 
La Constitución del Estado establece en su artículo 1° que todas las personas son iguales ante la ley, que se prohíbe toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana,  además señala la Corte que “la dignidad humana no es una simple declaración ética, sino que se trata de una norma jurídica que consagra un derecho fundamental a favor de la persona”, se traduce en un mandato dirigido a toda autoridad y particulares, de respetar y proteger la dignidad de todo individuo a fin de no ser humillado, degradado o cosificado
, en este sentido establecer que la simple apariencia de deficiencias en las funciones o estructuras  corporales no es determinante para limitar el derecho a contraer matrimonio, fortalece el derecho a la igualdad, no discriminación y respeto a la dignidad humana, de igual forma se cumple con lo que la misma Corte a determinado “la obligación de no introducir o eliminar de su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas”
.
El presente proyecto determina que el Registro Civil aplicará todo mecanismo que garantice el ejercicio, goce y respeto de los derechos humanos, de acuerdo al principio pro persona establecido en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es atendiendo a la norma que, en virtud de su interpretación, sea la que más ampliamente proteja o garantice derechos fundamentales o, en sentido contrario, atender a la norma o interpretación más restringida a fin de limitar el ejercicio de derechos, la Corte ha establecido en este sentido que este principio se encuentras referido “únicamente para la interpretación de normas con el objeto de establecer el contenido y alcance de los derechos humanos y, de este modo, otorgarles un sentido protector a favor de la persona humana”
.
De igual forma proceder, de conformidad con lo que establece la Corte Interamericana de Derechos Humanas (CIDH)  respecto al control de convencionalidad que debe haber entre la norma jurídica interna y la Convención Americana sobre Derechos Humanos e incluso, sobre la interpretación de la Convención que ha realizado la misma CIDH
, así se establece que el control de convencionalidad es función y  tarea de cualquier autoridad y no sólo del Poder Judicial, en el marco de la propia competencia
 (Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2013). Resolución que se reitera en 2014 al determinar que en el ámbito de su competencia “todas las autoridades y órganos de un Estado Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer un ‘control de convencionalidad”. (Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014)
.
Se incorporan además a la presente propuesta, los requisitos de procedencia para cada acto o hecho del estado civil de las personas físicas, que garantizarán la homogeneidad en su aplicación por cada Oficial del Registro Civil en la entidad, uniformando así los criterios y reforzando la certeza y seguridad jurídica de cada acto registral, ya que cierto es que cada acto u hecho del estado civil de las personas físicas es fundamental para acceder a diversos derechos y requieren ser inscritos de manera fehaciente.
Se incorpora el uso de medios electrónicos, con el objetivo de facilitar los procesos de tramitación a las personas que pretendan iniciar procedimientos de aclaración, rectificación administrativa y certificados de inexistencia, lo que representará un beneficio económico para el público usuario al evitar su traslado hasta las oficinas de la Dirección del Registro Civil o de las distintas Oficialías Coordinadoras,  impulsando además así la simplificación administrativa. 
Se añade un capítulo relativo a las inscripciones de actas con situación de extranjería, el cual contempla los requisitos de procedencia y lineamientos para la inserción y un capítulo que refiere a los Certificados de Inexistencia de nacimiento y defunción, el cual se describe los procedimientos para la tramitación de los mismos así como demás constancias que el Registro Civil emite en el marco de su competencia, como constancias de soltería, constancias de concubinato y registro extemporáneo. 

De igual forma se incorpora lo relativo a las Oficialías Coordinadoras del Registro Civil, que observa su marco de competencia y su circunscripción, igualmente se suma el capítulo referente al desarrollo del examen para ser Oficial del Registro Civil.
Se ha diseñado un capítulo para la aplicación de sanciones administrativas y a la par se acompaña un nuevo procedimiento administrativo para la aplicación de estas sanciones, inclusiones que permitirán asegurar el cumplimiento del texto normativo, aunado a lo anterior se ha estructurado el procedimiento de visitas de inspección que consolidará el funcionamiento correcto de cada Oficialía del Registro Civil en la entidad.
Estas propuestas para actualizar y homologar el texto normativo vigente, a las exigencias sociales y a los avances tecnológicos, posibilita adecuar los actos y hechos del estado civil de las personas físicas a la realidad social y operativa, permitiendo reforzar la certeza y seguridad de los actos registrales, siempre en un contexto de respeto, protección y garantía de los derechos humanos.
Por todas las razones antes mencionadas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO.- Se reforma el artículo 133 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

Artículo 133. Procederá la aclaración de los asientos ante la autoridad administrativa competente cuando la variación se refiera a cualquier supuesto diferente de los enumerados en el artículo precedente, de conformidad con lo previsto en la Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Procederá el reconocimiento de la identidad de género ante la Dirección Estatal del Registro Civil, cuando sea solicitado por la persona interesada mediante su consentimiento libre e informado. 
El procedimiento de aclaración  y de reconocimiento de la identidad de género se sujetarán a las disposiciones que establezca la Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.-  Se crea la Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
LEY DEL REGISTRO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

TÍTULO PRIMERO

OBJETO DE LA LEY

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. Esta Ley es de orden público y de observancia obligatoria en el régimen interno del Estado de Coahuila de Zaragoza. Su objeto consiste en reglamentar la organización y funcionamiento del Registro del Civil.
ARTÍCULO 2. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Acta: Documento que da fe pública del estado civil de las personas físicas, asentada por las o los Oficiales del Registro Civil.

II. Aclaración administrativa: Enmienda, variación, adición o reemplazo de algún dato o circunstancia que se consignó u omitió al practicar la inscripción de un acta del estado civil, por medio del procedimiento respectivo.

III. Anotación marginal o asiento: Asiento secundario puesto al margen, al calce o en su caso, al reverso de las actas del estado civil, que hacen referencia a una modificación, rectificación o aclaración en el acta que corresponda.

IV. Apéndice: Complemento que se integra con los documentos que sirven de base para la inscripción de un acta.

V. Constancia: Es el documento emitido por funcionarios del Registro Civil en el cual se da testimonio de un hecho o acto en materia registral, diferente de las actas del registro civil y de las copias certificadas. 

V. Copia Certificada: Extracto fiel de un acta, autenticada por la firma y sello del funcionario autorizado para ello, expedida en la forma autorizada o papel simple.

VI. Dirección: La Dirección del Registro Civil.

VII. Expediente: Instrumento integrado por uno o varios documentos de archivo, ordenados y relacionados por un mismo asunto, actividad o trámite.

VIII. Extranjero: Persona que no posee la calidad de mexicano de acuerdo al artículo 30 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

IX. Forma única: Documento aprobado por el Registro Nacional de Población que contiene medidas de seguridad y en el cual se imprimen los datos que corresponden a un acta o copia certificada del registro civil. 

X. Identidad de género: La convicción personal e interna, tal como cada persona se percibe así misma, la cual se puede corresponder o no, al sexo asignado en el acta de nacimiento.

XI. Ley: Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

XII. Ley para la Familia: Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

XIII. Oficial: Oficial del Registro Civil.

XIV. Oficialía Automatizada: Oficialía que cuenta con equipo de cómputo, internet y en su caso está interconectada a la Dirección.

XV. Oficialía no Automatizada: Oficialía que no cuenta con equipo de cómputo, internet y no está interconectada a la Dirección. Inscribe y expide los actos registrales mecanográficamente.

XVI. Papel simple: Hoja que contiene elementos de seguridad para verificar el contenido de la certificación, tendrá el mismo valor probatorio y jurídico que la forma única.

XVII. Rectificación administrativa: Referida a la corrección del nombre propio en los términos del capítulo correspondiente.  

XVIII Reglamento: Reglamento Interior del Registro Civil para el Estado de Coahuila.


XIX. Resolución: Decisión escrita por la que la Dirección resuelve en definitiva las cuestiones planteadas a petición de parte sobre aclaraciones administrativas.

XX. Solicitud: Formato que la o el interesado firma ante la autoridad responsable para plantear su requerimiento.

XXI. Unidad administrativa: Área adscrita a la Dirección con facultades y obligaciones establecidas en el Reglamento.

XXII. Usuario: Persona que recibe un servicio o trámite.

ARTÍCULO 3. De acuerdo al Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, si esta Ley usa el género masculino deberá ser interpretada en sentido igualitario para hombres y mujeres, entendiendo que adquieren toda clase de derechos y deberes jurídicos de forma igualitaria.

ARTÍCULO 4. El Registro Civil es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno que le estará jerárquicamente subordinado. Su función es de interés público. Su objeto consiste en hacer constar de manera auténtica, todos los actos y hechos relacionados con el estado civil de las personas físicas, mediante la intervención de personas dotadas de fe pública, denominadas Oficiales del Registro Civil, o en su caso, Oficiales del Registro Civil Adjuntos, a través de un sistema organizado de publicidad.
La coordinación, supervisión y evaluación del Registro Civil corresponderá a la Secretaría de Gobierno, por conducto de la Subsecretaría o unidad administrativa  que se señale en el Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno o conforme lo instruya el o la titular de la misma.

ARTÍCULO 5. El Registro Civil es público. Tendrán acceso a él todas las personas interesadas en conocer el contenido de las inscripciones existentes y de los documentos relacionados con las mismas, en tanto no se indique como reservada por ministerio de ley u orden judicial.
La Dirección promoverá ante la comunidad, a través de las campañas de difusión que estime convenientes, el registro y la trascendencia de la formalización de los actos o hechos jurídicos relativos al estado civil de las personas físicas.

También difundirá, por los medios idóneos, sobre la naturaleza de los servicios que presta, los procedimientos correspondientes y el monto de los derechos que deberán cubrirse por los mismos.

ARTÍCULO 6. La certificación será el medio de publicidad de las actas, asientos y documentos, que se encuentren en los archivos del Registro Civil. 

Las certificaciones podrán ser positivas o negativas. Serán positivas cuando reproduzcan literalmente o en extracto, un acta, asiento o documento, seguidas de una fórmula que determine la concordancia entre aquéllas y éstos. Serán negativas cuando, con base en los datos contenidos en los libros o en los índices, se limiten a indicar la inexistencia de un asiento o de un documento relativo a un hecho o acto determinado. 

En toda certificación se incluirá el lugar y la fecha de su emisión; el nombre y la firma de la o el servidor público que tiene encomendada la función de autenticar y el sello de la oficina correspondiente.

ARTÍCULO 7. Toda persona podrá solicitar y obtener a su costa copia certificada de las actas, asientos, documentos y apuntes relacionados con ellas, existentes en los libros, índices y apéndices correspondientes.

ARTÍCULO 8. Las copias certificadas y constancias deberán expedirse en las formas autorizadas.

Las copias certificadas y las certificaciones serán autenticadas por la Dirección, conforme lo determine la presente Ley y de acuerdo al sistema de asignación previsto en la misma, cuando se trate de actas, asientos, documentos o apuntes que obren en el Archivo General del Registro del Civil. En este caso, el sistema de asignación incluirá a quien ocupe la titularidad de la Dirección, de la Subdirección Jurídica, de la Oficialía Mayor, las y los Registradores y a quienes la Secretaría de Gobierno autorice por medio de acuerdo administrativo que se publique en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

La autenticación de los hechos y actos que hayan sido registrados en las Oficialías, se realizará por los propios encargados de las Oficialías,  titulares o adjuntos en su caso, y en cuyas Oficialías consten los hechos o actos registrados.

ARTÍCULO 9. La persona titular de la Dirección establecerá, mediante disposiciones de carácter general o particular, un sistema de asignación mediante el cual se ejercerá la función de autenticación. 

El sistema de asignación deberá, por lo menos, contemplar:

I. El turno en el que intervendrá el personal a quien, conforme el artículo que antecede, se le otorgue la facultad de autenticación. 

II. El período de tiempo durante el cual se ejercerá la atribución de autenticar. 

Sin perjuicio de lo anterior, la Dirección podrá variar el orden y el tiempo previamente establecido, a efecto de garantizar la continuidad, eficiencia y eficacia en el cumplimiento de la atribución correspondiente.

Para los efectos anteriores, la Dirección será responsable de realizar o, en su caso, vigilar la realización de los cambios respectivos en el sistema interior de autenticación, a efecto de que puedan ejercer tal función quienes ocupen las jefaturas de las unidades administrativas facultadas para ello.

ARTÍCULO 10. La certificación podrá autentificarse con firma autógrafa o por cualquier otro mecanismo que se desarrolle en virtud de las tecnologías de la información y comunicación.

Estos podrán ser firma electrónica, clave, código o cualquier otra forma de autentificar por medios electrónicos, la autorización del funcionario competente, según el sistema que implemente la Dirección. La Dirección, deberá utilizar mecanismos confiables para evitar la falsificación de documentos a través de los códigos, sellos digitales y demás medidas que se desarrollen.

Para efectos de firma electrónica y utilización de tecnologías de la información se estará a lo que disponga la Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás relativas.

ARTÍCULO 11. La facultad para autenticar las copias certificadas y/o las certificaciones, corresponderá de manera exclusiva a quienes esta Ley les otorgue dicha facultad, la cual no podrán delegar en persona alguna.

ARTÍCULO 12. Las copias certificadas y las certificaciones emitidas por las y los servidores públicos facultados para ello conforme a esta Ley, y que sean autenticadas a través de firma electrónica, clave, código o cualquier otra forma de autenticar por medios electrónicos, tendrán el mismo valor jurídico y probatorio que las suscritas en forma autógrafa.

ARTÍCULO 13. El estado civil de las personas sólo se comprueba con las constancias relativas al Registro Civil,  salvo lo dispuesto en los artículos 37, 76, 80, 337 y 338 de la Ley para la Familia.

Las copias certificadas y las certificaciones tendrán el carácter de documentos públicos. Cuando la certificación no apareciere conforme al acta a que se refiere, se estará a lo que de ésta resulte, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda.

ARTÍCULO 14. Para establecer el estado civil adquirido fuera del territorio del Estado, pero dentro de la República Mexicana, se observará lo dispuesto en la fracción IV del artículo 121 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTÍCULO 15. Para establecer el estado civil adquirido fuera de la República Mexicana, se observará lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley para la Familia, en el Título Tercero, Capítulo Décimo de esta Ley y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 16. Las y los Oficiales que intervengan, en el ámbito de su competencia, en actos o hechos del estado civil o familiar de extranjeros, no podrán negarles, independientemente de su situación migratoria, la autorización de los actos del estado civil ni la expedición de actas relativos al nacimiento, reconocimiento de hijos e hijas, matrimonio, divorcio , defunción, pacto civil de solidaridad y su terminación, sin establecer mayores restricciones que las señaladas de manera general para los mexicanos.

ARTÍCULO 17. Ante cualquier acto u hecho no contemplado en la presente Ley, en el que el respeto, protección y garantía de los derechos humanos se vulneren, se aplicará por el Registro Civil, cualquier mecanismo que, de acuerdo a la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y los tratados internacionales, tienda a garantizar el goce y ejercicio de estos derechos, previo acuerdo dictado por la persona titular del Poder Ejecutivo o en su caso, por la persona titular de la Secretaría de Gobierno y, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TÍTULO SEGUNDO

LA ORGANIZACIÓN Y EL FUNCIONAMIENTO

DEL REGISTRO DEL CIVIL

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 18. El Registro Civil contará con una Dirección, a la que corresponderá la organización, dirección, vigilancia y administración de las oficinas del Registro Civil y de las unidades administrativas adscritas a ella. Dicha Dirección también estará a cargo de la coordinación, vigilancia, control y supervisión de las Oficialías. 

La Dirección tendrá su sede en la capital del Estado.

ARTÍCULO 19. Quien ocupe el cargo de titular de la Dirección deberá ejercer las atribuciones que le otorguen esta Ley u otras disposiciones aplicables. En el desempeño de las funciones, se podrá auxiliar de quienes ocupen las jefaturas de las unidades administrativas que se determinen en el Reglamento.

Además contará con las atribuciones de un Oficial, quedando facultado para dar fe pública de los hechos y actos jurídicos vinculados al estado civil de las personas físicas.

ARTÍCULO 20. Las atribuciones que correspondan a cada unidad administrativa, así como las facultades y obligaciones de quienes ocupen las jefaturas de las mismas, se determinarán en el  Reglamento.

Las Unidades Administrativas contarán con el número de empleados que determine el correspondiente Presupuesto de Egresos en el Estado. 

ARTÍCULO 21. El Registro Civil estará integrado por las Oficialías que se requieran según el número de habitantes por municipio o localidad, o bien según su extensión territorial.

El acuerdo de la persona titular del Ejecutivo del Estado que contenga la determinación del número de la Oficialía y su respectiva competencia territorial, deberá ser publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO 22. La Dirección supervisará y vigilará que sean realizados, en los términos de las disposiciones aplicables, los registros cuyos derechos hubieren sido objeto de estímulos o subsidios fiscales mediante resolución de carácter general emitida por el titular del Ejecutivo del Estado o por la Secretaría competente, así como de aquellos cuyos derechos exima de pago en atención a los programas de asistencia social y demás que se implementen por las instancias competentes en beneficio de los grupos o sectores más vulnerables en la entidad y de aquellos que implemente la propia Dirección.  

TÍTULO TERCERO

LOS LIBROS Y LAS ACTAS DEL REGISTRO DEL CIVIL

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 23. Las actas del Registro Civil se recopilarán en ocho libros que se llevarán por triplicado o cuadruplicado, según se trate de Oficialía Automatizada o no Automatizada respectivamente. Las actas respectivas podrán constar por escrito o en medios magnéticos o electrónicos. En ellas se estampará la firma autógrafa, facsímil o electrónica.

Los libros deberán contener: 

I. El primero, actas de nacimiento. 

II. El segundo, actas de reconocimiento. 

III. El tercero, actas de tutela, así como las inscripciones de las que declaren la necesidad de asistencia y representación para administrar bienes. 

IV. El cuarto, actas de matrimonio. 

V. El quinto, actas de divorcio. 

VI. El sexto, actas de defunción e inscripción de las ejecutorias que declaren la ausencia o la presunción de muerte. 

VII. El séptimo, actas del pacto civil de solidaridad. 

VIII. El octavo, actas de terminación de los pactos civiles de solidaridad.

ARTÍCULO 24. Toda acta deberá inscribirse en el número de ejemplares que correspondan al registro y en ellos, deberán constar las firmas autógrafas, facsimilares o electrónicas de la o el Oficial y de quienes comparecen, cuando así corresponda.

ARTÍCULO 25. Las actas del Registro Civil sólo se inscribirán en las formas siguientes: nacimiento, reconocimiento de hijos e hijas, matrimonio, defunción, divorcio, registro de pacto civil de solidaridad y terminación del mismo, inscripción de las sentencias ejecutoriadas que declaren la ausencia, la presunción de muerte, la tutela, las que declaren la necesidad de asistencia y representación para administrar bienes.

En caso de adopción plena sólo se inscribirá acta de nacimiento. 

ARTÍCULO 26. Las y los Oficiales deberán llenar las actas autorizadas con los datos exigidos por la Ley para la Familia, esta Ley u otras disposiciones aplicables, cubriendo con rayas horizontales los espacios sobrantes.

ARTÍCULO 27. Ninguna autoridad podrá ordenar, cualquiera que sea su categoría y/o competencia, que se extraigan de las oficinas del Registro Civil los libros, apéndices y demás documentos que le pertenezcan y obren bajo su responsabilidad. Se exceptúan de esta regla a la persona titular del Ejecutivo del Estado, de la Secretaría de Gobierno, de la Dirección o por mandato de autoridad judicial competente. 

Las y los Oficiales, salvo las excepciones a que se refiere el párrafo que antecede, no obedecerán las órdenes que se libren para tal efecto, debiendo únicamente remitir bajo su estricta responsabilidad los apéndices y demás documentos al taller en donde deban ser encuadernados y otorgar copia cuando se les solicite por autoridad competente.

ARTÍCULO 28. Además de los ocho libros a que se refiere el artículo 23 de esta Ley, las y los Oficiales formarán los apéndices que sean necesarios, con los apuntes y documentos que presenten los interesados y con la constancia del pago de los derechos correspondientes, foliándose progresivamente y anotando en cada apéndice el número del acta respectiva y el sello de la Oficialía.

ARTÍCULO 29. En toda acta del Registro Civil se hará constar la fecha de registro, que comprende el año, mes, día y, en su caso, hora en que se presenten los interesados. Se tomará razón detallada de los documentos que se exhiban y se asentarán los nombres, la edad, la profesión, el domicilio y la nacionalidad de los que en ellas sean mencionados en cuanto fuere posible. Deberán contener además la Clave de Registro e Identificación Personal.

Las Oficialías autorizadas para emitir la Clave Única de Registro de Población, deberán invariablemente insertar la clave en las copias certificadas de nacimiento.

ARTÍCULO 30. En las actas del Registro Civil no podrá asentarse, ni por vía de nota o advertencia, anotación distinta de lo que deba ser declarado para el acto preciso a que ellas se refieren y lo que esté expresamente prevenido en esta Ley y la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 31. Los libros del Registro Civil se formarán anualmente con los ejemplares que correspondan a cada registro, y no deberán superar doscientas hojas por cada tomo. Las formas únicas en que consten las actas deberán contener el número de folio, estar selladas y firmadas por las o los Oficiales. 

ARTÍCULO 32. Dentro de los cinco días siguientes a que concluya el mes cada Oficial remitirá a la Dirección los ejemplares que correspondan al Archivo General, mismos que deberán ir debidamente sellados y firmados.

ARTÍCULO 33. Las Oficialías no Automatizadas conservarán la información que correspondan al Instituto Nacional de Estadística y Geografía, a fin de que se recaben por ella. Las Oficialías Automatizadas permitirán cuando se requiera por esta dependencia federal, la entrega de la información que les corresponda.

ARTÍCULO 34. Los registros de nacimiento y defunción que se realicen fuera del plazo, conforme lo dispuesto por la Ley para la Familia y demás disposiciones aplicables, sólo se efectuarán mediante la presentación del certificado de inexistencia, además de los requisitos que le sirvan de sustento de acuerdo a lo que determine la presente Ley.

ARTÍCULO 35. Las personas que intervengan como testigos en el asentamiento de las actas del Registro Civil deberán demostrar por medio de documentos oficiales, ser mayores de edad. Los testigos serán en el número que, para cada acto o hecho del Registro Civil, determine la Ley para la Familia. Se preferirá a aquéllos que designen los comparecientes, aun cuando sean parientes de los mismos.

ARTÍCULO 36. Asentado el hecho o acto y extendida el acta, ésta será leída a las y los interesados por la o el Oficial. El acta deberá ser firmada por quienes comparecen y si alguno no puede o no sabe firmar, lo hará otra persona a su ruego y se imprimirá la huella digital de quien no firmó. También se hará constar que el acta fue leída y que quienes comparecen quedaron conformes con su contenido.

ARTÍCULO 37. Si alguna de las personas interesadas, quisiere imponerse por sí mismo del tenor del acta, quedará facultado para hacerlo y si no pudiere leer, la persona que designe de entre las y los presentes, la leerá a su ruego.

ARTÍCULO 38. Si un acto comenzado se entorpeciere por cualquier motivo, la o el Oficial inutilizará el acta marcándola con dos líneas transversales, debiéndose expresar la causa que suspendió el acto. En estos casos, la o el Oficial deberá firmar el acta y, en su caso, quienes comparecen al acto. En caso de negativa de éstos, se asentará la causa de la misma.

ARTÍCULO 39. En todo asentamiento se observarán las prevenciones siguientes: 

I. Las actas constarán en idioma español. Se numerarán ordinariamente, valiéndose de números arábigos, utilizando al efecto cinco dígitos.

II. Las fechas de registro se anotarán con números arábigos utilizando dos dígitos, tanto para el mes como para el día, de igual manera se procederá con la hora. En el caso de los años, éstos se anotarán completos con cuatro dígitos. Las fechas de nacimiento y defunción se anotarán con números arábigos utilizando dos dígitos para el día, los años se anotarán completos con cuatro dígitos y el mes con letra.

III. En ningún caso se emplearán abreviaturas. 

IV. No se harán raspaduras, ni se permitirá borrar lo escrito. Cuando sea necesario testar alguna palabra o frase, se pasará por ella una línea delgada de manera tal que pueda leerse lo escrito. Antes de autorizar el acta se salvará con toda claridad lo entrerrenglonado y testado con la leyenda “lo testado no vale, lo correcto es…”.

En el supuesto previsto por el artículo 350 de la Ley para la Familia, la testadura se hará por completo, de modo que las palabras o frases correspondientes queden absolutamente ilegibles, advirtiéndose al final que “lo testado no vale”.

ARTÍCULO 40. En toda inscripción de sentencias se observará lo siguiente, se transcribirán a renglón seguido: Tribunal que la dictó, número de expediente y  tipo de procedimiento, los puntos resolutivos de la sentencia y la fecha de ejecutoria de ésta.     

La o el Oficial efectuará la anotación marginal en el acta que corresponda.

Artículo 41.  Los indígenas y sordomudos, para la inscripción de los actos y hechos del estado civil de las personas físicas, tendrán derecho a un intérprete en su lengua o lenguaje de comunicación, que podrá ser elegido o presentado por ellos mismos, siempre y cuando se cumplan con los requisitos que marca la Ley para la inscripción del acto de que se trate.

La o el Oficial podrá proponer las o los interesados la autoridad federal o local competente en la materia.

CAPÍTULO SEGUNDO

LOS LIBROS DE LAS ACTAS DE NACIMIENTO

Y DE RECONOCIMIENTO DE HIJOS

SECCIÓN ÚNICA

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 42. El registro de nacimiento deberá efectuarse dentro de los sesenta días de ocurrido.

Quienes sean Oficiales deberán registrar toda solicitud de nacimiento que se le presente, previo cumplimiento de los requisitos.

La primera copia certificada del acta de nacimiento se expedirá en forma ágil y de manera gratuita.

ARTÍCULO 43. Para efectuar un registro de nacimiento, se deben cumplir con los requisitos siguientes:

I. Comparecencia de los padres, en caso de que no puedan acudir se estará a lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley para la Familia.

II. Presentar el certificado de nacimiento del menor emitido por la institución de salud en la que el mismo hubiere nacido.

En caso de que el alumbramiento se hubiere presentado en un lugar diferente a una institución de salud, deberá procederse conforme a lo establecido por el artículo 57 de la Ley Para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

 lll. Acta de nacimiento de los padres si no están casados, o en su caso,  acta de matrimonio de los mismos. 

IV. Identificación oficial de padres y/o madres y testigos.

Si por algún motivo los padres y/o madres no pudieran presentar los requisitos  contenidos en la fracción III, la autoridad administrativa actuará conforme a lo establecido por el artículo 59bis de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

El nombre de la madre invariablemente se tomará del certificado de nacimiento correspondiente.

Si después de registrado el nacimiento fuere emitida un resolución judicial mediante la cual se determine la paternidad o maternidad, la o el Oficial procederá a realizar las anotaciones que correspondan en las actas respectivas, conforme a dicha resolución.

Respecto al registro provisional que ordene inscribir la autoridad competente, se seguirá lo establecido en el artículo 65 de la Ley para la Familia. 

ARTÍCULO 44. En toda acta de nacimiento se asentará la huella digital del pulgar de la mano derecha del niño o niña a registrar, a falta de éste se estampará el del pulgar de la mano izquierda, a falta de éstos se anotará la leyenda “no se estampa huella por causa justificada”. La misma obligación tendrán los mayores de 18 años que registren su nacimiento en forma extemporánea.

ARTÍCULO 45. Sólo en casos de extrema necesidad debidamente justificada a juicio de la persona titular de la Dirección, las y los Oficiales estarán obligados a acudir al lugar en donde el recién nacido se encuentre, para el efecto de levantar el acta correspondiente.

ARTÍCULO 46. De acuerdo con el artículo 59 de la Ley para la Familia, antes de asentar el acta de nacimiento de un hijo habido dentro del matrimonio, las y los Oficiales deberán cerciorarse de que los comparecientes que manifiestan ser los padres están casados entre sí, mediante la exhibición de la copia certificada del acta de matrimonio, cuando no estén casados en la Oficialía en que se efectuará el registro de nacimiento o, mediante la compulsa del libro correspondiente, en el caso de que el matrimonio se haya efectuado en la misma Oficialía en que se registra el nacimiento.

ARTÍCULO 47. No se expresará en el acta correspondiente que el hijo o la hija es natural, adulterino o incestuoso, en los casos a que se refieren los artículos 62 y 73 de la Ley para la Familia, ni ninguna otra que califique a la o el registrado. Tampoco se expresará que su filiación fue decretada mediante resolución firme dictada por la autoridad judicial competente, en los casos a que se refiere el artículo 365 del citado ordenamiento.

ARTÍCULO 48. En el caso de una niña o niño expósito, a que se refiere el artículo 65 de la Ley para la Familia, la o el Oficial, inscribirá el registro provisional y/o definitivo de nacimiento, según corresponda, en los términos que señala la Ley de la Familia.

ARTÍCULO 49. Para la expedición de las actas que la o el Oficial del Registro Civil levante en estos casos, deberá sujetarse a lo establecido en los artículos  65 y 67 de la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 50. En los casos de adopción plena, se cancelará el acta de nacimiento del adoptado y, en su lugar, se levantará acta de nacimiento que contendrá los datos de la o el adoptado, de las madres o los padres adoptivos y de las y los ascendientes de éstos, así como de quienes figuren como testigos de ese acto, conservando la fecha de registro original del adoptado. A partir del levantamiento del acta de nacimiento, no se publicará ni se expedirá ninguna otra que revele el origen del adoptado ni su condición de tal, se identificará como reservada por ministerio de ley, observándose, en todo caso, lo previsto en el artículo 81 de la Ley para la Familia. En la base de datos se hará la reserva del acta primigenia a efecto de evitar su expedición.

ARTÍCULO 51. Si al dar aviso de un nacimiento se comunicara también la muerte del recién nacido, se extenderán dos actas, una de nacimiento y otra de defunción. En estos casos las actas se levantarán hasta antes de que trascurran seis meses de ocurrida la defunción del recién nacido, sin necesidad de obtener el certificado de inexistencia que corresponda en los términos de la presente Ley y de la Ley para la Familia. 

Concluido el plazo antes señalado se deberá solicitar la expedición de los certificados de inexistencia correspondientes.

ARTÍCULO 52. Si después de registrado el nacimiento, el padre, la madre o ambos pretendieren el reconocimiento de un hijo nacido fuera de matrimonio, aquéllos deberán satisfacer los requisitos exigidos por el artículo 74 de la Ley para la Familia.

La o el Oficial deberá orientar a las y los interesados respecto de los requisitos que deberán cubrir para que se realice el reconocimiento.

Respecto al orden de los apellidos, se estará a lo que disponen los artículos 18, 20, 21 y 23 de la Ley en mención. 

ARTÍCULO 53. Si el reconocimiento se hiciere en oficina distinta de aquella en la que se levantó el acta de nacimiento, la o el Oficial que autorice el acta de reconocimiento, informará a las personas interesadas que deberán presentar el asentamiento a la Oficialía donde se efectuó el registro de nacimiento y a la Dirección, a efecto de que se realice por ambos la anotación en el acta respectiva.

ARTÍCULO 54. En el caso de partos múltiples la o el Oficial asentará un acta por cada uno, teniendo en cuenta el orden del nacimiento según se desprenda del certificado de nacimiento.

ARTICULO 55. Si el nacimiento ocurre dentro de una institución penitenciaria se señalará como domicilio el del padre, o en su defecto, el que tenía la madre antes de su detención.

CAPÍTULO TERCERO

LOS LIBROS DE LAS ACTAS DE TUTELA

ARTÍCULO 56. Las actas de tutela se asentarán con arreglo a lo dispuesto en el Título Tercero, Capítulo Quinto de la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 57. Una vez asentada la inscripción del auto de discernimiento que declare la tutela, se procederá a efectuar la anotación en el acta de nacimiento del sujeto a tutela, observándose lo dispuesto en el artículo 53 de esta Ley.

ARTÍCULO 58. Cuando un juez resuelva que una tutela queda sin efectos por haber desaparecido la causa que le dio origen; o bien, porque el sujeto a ella, entró a la patria potestad por reconocimiento o adopción, deberá remitir previo pago de los derechos correspondientes y dentro de los tres días hábiles siguientes, copias certificadas de su resolución a la Oficialía que corresponda y a la Dirección, para que se proceda a cancelar el acta de tutela y la anotación marginal a que se refiere el artículo que antecede.

CAPÍTULO CUARTO

EL LIBRO DE LAS ACTAS DE MATRIMONIO

ARTÍCULO 59. La celebración del matrimonio se sujetará a las formalidades y solemnidades que establece la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 60. Toda persona que pretenda contraer matrimonio, deberá tener 18 años de edad y satisfacer lo previsto en el artículo 87 de la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 61. Las y los Oficiales proporcionarán a quienes pretendan contraer matrimonio, las formas de solicitudes de matrimonio, sin perjuicio de la libertad que tienen de formular este documento de manera distinta y de acuerdo con sus circunstancias particulares.

ARTÍCULO 62. Los extranjeros que pretendan contraer matrimonio en la entidad, deberán cumplir con los requisitos señalados para la celebración del matrimonio, respetando lo que establece el artículo 16 de la presente Ley. Como requisito original deberán presentar su acta de nacimiento, apostillada o legalizada y traducida al español, por perito traductor certificado.

ARTÍCULO 63. Si el matrimonio se pretende contraer bajo el régimen de sociedad conyugal, se deberán presentar las capitulaciones matrimoniales, las cuales deberán constar en escritura pública en el supuesto del artículo 182 de la Ley para la Familia, y se acompañará testimonio de ésta. 

Si el matrimonio se desea celebrar bajo el régimen de sociedad conyugal, pero no se presentan las capitulaciones matrimoniales, el mismo, por disposición de ley, se entenderá celebrado bajo el régimen de separación de bienes.

ARTÍCULO 64. Si quien pretende contraer matrimonio hubiere estado bajo tutela por encontrarse bajo los supuestos a que se refiere  el artículo 12 de la Ley para la Familia, se deberá acompañar a la solicitud, la resolución del juicio que haya declarado la cesación de la tutela por haber desaparecido la causa que la motivó.

La simple apariencia que suponga una deficiencia en las funciones o estructuras corporales, no es determinante para limitar el derecho a contraer matrimonio. En todos los casos el o la Oficial estará a lo que dispone el artículo 86 y demás relativos de la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 65. La o el Oficial tendrá la obligación de anotar en las actas de nacimiento de los contrayentes, la razón de que han contraído matrimonio. Si el nacimiento se hubiera asentado en una oficina distinta a aquélla en que se levantó el acta de matrimonio, la o el Oficial que autorizó el mismo, indicará a los contrayentes que deben presentar copia del acta relativa a la Oficialía donde se registró el nacimiento y a la Dirección para que se realice por ambos la anotación marginal, previo el pago de los derechos que correspondan.

ARTÍCULO 66. En caso de que se declare la nulidad del matrimonio, la autoridad judicial competente, remitirá la sentencia a la o el Oficial y a la Dirección, quienes tendrán la obligación de hacer la anotación correspondiente en el acta de matrimonio y nacimiento de los contrayentes, en su caso, y previo el pago de los derechos correspondientes.

CAPÍTULO QUINTO

EL LIBRO DE LAS ACTAS DE DIVORCIO

ARTÍCULO 67. Las actas de divorcio se levantarán de acuerdo con las disposiciones relativas al Título Tercero, Capítulo Séptimo de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza

ARTÍCULO 68. De acuerdo con el artículo 103 de la Ley para la Familia, la autoridad judicial que decrete un divorcio, deberá remitir inmediatamente a la Dirección y a la Oficialía que corresponda, copias certificadas de la sentencia que decrete el divorcio y los datos de identificación de las actas de nacimiento y de matrimonio de los divorciados, a efecto de que se levante por la o el Oficial el acta respectiva dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la sentencia y, por ambos, se efectúe la marginación correspondiente, previo el pago de los derechos que correspondan.

ARTÍCULO 69. La autoridad judicial que resuelva que un divorcio queda sin efectos, deberá remitir copia certificada de su resolución a la o el Oficial que corresponda y a la Dirección en los términos del artículo anterior, para que se proceda a cancelar el acta de divorcio y las anotaciones marginales que conciernan, previo el pago de los derechos correspondientes. La o el Oficial que levante el acta de divorcio deberá requerir de las o los interesados la Clave Única de Registro de Población.

ARTÍCULO 70. El divorcio administrativo debe promoverse ante la o el Oficial que celebró el matrimonio, y se deberá presentar los siguientes requisitos:

I. Solicitud por escrito.

II. Copia certificada actualizada del acta de matrimonio.

III. Copia certificada del acta de nacimiento de los interesados.

IV. Análisis de laboratorio que descarten el estado de embarazo.

V. Identificaciones con fotografía.

VI. Acta de nacimiento de hijos.

VII. Documento que acredite la liquidación de la sociedad conyugal, ante notario o juez competente.

VIII. Clave Única de Registro de Población.

ARTÍCULO 71. La copia certificada de la sentencia a que se refieren los artículos 68 y 69 de esta Ley y los demás documentos relativos, pasarán a formar parte del apéndice que corresponda.

CAPÍTULO SEXTO

EL LIBRO DE LAS ACTAS DE DEFUNCIÓN

ARTÍCULO 72. Las actas de defunción se asentarán de conformidad con las disposiciones del Título Tercero, Capítulo Octavo de la Ley para la Familia.

Las inscripciones deberán realizarse dentro de los sesenta días de ocurrido el deceso. 

Tratándose de un registro fuera del plazo al que se refiere el párrafo que antecede, se deberá acompañar el certificado de inexistencia que corresponda.

ARTÍCULO 73. No se podrá realizar ninguna inhumación o cremación sin autorización por escrito que otorgue la o el Oficial, quien deberá exigir la presentación del certificado de defunción correspondiente emitido por médico legalmente autorizado para ello. Tampoco podrá procederse a la inhumación sino hasta después de que transcurran veinticuatro horas del fallecimiento, excepto en los casos en que se ordene lo contrario por autoridad competente.

ARTÍCULO 74. Para tener por comprobado el fallecimiento de una persona, la o el Oficial exigirá que se le presente sin alteración alguna, el certificado médico de defunción, en el que consten las generales que se conocieren del difunto, el lugar o domicilio en que haya ocurrido el deceso, la hora del fallecimiento y las causas de éste. Además deberá contener nombre, firma y número de cédula profesional del médico que emite el certificado, así como el sello de la institución médica que corresponda, número de certificado y fecha de expedición y acompañarse de los siguientes documentos:                                    

I. Acta de nacimiento del finado.

II. Acta de matrimonio del finado, en su caso.

III. Identificación de la o el declarante y de testigos.

IV. Copia certificada de la sentencia si se declara la defunción por la autoridad judicial competente.

V. Clave Única de Registro de Población.

ARTÍCULO 75. En el acta de defunción se asentarán los datos que la o el Oficial adquiera del certificado médico. El acta de defunción será firmada por la o el declarante y dos testigos de identidad del fallecido. Para tal efecto, se consideran testigos preferentes de identidad del fallecido, sus parientes, si los hay o, en su defecto, sus vecinos.

ARTÍCULO 76. Cuando por circunstancias especiales así valoradas por la o el Oficial, no pueda presentarse el certificado médico de defunción, orientará a quien pretenda la inscripción, dirigirse a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, o cualquier otro de la localidad con cargo o sin cargo oficial o, en último caso, los prácticos, a fin de que se expida gratuitamente el certificado médico de defunción correspondiente.

ARTÍCULO 77.  Cuando el Ministerio Público averigüe un fallecimiento, dará parte a la o el Oficial para que asiente el acta respectiva, extendiendo al efecto el certificado médico que corresponda con los datos que la o el médico legista asiente en el certificado. Si se ignore el nombre del difunto se asentarán las señas de la o el finado, las de los vestidos y objetos que con él se hubieren encontrado y, en general, todo lo que pueda conducir a identificar a la persona.

La o el Oficial asentará en el espacio correspondiente a anotaciones, que se inscribe a petición del Ministerio Público, anotando número de oficio, fecha y lugar y en su caso, si es información reservada.

Siempre que se adquieran mayores datos, se comunicarán a la o el Oficial para que los anote en el acta correspondiente.

ARTÍCULO 78. En los casos de inundación, terremoto, naufragio, incendio o cualquier otro siniestro, desastre, catástrofe y/o calamidad pública en que no sea fácil y/o posible reconocer el cadáver, se formará el acta con los datos que ministren las autoridades competentes, expresando, en cuanto fuere posible, las señas del mismo y de los vestidos u objetos que con él se hayan encontrado. 

ARTÍCULO 79. En las actas de nacimiento y, en su caso, en las de matrimonio se anotarán, por la o el Oficial y la propia Dirección, los datos relativos a la identificación del acta de defunción, previo el pago de los derechos correspondientes, por lo que quien pretenda asentar la defunción deberá presentar copia certificada de esta a fin de que se efectúen las anotaciones marginales señaladas en los asientos correspondientes.

ARTÍCULO 80. La Dirección y las y los Oficiales deberán facilitar a la autoridad competente en materia electoral la información que corresponda a las defunciones registradas, a fin de coadyuvar en las funciones que a ella correspondan conforme a la legislación aplicable.

ARTÍCULO 81. Cuando deba inhumarse un cuerpo en un lugar distinto al del fallecimiento, la o el Oficial del lugar, únicamente expedirá la orden de inhumación correspondiente y al efecto requerirá copia certificada del acta de defunción.   

ARTÍCULO 82. Si en el lugar donde ocurrió el fallecimiento no hay Oficial, el acta se asentara por la o el Oficial más próximo.

ARTÍCULO 83. Cuando de una exhumación se desprenda que la causa de la muerte es distinta a la asentada en el acta de defunción, la autoridad judicial competente comunicará por vía oficial a la Dirección y Oficialía correspondiente esta información, a fin de que se efectúe la anotación en el acta de defunción.

CAPÍTULO SÉPTIMO

LAS ACTAS QUE DECLAREN LA AUSENCIA, LA PRESUNCIÓN

DE MUERTE O LA NECESIDAD DE ASISTENCIA O REPRESENTACIÓN PARA ADMINISTRAR BIENES

ARTÍCULO 84. Las y los Oficiales, así como la Dirección, al recibir de la autoridad judicial copia certificada de la ejecutoria que declare la necesidad de asistencia o representación para administrar bienes o la que declare la ausencia o la presunción de muerte, en los términos de la Ley para la Familia, tendrán la obligación de levantar el acta en el formato de inscripción que corresponda  insertando en el mismo la parte resolutiva de la sentencia judicial que se comunica, efectuando además, la anotación marginal respectiva en el acta de nacimiento a que pertenezca, previo pago de los derechos correspondientes.

También deberá requerir de las o los interesados la Clave Única de Registro de Población de la persona a que se refiera la inscripción.

ARTÍCULO 85. Cuando cese la necesidad de asistencia o representación para administrar bienes o se presente la persona declarada ausente o cuya muerte se presumía, la autoridad que corresponda, dará aviso a la Oficialía y a la Dirección, para que se cancele el acta relativa y la anotación que se hubiere hecho en el acta de nacimiento respectiva.

CAPÍTULO OCTAVO

EL LIBRO DE LAS ACTAS DE INSCRIPCIÓN DE LOS PACTOS CIVILES DE SOLIDARIDAD

ARTÍCULO 86. La celebración del pacto civil de solidaridad se sujetará a las formalidades y solemnidades que establece la Ley para la Familia en su Título Cuarto, Capítulo Décimo Segundo y demás relativos.

ARTÍCULO 87. Las y los Oficiales proporcionarán a quienes pretendan contraer pactos civiles de solidaridad, las formas de solicitudes de pacto civil, sin perjuicio de la libertad que tienen los interesados de formular este documento de manera distinta y de acuerdo con sus circunstancias particulares.

ARTÍCULO 88. Para la celebración del pacto civil de solidaridad las y los interesados deberán acompañar a la solicitud los siguientes documentos:

I. Copia certificada del acta de nacimiento de las o los solicitantes.

II. Exámenes de laboratorio. 

III. Capitulaciones en su caso. 

IV. Identificaciones de solicitantes y testigos. 

V. Acta de divorcio o defunción de relación anterior, o sentencia que declare la nulidad de matrimonio anterior o pacto civil de solidaridad o unión de hecho.

VI. Clave Única de Registro de Población.

Todos estos documentos formarán parte del apéndice correspondiente.

ARTÍCULO 89. Si alguno de las y los solicitantes hubiere estado bajo tutela por encontrarse en los supuestos a que se refiere  el artículo 12 de la Ley para la Familia, se deberá acompañar a la solicitud, la resolución del juicio que haya declarado la cesación de la tutela por haber desaparecido la causa que la motivó.

ARTÍCULO 90. La o el Oficial tendrá la obligación de anotar en las actas de nacimiento de los contratantes, la razón de que han celebrado pacto civil de solidaridad. Si el nacimiento se hubiera asentado en una oficina distinta a aquélla en que se levantó el acta de pacto civil de solidaridad, la o el Oficial que autoriza el mismo, exhortará a las y los interesados a presentar copia del acta respectiva a la Oficialía en que se haya registrado el nacimiento y a la Dirección, para que ambos realicen la anotación marginal respectiva, previo el pago de los derechos correspondientes.

Artículo 91. En caso de que se declare la nulidad del pacto civil de solidaridad, la o el Oficial tendrá la obligación de hacer la anotación correspondiente en las actas de pacto civil de solidaridad que correspondan.

CAPÍTULO NOVENO

EL LIBRO DE LAS TERMINACIONES DE LOS PACTOS CIVILES DE SOLIDARIDAD

ARTÍCULO 92. Las actas de terminación de pactos civiles de solidaridad se levantarán de acuerdo con las disposiciones relativas a la Ley para la Familia, en su Título Cuarto, Capítulo Décimo Sexto.

ARTÍCULO 93. La o el Oficial que conozca de una terminación de pacto civil de solidaridad, deberá requerir a las partes interesadas:

I. Copia certificada de sus actas de nacimiento.

II. Copia certificada del pacto civil de solidaridad.

III. Clave Única de Registro de Población de las o los interesados.

IV. Documento que acredite la liquidación de la sociedad solidaria.

V. Documento que acredite el aviso indubitable a que se refiere el artículo 262 fracción II de la Ley para la Familia.

VI. Copia certificada del acta de defunción del compañero civil.

Todos estos documentos formarán parte del apéndice correspondiente.

Decretado el mismo, la o el Oficial que corresponda remitirá a la Dirección copia certificada de los datos de identificación de las actas de nacimiento y pacto civil solidaridad, para que se proceda a realizar las anotaciones marginales en las actas correspondientes de quienes fueron compañeros civiles.

Si las actas de nacimiento o la de pacto civil de solidaridad se encuentran en otra Oficialía se procederá de acuerdo al artículo 91 de esta Ley para que se realicen las anotaciones marginales que procedan, observándose en primera instancia lo dispuesto en el artículo 263 de la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 94.  En el acta de terminación de pacto civil de solidaridad expresará:

I. El nombre y apellidos de las o los interesados.

II. Edad, sexo, domicilio y nacionalidad. 

III. La Clave Única del Registro de Población de las o los interesados.

IV. Los nombres de dos testigos de asistencia.

V. La fecha y lugar en que se celebró el pacto civil de solidaridad.

VI. Los demás datos que especifique la forma respectiva de su terminación.

CAPÍTULO  DÉCIMO

DE LAS  INSCRIPCIONES DE ACTAS CON SITUACIÓN DE EXTRANJERÍA

ARTÍCULO 95. Las actas con situación de extranjería se inscribirán de conformidad con lo que determine la Ley para la Familia y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 96. Las inscripciones se harán en la formas únicas autorizadas, en el caso de registro de nacimiento podrán extenderse como copia certificada tal como se transcribió la inserción, a excepción de las certificación que se emitan mediante procedimiento seguido como aclaración administrativa a fin de agregar el segundo apellido del registrado.

Para la inscripción de actas de nacimiento, matrimonio o defunción ante las y los Oficiales, se presentarán los siguientes documentos:

I. Solicitud por escrito firmada por quien se presenta a realizar la inserción. En las inscripciones de actas de defunción deberá presentarse por un familiar directo.

II. Identificación oficial con fotografía del solicitante.

III. Acta extranjera debidamente legalizada o apostillada por la autoridad competente, en original.

IV. Si el acta se encuentra en idioma distinto al español, deberá presentarse la traducción original correspondiente, por perito traductor inscrito ante el Tribunal Superior de Justicia.

V. Para la inserción de un acta de nacimiento, deberá presentarse copia certificada del acta de nacimiento del padre o la madre que acredite la nacionalidad mexicana. 

VI. Para la inserción de acta de matrimonio, copia certificada del acta de nacimiento de la o el contrayente que demuestre la nacionalidad mexicana.

VII. Para la inserción del acta de defunción extranjera, se requerirá copia certificada del acta de nacimiento del finado que compruebe la nacionalidad mexicana.

VIII. Clave Única de Registro de Población.

Todos estos documentos integrarán el apéndice correspondiente.

Las inscripciones de acta extranjera deberán contener la Clave Única de Registro de Población de la o las persona a que se refiera el acta.

La trascripción de las actas con situación de extranjería se hará a renglón seguido.

ARTÍCULO 97. Las inscripciones se insertarán en el libro que corresponda de acuerdo al acto o hecho a que hagan referencia, respetando la secuencia del número de acta.  

ARTÍCULO 98. Tratándose de sentencias de adopción o divorcio dictadas en el extranjero y que deban cumplimentarse en el estado, la sentencia correspondiente deberá remitirse vía exhorto al juzgado que sea competente, quien una vez que sea revisada, remitirá el trámite mediante oficio a la Dirección y a la o el Oficial que corresponda a fin de cumplir con los puntos resolutivos de la sentencia.    

ARTÍCULO 99.  Las actas del registro civil asentadas ante los Consulados de México en el exterior, no requieren de posterior inserción ante las Oficialías en la entidad.

TÍTULO CUARTO

DEL USO DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 100. Siempre que sea factible de acuerdo a las plataformas tecnológicas, bases y sistemas propios del Registro Civil, podrá promoverse por medios electrónicos, por persona interesada y autorizada, los trámites de Aclaración, Rectificación e Inexistencia, en lo que proceda se aplicará lo dispuesto en Ley sobre Gobierno Electrónico y Fomento al Uso de Tecnologías Digitales de Información para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 101. Si se opta por la promoción electrónica de estos trámites, la persona legitimada para iniciar el procedimiento deberá manifestar expresamente en la solicitud, que los datos y documentos que se anexen al mensaje de datos, son ciertos y fidedignos. 

ARTÍCULO 102. La Dirección en caso de duda o incertidumbre, podrá requerir a la persona interesada, el envío de los documentos en original, por correo certificado o mensajería.

ARTÍCULO 103. La Dirección garantizará que la información que corresponda a los trámites realizados por medios electrónicos cumpla con los principios de disponibilidad, eficiencia, localización expedita, integridad, conservación, legalidad y certeza, y adoptará las medidas de seguridad física, técnica y administrativa necesarias para cumplir con la accesibilidad, resguardo y respaldo que amerite. 

ARTÍCULO 104. En el portal de internet del Registro Civil se detallarán las instrucciones y requerimientos para acceder a los  trámites realizados por medios electrónicos.

TÍTULO QUINTO

LAS ANOTACIONES MARGINALES DE LAS

ACTAS DEL REGISTRO CIVIL

CAPÍTULO PRIMERO

LAS ANOTACIONES

ARTÍCULO 105. Toda acta del Registro Civil relativa a otra ya asentada, podrá anotarse a petición de las o los interesados, siempre que no se trate de las que deban anotarse por mandato judicial o cuando lo disponga expresamente la ley, las anotaciones se insertarán en las certificaciones o copias certificadas que se expidan, si la ley no dispone en contrario y previo el pago de derechos correspondiente.

ARTÍCULO 106. Tratándose de anotaciones marginales derivadas de actos o hechos que la o el Oficial deba notificar a la Dirección, lo hará mediante oficio y dentro de los tres días hábiles siguientes al registro o inscripción del acta, en caso de omisión se sujetará a la sanción administrativa que corresponda.

ARTÍCULO 107. Si concluida y firmada un acta se hubiere dejado de asentar algún dato, la o el Oficial hará al margen la anotación correspondiente, debiendo firmar y sellar al concluir la anotación, esto en unión de los que intervinieron en el acto, siempre que con dicha anotación no se contradiga la esencia del acto registrado.

ARTÍCULO 108. Las anotaciones que de forma posterior al registro y en los términos de esta Ley, deban realizar la Dirección y las y los Oficiales, harán referencia al acta que corresponda, sea que la anotación se realice al margen o en la parte posterior del acta, sin obstruir en ningún momento el contenido de la misma. 

ARTÍCULO 109.  Si después de inscrita una anotación marginal se advierte que dejó de asentarse algún dato que se desprende del documento que le dio origen, el o la Oficial y quien corresponda en la Dirección, mediante una Fe de Erratas complementará la anotación marginal, debiendo firmar la misma.  

CAPÍTULO SEGUNDO

LA RECTIFICACIÓN, ACLARACIÓN Y RECONOCIMIENTO DE LA IDENTIDAD DE GÉNERO 

SECCIÓN PRIMERA

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 110. La rectificación o aclaración de un acta del Registro Civil únicamente procederá en los casos y en los términos señalados en artículos 131, 132 y 133 de la Ley para la Familia, siempre que se cumplan las formalidades previstas en los mismos.

ARTÍCULO 111. La resolución administrativa que conceda la aclaración o rectificación administrativa de las actas del estado civil, se enviará a la o el Oficial correspondiente a efecto de que realice las anotaciones relativas. 

Contra la resolución administrativa que conceda o niegue la aclaración o rectificación del acta, los interesados podrán interponer el recurso de revisión previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza o, cuando proceda, intentar la vía jurisdiccional que corresponda. 

Una vez resuelta en definitiva la aclaración o rectificación, el dato o motivo de la misma no podrá ser objeto de modificación posterior. Tampoco podrá modificarse si la misma tuvo su origen en sentencia judicial.

ARTÍCULO 112. El juez que conozca de un juicio de rectificación deberá solicitar un informe a la Dirección a efecto de que en auxilio de las labores del juzgado, le proporcione una copia fotostática certificada del acta que se pretenda rectificar, obtenida de los libros duplicados que obren en su archivo general y manifieste si ante esa dependencia se ha registrado solicitud de rectificación.

ARTÍCULO 113. En todo lo no previsto en este capítulo, se aplicarán supletoriamente las disposiciones conducentes del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

SECCIÓN SEGUNDA

DEL PROCEDIMIENTO DE ACLARACIÓN ANTE LA

DIRECCIÓN DEL REGISTRO CIVIL

ARTÍCULO 114. Procederá la solicitud de aclaración de actas ante la Dirección en los casos previstos por el artículo 119  de esta Ley. 

La Dirección podrá delegar en quienes sean Oficiales Coordinadores la instrucción del procedimiento de aclaración hasta la citación para resolución.

Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, las y los Oficiales Coordinadores remitirán dentro de los cinco días hábiles siguientes a su recepción, el expediente integrado con motivo de la solicitud para que aquélla resuelva conforme a derecho. Dictada la resolución, la Dirección devolverá el expediente a la Oficialía Coordinadora que corresponda, para que notifiquen a las o los interesados y remitirá la resolución a la Oficialía que corresponda para que se realicen las anotaciones correspondientes. 

En caso de que de la revisión que realice la Dirección resulten inconsistencias en la integración de la solicitud, devolverá el expediente a la Oficialía Coordinadora a fin de que las subsane o bien, le requiera los elementos faltantes a la o el solicitante y la devuelva a la Dirección para efectos de su resolución.

Para los trámites a que se refiere el artículo 100 y demás relativos de esta Ley, las o los titulares de las Direcciones del Registro Civil de las distintas entidades federativas estarán facultados para recibir la solicitud y los documentos de prueba, remitiendo el expediente integrado a la Dirección que corresponda vía correo electrónico, siguiendo lo que señalan al efecto los artículos 115 y 116 de esta Ley, en caso de ser necesario se remitirán los documentos originales.  

ARTÍCUL 115. Los requisitos para iniciar el trámite de aclaración serán: 

I. La comparecencia personal de la o el interesado ante la Dirección u Oficialía Coordinadora o, en su caso, del mandatario especial cuyo mandato conste al menos en documento privado en que aparezca ratificada la firma del otorgante ante notario público. Tratándose de menores de edad deberá comparecer quien ejerza la patria potestad o tutela y los señalados en el artículo 134 fracciones IV y V de la Ley para la Familia.

II. El llenado presencial de la forma de solicitud por la o el interesado, ante la Dirección u Oficialía Coordinadora, previa presentación de identificación oficial con fotografía.

III. Cubrir el pago de los derechos que correspondan.

No se requerirá la comparecencia si la persona interesada o quien promueve en su nombre inician el trámite en línea y se cumple con los requisitos para la procedencia del mismo.

ARTÍCULO 116. La solicitud de aclaración contendrá: 

I. El nombre completo de la o el solicitante y demás generales que estime necesarios solicitar la Dirección. 

II. El documento que presenta para identificarse. 

III. Los datos de identificación del acta que se pretende modificar. 

IV. Los hechos en que la o el solicitante funde su pretensión numerándolos y narrándolos sucintamente, con claridad y precisión. 

V. Los documentos probatorios que demuestren el error en el asentamiento, en los términos de esta Ley u otras disposiciones aplicables. 

VI. La firma o huella digital de la o el solicitante.

VII. La fecha de la solicitud.

VIII. Para los trámites realizados por medios electrónicos, la declaración de que los datos y documentos anexos concuerdan fielmente con su original, que estos son ciertos y que estarán disponibles en su forma original si al efecto se requieren.

ARTÍCULO 117. La Dirección resolverá dentro de un término de hasta diez días hábiles, los expedientes que ante ella se sustanciaron. Dentro de los quince días hábiles contados a partir de su recepción, resolverá sobre aquellos que se instruyeron ante las Oficialías Coordinadoras.

Los procedimientos derivados de gestiones especiales se substanciarán en veinte días hábiles contados a partir de su recepción.

ARTÍCULO 118. A efecto de mejor proveer, la Dirección queda facultada para allegarse de los documentos probatorios que estime convenientes. 

Con la resolución la Dirección ordenará que se hagan las anotaciones correspondientes en el original de la Oficialía en que se halle el acta a que aquélla se refiere y en el duplicado de la propia Dirección.

ARTÍCULO 119. La Dirección, a petición de parte legítima, previa comprobación, procederá a hacer la aclaración de un acta en los casos siguientes:

I. Cuando se trate de discrepancias no esenciales entre el libro duplicado y el original.

II. El uso de abreviaturas o guarismos no permitidos, el empleo de idioma distinto al español, siempre que se desprenda del documento que sirvió para la inscripción, la difícil legibilidad de caracteres, el error de escritura, mecanográfico, ortográfico, tipográfico, numérico y otros de carácter accidental, siempre y cuando resulten obvios y no se afecte con su modificación los datos esenciales del acta. 

III. Cuando se trate de adicionar asientos ya extendidos y firmados de datos o circunstancias plenamente demostrados, correspondientes a los mismos y que dejaron de consignarse, al practicar el asiento, por desconocimiento de tales datos o por negligencia del o la Oficial, siempre que no se varíe esencialmente el acta. 

IV. Cuando se trate de la indicación equivocada de sexo, cuando no haya duda sobre la identidad de la o el nacido y se desprenda del documento que sirva de base a la inscripción.

Las rectificaciones que se soliciten sobre el reconocimiento de la identidad de género deberán seguir el procedimiento indicado en los artículos 124, 125, 126, 127 y 128 de la presente Ley. La resolución judicial que declare el cambio de género que derive de operaciones transgénicas deberá presentarse ante la Dirección y la Oficialía respectiva, a efecto de realizar la anotación marginal que corresponda.

V. Cuando haya que variarse parcialmente algún nombre de las personas que figuren en los documentos, distintas de la o el registrado, siempre que no se afecte la filiación, parentesco o estado civil de éstos o del registrado.  

VI. Cuando se proponga la complementación o abreviación del nombre propio o el cambio de alguna letra, tanto del nombre propio como de los apellidos. Si se trata del acta de matrimonio, la aclaración deberá ser solicitada por ambos cónyuges.

VII. Cuando se trate de aclarar los demás datos de las o los contrayentes o de las personas que en el acta se mencionen, a excepción del régimen patrimonial; siempre y cuando los documentos que sirvan de base para acreditar el error u omisión no hayan sido modificados con posterioridad a la celebración del acto civil de que se trate.

VIII. Cuando se proponga la complementación o variación de los datos insertos en un acta de defunción, siempre y cuando no se refieran al estado civil de la o el finado, causas de la muerte, fecha y lugar del fallecimiento y nombre de la o el cónyuge, concubina o concubino o compañera civil o compañero civil.

IX.  Cuando se proponga la complementación de una inscripción de acta extranjera de nacimiento, a fin de adecuar el acta con el segundo apellido del registrado.

X. Cuando se trate de aclarar cualquier otro error, siempre que no se afecte con la modificación los datos esenciales de la misma ni se afecte la nacionalidad, filiación, parentesco o estado civil de la persona a quien se refiere el acta o de quienes intervinieron en ella.

Entendiendo por dato esencial aquel que es constitutivo e imprescindible del acto registral de que se trate.

ARTÍCULO 120. Tratándose de duplicidad de asientos registrales inscritos en la entidad, a solicitud  por escrito de la o el interesado se expedirá la certificación del acta que corresponda,  procediendo la Dirección a la cancelación del otro registro, efectuándose las anotaciones marginales correspondientes en el libro de la Dirección, quien girará oficio a la Oficialía que corresponda a efecto de realizar lo propio en su libro. 

Decretada la cancelación vía administrativa, no se expedirá ninguna a excepción de orden judicial, de igual forma se procederá con las actas decretadas canceladas o nulas vía judicial.

SECCIÓN TERCERA

DEL PROCEDIMIENTO DE RECTIFICACIÓN ANTE LA DIRECCIÓN DEL REGISTRO CIVIL

ARTÍCULO 121. Procederá la rectificación de actas prevista por el artículo 137 de la Ley para la Familia, tratándose de la variación del nombre propio de la o el registrado en las actas de nacimiento, de conformidad con lo que establece el artículo 17 y demás aplicables de la Ley en mención, cuando exista desacuerdo entre el asiento y la realidad, demostrando a través de documentos fehacientes del estado civil de la o el promovente, que la persona de que se trata ha sido siempre designada con un nombre distinto del que aparece en su acta de nacimiento, siempre que no se requiera prueba distinta de la documental para acreditar la petición. Se admiten como documentos que acrediten lo anterior: acta de matrimonio, acta de nacimiento de hijos, acta de divorcio, a falta de alguno de estos la Dirección podrá solicita acreditación testimonial o de hechos ante notario público para acreditar la pretensión.

La rectificación administrativa podrá promoverse en línea o de forma personal ante la Dirección y ante las Oficialías Coordinadoras, el trámite será por comparecencia de las personas legitimadas en los términos de los artículos 115 fracción I de esta Ley y del artículo 134 de la Ley para la Familia.  

ARTÍCULO 122. El procedimiento de rectificación administrativa de acta se verificará de la forma siguiente: 

I. Se presentará solicitud por escrito con la firma o huella de la o el solicitante o, en su caso, de su representante legal ante la Dirección, requisito sin el cual, no se dará trámite al procedimiento, si se inicia el trámite por medios electrónicos se dará el mismo valor que a los documentos presentado personalmente.

II. Cubrir el pago de los derechos que correspondan. 

III. Presentada la solicitud, la autoridad administrativa la analizará y admitirá en su caso, asignándole el número progresivo que corresponda. 

IV. La Dirección, a efecto de mejor proveer, podrá para allegarse de los documentos probatorios que estime convenientes y solicitar mediante oficio a las dependencias y entidades correspondientes, la información que se pretenda verificar, confirmar o cotejar, haciendo mención del plazo para dar respuesta, que no excederá de tres días hábiles. 

V. Integrado el expediente respectivo y desahogadas las pruebas ofrecidas, la Dirección, resolverá en los plazos señalados en el artículo 117 de esta Ley.

VI. Dictada la resolución que declare procedente la rectificación solicitada, se comunicará a la Oficialía que corresponda para que se realicen las anotaciones marginales. 

Para los trámites en línea, la solicitud contendrá la declaración de que los datos y documentos anexos concuerdan fielmente con su original, que estos son ciertos y que estarán disponibles en su forma original si al efecto se requieren.

En caso de duda respecto a los documentos presentados o enviados, la Dirección podrá requerir a la persona interesada la presentación y/o envío de los documentos originales, vía correo certificado o mensajería.

ARTÍCULO 123. A la solicitud de rectificación de acta, deberá adjuntarse: 

I. El documento oficial que presente la o el promovente para identificarse, con fotografía y huella. 

II. El documento que acredite su personalidad, cuando no se tramite a nombre propio. 

III. Los datos de identificación del acta que se pretende modificar. 

IV. La copia fotostática certificada del libro del acta asentada en la Oficialía correspondiente, que se pretende corregir, siempre que no contenga alteración, tachadura, enmendadura o entrerrenglonado. 

V. Los documentos públicos y privados que contengan el nombre o los datos correctos con que la o el interesado o su representante se ostentan. 

VI. Los hechos en que la o el solicitante funde su pretensión numerándolos y narrándolos brevemente, con claridad y exactitud. 

VII. Los documentos que ofrezca como pruebas, en los términos de esta ley u otras disposiciones aplicables. 

Cuando la solicitud de rectificación administrativa carezca de algún requisito formal o no se adjunten los documentos que se señalen, se informará a la o el interesado para que corrija o complemente la solicitud o exhiba los documentos ofrecidos.

SECCIÓN CUARTA

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA EL RECONOCIMIENTO DE LA IDENTIDAD DE GÉNERO

ARTÍCULO 124. Procederá el reconocimiento de la identidad de género ante la Dirección, en los términos de la presente sección y demás disposiciones aplicables, para lo cual la persona interesada deberá presentar:

I. Solicitud debidamente detallada en la que conste  el consentimiento libre e informado de que se reconozca su identidad de género.

II. Copia certificada del acta de nacimiento primigenia para efecto de que se haga la anotación correspondiente.

III. Original y copia fotostática de una identificación oficial.

IV. Comprobante de domicilio. 

La Dirección una vez resuelto el procedimiento para el reconocimiento de la identidad de género, remitirá la resolución administrativa a la Oficialía que corresponda en la entidad a efecto de que reserve el acta primigenia, en libros y base de datos y levante una nueva acta de nacimiento, conservando la fecha de registro y demás datos de identificación del acta.

Respecto del acta reservada no se publicará ni expedirá ninguna, salvo mandamiento judicial.

Concluido el procedimiento se enviarán los oficios con la información, en calidad de  confidencial, a la Secretaría de Gobernación, Secretaría de Hacienda, Secretaría de Educación Pública, Secretaría de Salud, Secretaría de Relaciones Exteriores, Instituto Nacional Electoral, Procuraduría General de la República, Centro Nacional de Información del Sistema Nacional de Seguridad Publica, Poder Judicial de la Federación; así como a la Secretaria de Gobierno, Secretaria de Finanzas, Secretaria de Educación, Secretaria de Salud del Gobierno Estatal, Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y a la Dirección del Registro Civil de la entidad federativa correspondiente, cuando el trámite sea realizado por persona cuya acta primigenia provenga de otro Estado.

Los efectos de la nueva acta de nacimiento para identidad de género realizados, serán oponibles a terceros desde de su levantamiento.

Los derechos y obligaciones contraídas con anterioridad al proceso administrativo para el reconocimiento de identidad de género y a la expedición de la nueva acta, no se modificarán ni se extinguen con la nueva identidad jurídica de la persona; incluidos los provenientes de las relaciones propias del derecho de familia en todos sus órdenes y grados, los que se mantendrán inmodificables, salvo en los casos en los que la ley determine su extinción y modificación.. 

ARTÍCULO 125. Además de lo señalado en el artículo 124 de esta Ley, en el procedimiento para el reconocimiento de la identidad de género, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:

I. Ser de nacionalidad mexicana, o tener la residencia permanente en el país. 

II. Tener 18 años cumplidos.

III. Manifestar el nombre completo y los datos registrales asentados en el acta primigenia.

IV. Manifestar el nombre solicitado sin apellidos y, en su caso, el género solicitado.

Los niños y niñas que pretendan ajustar su realidad social a su identidad de género, promoverán por la vía jurisdiccional el procedimiento correspondiente.

ARTÍCULO 126. La Dirección girará oficios, con carácter de información confidencial, cuando sea solicitado por  autoridad competente, bajo criterios de estricta proporcionalidad.

ARTÍCULO 127. El acta de nacimiento para el reconocimiento de la identidad de género debe contener los datos que establece el artículo 58 de la Ley para la Familia, en el entendido que en el rubro de sexo se asentará el género femenino o masculino.

ARTÍCULO 128. La autoridad administrativa no podrá oponerse o negarse a la realización del procedimiento administrativo de cambio de género, salvo por las causas de: 

I. Vicios al consentimiento libre e informado del solicitante y;

II. Fraude a la ley.

Así mismo, la cancelación o nulidad de las actas así inscritas no procederá por la vía administrativa, quedando a salvo los derechos de las personas interesadas de promoverla por la vía judicial que corresponda.

CAPITULO TERCERO

DE LAS INEXISTENCIAS DE REGISTRO DE

NACIMIENTO Y DEFUNCIÓN

SECCIÓN ÚNICA

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 129. Cuando un registro de nacimiento o defunción no se asiente en el plazo señalado en el artículo 57 de la Ley para la Familia; 42 y 72 de esta Ley se considerará extemporáneo, debiendo obtener de la Dirección, del lugar de nacimiento del interesado o del lugar donde ocurrió la defunción, el certificado de inexistencia correspondiente, trámite que podrá realizarse a través de las Coordinaciones del Registro Civil.

Los certificados de inexistencia por la vía administrativa se extenderán a personas menores de 18 años y mayores de 60 años, únicamente.

Como caso excepcional se autorizarán los certificados de inexistencia a personas cuya edad esté entre los 19 y 59 años, siempre y cuando se presente por el interesado copia u original de un acta que presuma la existencia de un registro de nacimiento anterior, la persona responsable del área podrá solicitar información a quien corresponda a fin corroborar la información de tal documento.

Los registros extemporáneos de mayores de 18 años se promoverán ante la autoridad judicial competente de conformidad con el artículo 145 y demás relativos del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Para los trámites realizados por medios electrónicos  se estará a lo que dispone el Título Cuarto de esta Ley y en lo que determinan al respecto los artículos 115, 116 y 117  de esta Ley. 

ARTÍCULO 130. Tratándose del registro extemporáneo de nacimiento de menores de 18 años, para la expedición del certificado de inexistencia se deberán cumplir los siguientes requisitos:

I. Se deberá llenar la solicitud correspondiente, misma que contará con la firma o huella de la o el solicitante, o quien ejerza la patria potestad o tutela o en su caso, de su representante legal, requisito sin el cual no se dará trámite al procedimiento. 

II. Certificado de nacimiento.

III. Identificación oficial de quien promueve.

IV. Fotografía de la niña o el niño a quien se extenderá el certificado de inexistencia.

V. Acta de nacimiento de la madre o acta de matrimonio, en su caso.

Cuando la madre no pueda acudir al registro de nacimiento, el nombre de ella deberá coincidir con el que conste en el certificado de nacimiento.

VI. Acreditación de hechos emitida por la Procuraduría para los Niños, las Niñas y la Familia, si no se presenta el original del certificado de nacimiento.

VII. Pago de los derechos correspondientes, en su caso.

Una vez presentada la solicitud, la Dirección procederá a la búsqueda del registro en sus archivos y base de datos para  acreditar la no existencia de una inscripción anterior.

La Dirección podrá ampliar los requisitos cuando considere que los que se presentan no son suficientes para acreditar la inexistencia del registro de nacimiento.

ARTÍCULO 131. Tratándose del registro extemporáneo de nacimiento de mayores de 60 años, para la expedición del certificado de inexistencia además de los requisitos anteriores se presentará:

I. Fe de bautismo.

II. Cartilla Militar, según corresponda.

III. Acta de matrimonio.

IV. Acta de nacimiento de hijas o hijos de la o el interesado.

V.  Fotografía de la persona a quien se extenderá el certificado de inexistencia

VI. Pago de derechos correspondientes, en su caso.

ARTÍCULO 132. La Dirección formará un expediente por cada trámite y lo identificará con un número progresivo, señalándose si corresponde a certificado de inexistencia de menores o mayores de edad. 

La Dirección sustanciará el procedimiento en un término no mayor a cinco días hábiles, durante el cual se desahogarán las pruebas, si se tramita a través de las Oficialías Coordinadoras el término se extenderá a quince días hábiles. 

Los procedimientos derivados de gestiones especiales se substanciarán en veinte días hábiles contados a partir de su recepción.

Comprobada la no inscripción, la Dirección emitirá el certificado de inexistencia correspondiente, en caso de duda u oposición la Dirección mediante resolución, negará la expedición del certificado de inexistencia, dejando a salvo los derechos de la o el interesado en la vía jurisdiccional. 

ARTÍCULO 133. No se efectuará la inscripción de registro extemporáneo sin la presencia de quien se pretende registrar, a excepción de lo que señala el artículo 49 de la Ley para la Familia y 43 de esta Ley.

ARTÍCULO 134. La vigencia del certificado de inexistencia será de sesenta días, si en ese plazo no se registra el nacimiento, deberá promoverse nuevamente la expedición del certificado de inexistencia, siguiendo el procedimiento que se señala en el presente capítulo, previo el pago de los derechos correspondientes.

 ARTÍCULO 135. La inscripción de un acta de defunción supone la existencia previa de un acta de nacimiento, en el supuesto de que la persona mayor de edad fallecida no estuviere registrada, deberá promover el registro extemporáneo por la vía judicial de conformidad con el artículo 144 del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás relativos de la Ley para la Familia.

ARTÍCULO 136. Si la inscripción de defunción no se efectúa dentro de los sesenta días siguientes, contados a partir de la fecha de expedición del certificado médico de defunción correspondiente se requerirán los siguientes documentos:

I. Se llenará la solicitud que a el efecto proporcione la Dirección, misma que contará con la firma o huella de la o el solicitante quien acreditará el parentesco con la o el finado o, en su caso, de su representante legal, requisito sin el cual, no se dará trámite al procedimiento.

II. Certificado médico de defunción.

III. Identificación con fotografía de quien promueve.

IV. Acta de nacimiento y matrimonio de la o el finado.

V. Carta del panteón donde se inhumó el cuerpo.

VI. Acreditación de hechos extendida por el Ministerio Público, por el robo o extravío del certificado de nacimiento. 

VII. Clave Única de Registro d Población. 

VIII. Pago de derechos correspondientes, en su caso.

En el supuesto de no contar con el certificado médico de defunción deberá tramitarse el registro extemporáneo ante la autoridad judicial competente.

ARTÍCULO 137. Para la expedición de constancias relativas a la no localización de acta, se deberán presentar los siguientes requisitos:

I. Llenar solicitud que al efecto proporcione la Dirección.

II. Acta que pretende localizar o los datos para su localización.

III.  Verificación de búsqueda en archivo,

IV. Copia de identificación del interesado.

V. Pago de derechos correspondientes.

ARTÍCULO 138. Para la expedición de constancias de soltería se deberán presentar los siguientes documentos previo llenado de la solicitud que al efecto proporcione la Dirección:

I. Acta de nacimiento de la o el interesado.

II. Copia de identificación con fotografía.

III. Pago de derechos correspondientes.

La Dirección dentro de los tres días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, y una vez comprobada la no existencia de un matrimonio subsistente en los archivos y base de datos, procederá a extender la constancia respectiva.

ARTÍCULO 139. Para la expedición de constancias de registro extemporáneo se deberán presentar ante la Dirección los siguientes documentos:

I. Acta de nacimiento del interesado.

II. Copia de identificación con fotografía.

III. Pago de derechos correspondientes.

La Dirección dentro de los tres días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, y una vez verificada la extemporaneidad del registro en los archivos y base de datos, procederá a extender la constancia respectiva.

Artículo 140. La Dirección del Registro Civil, así como las coordinaciones y las oficialías podrán expedir constancias de concubinato a las personas interesadas, sin ningún tipo de discriminación, especialmente por género u orientación sexual; siempre y cuando cumplan con los siguientes requisitos:

I. Copia de identificación  oficial.

II. Copia de acta de nacimiento de los concubinos.

III. Carta bajo protesta de decir verdad, de que ninguno de los interesados tiene vigente vínculo matrimonial, pacto civil de solidaridad o cualquier otro similar que impida la figura del concubinato.

IV. Copia de acta de nacimiento de los hijos en caso de que los hubiere.

V. Formato de solicitud, previamente llenado.

VI. Comprobante de domicilio común. 

Las autoridades registrales, una vez recibida la documentación y verificados los requisitos, procederá a expedir la constancia de concubinato, la cual tendrá validez de dos años a partir de su emisión. 

TÍTULO SEXTO

LOS Y LAS OFICIALES DEL REGISTRO DEL CIVIL

CAPÍTULO PRIMERO

BASES GENERALES

ARTÍCULO 141. Para el cumplimiento de su objeto, el Registro Civil se auxiliará de las personas que, en los términos de esta ley u otras disposiciones aplicables, sean designadas como Oficiales, a quienes se les faculta de fe pública en su cargo. 

La designación de los y las Oficiales podrán ser con el carácter de Titular o de Adjunto de una Oficialía.

Las y los Oficiales serán nombrados y removidos por el titular del Ejecutivo del Estado.

ARTÍCULO 142. Para ser Oficial se requiere:

I. Ser de nacionalidad mexicana en pleno goce y ejercicio de sus derechos.

II. No ser ni haber sido ministro de algún culto religioso.

III. Ser de reconocida probidad y honradez.

IV. No haber sido condenado por delito intencional que merezca pena privativa de libertad. 

V. De preferencia tener título oficial de Licenciado en Derecho y/o contar con conocimientos en la materia de Derecho Registral Civil y Familiar. 

VI. Acreditar los exámenes o pruebas de conocimiento que correspondan, o que le sean aplicados por la Dirección, en su caso.

La persona titular del Ejecutivo podrá dispensar la presentación de los exámenes de mérito o pruebas de aptitud, cuando a su juicio, existan elementos suficientes que acrediten la capacidad y profesionalismo del aspirante a Oficial.

ARTÍCULO 143. Los y las Oficiales deberán hacerse cargo de todos los gastos de su oficina, incluyendo los correspondientes a la encuadernación de sus libros. No tendrán ninguna relación laboral con el Gobierno del Estado.

El personal de las Oficialías se regirá por la relación laboral que tengan con la o el Oficial correspondiente, sin ninguna responsabilidad o vinculación laboral para el Gobierno del Estado.

ARTÍCULO 144. Los honorarios que habrán de percibir quienes sean Oficiales por su intervención en cada hecho o acto del estado civil, serán los que se autoricen como tarifa por la Secretaría de Gobierno y se les comunique por conducto de la Dirección.

La tarifa autorizada oficialmente, deberá colocarse a la vista de los interesados en las Oficialías y será objeto de revisión en las visitas.

CAPÍTULO SEGUNDO

OFICIALES COORDINADORES DEL REGISTRO CIVIL

ARTÍCULO 145. La Dirección determinará el número de Oficiales que deberán fungir como Coordinadores, confiriéndoles su encargo mediante acuerdo con indicación expresa de sus atribuciones y competencia territorial.

ARTÍCULO 146. La Dirección tendrá en cuenta para designar a un Oficial como Coordinador, la experiencia, capacidad, conducta y responsabilidad mostrada en el desempeño de su función.

ARTÍCULO 147. La designación de Oficiales Coordinadores en cada región no es limitativa.

Para efectos de jurisdicción las Coordinaciones se dividen en las siguientes regiones:

I. Laguna que comprende los municipios de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Viesca y Torreón.

II. Centro-Desierto que comprende los municipios de Abasolo, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Escobedo, Frontera,  Lamadrid, Monclova, Nadadores, Ocampo, San Buenaventura, Sacramento y Sierra Mojada.

III. Carbonífera que comprende los municipios de Juárez, Múzquiz, Progreso, Sabinas y San Juan de Sabinas.

IV. Sureste que comprende los municipios de Arteaga, General Cepeda, Parras, Ramos Arizpe y Saltillo.

V. Norte que comprende los municipios de Acuña, Allende, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Morelos, Nava, Piedras Negras, Villa Unión y Zaragoza.

ARTÍCULO 148. El o la Oficial que ocupe una Coordinación del Registro Civil tendrá las atribuciones siguientes:

I. Apoyar a la Dirección en la distribución de información contenida en leyes, decretos, circulares y acuerdos que se emitan para el mejor cumplimiento de la función de los y las Oficiales, acusando recibo de la información.

II. Auxiliar a la Dirección en la recepción y envío de los documentos que se requieran para iniciar los procedimientos de aclaración, rectificación y certificados de inexistencia, en los términos del artículo 114 y demás relativos de la presente Ley.

III. Mantener actualizado el Registro de Sellos y Firmas autorizadas de las y los Oficiales, remitiendo un original a la Dirección.

IV. Poner en conocimiento de la Dirección, por escrito, las faltas u omisiones en que incurran las y los Oficiales de su jurisdicción.

V. Coordinar con la Dirección la asistencia y participación de las y los Oficiales a las capacitaciones, cursos o talleres que se impartan.

VI. Proponer a la Secretaría de Gobierno, por conducto de la Dirección las actualizaciones sobre circunscripción de las Oficialías, en base a su conocimiento de la Región y/o sugerencias de las y los Oficiales de su jurisdicción.

VII. Formular propuestas a la Dirección para la creación de Oficialías o el cambio o cierre de las ya existentes, en base a la situación de las localidades que corresponden a su jurisdicción.

VIII. Remitir dentro de los primeros tres días de cada mes un informe de sus actividades.

IX. Elaborar y mantener actualizado un registro de todos los trámites de aclaración y rectificación administrativa, certificados de inexistencias y demás que estén autorizados a realizar por la Dirección, así como el comprobante del pago correspondiente.

X. Conservar en orden cronológico y por número de expediente, los que se formen con motivo de los procedimientos de aclaración y rectificación administrativa y en su caso, de los certificados de inexistencia.

XI. Orientar a los usuarios sobre los requisitos y procedimientos de aclaración y rectificación administrativa y certificados de inexistencia. 

Las demás funciones que le encomiende la Dirección.

CAPÍTULO TERCERO

PARA DESIGNACIÓN DE OFICIALES DEL REGISTRO DEL CIVIL

ARTÍCULO 149. La Dirección tiene la obligación de informar a la Secretaría de Gobierno de la necesidad de designar en determinada jurisdicción a un Oficial.

Las solicitudes que reciba la Dirección respecto de quienes soliciten ser Oficial, se remitirán a la Secretaría, anexando el curriculum, listado o propuesta y demás documentos que acrediten la idoneidad de la persona para el cargo de Oficial.

Por conducto de la Secretaría de Gobierno de todo trámite se dará cuenta a la persona titular del Ejecutivo del Estado, y este en su caso, con fundamento en los artículos 141y 142 de esta Ley, emitirá el nombramiento correspondiente.

ARTÍCULO 150. De considerar que la persona propuesta debe presentar el examen correspondiente para ser Oficial, la Dirección señalará día y hora para que la celebración del mismo. 

La propia Dirección notificará a las y los interesados y a las y los integrantes del jurado dicha circunstancia con cuando menos quince días hábiles de anticipación. 

El examen deberá presentarse en la hora y lugar que señale la Dirección.

ARTÍCULO 151. El jurado que aplicará el examen estará integrado por la o el Director, quien lo presidirá; por la o el Oficial Coordinador del Registro Civil de la región correspondiente, y por algún representante de la Secretaría de Gobierno designado por quien sea titular de la misma.

ARTÍCULO 152. El examen constará de dos etapas, una práctica que consistirá en la redacción de un asentamiento de registro y, otra teórica que implica dar respuesta por escrito a distintos temas en materia registral.

En todo caso, el contenido del examen se instrumentara por la Dirección.

ARTÍCULO 153. El examen se efectuará en una misma sesión, y se desarrollará de la siguiente manera:

I. El aspirante contará con el apoyo de un analista designado por la Dirección para explicar el proceso de captura.

II. La asesoría no se comprenderá dentro del lapso concedido para el examen y no excederá de treinta minutos.

III. Concluida la capacitación el aspirante elegirá un tema al azar, los cuales constarán en sobre cerrado.

IV. Para la redacción del asentamiento se le concederá un término de una hora.

V. Una vez terminada la primera etapa se iniciará con el examen escrito, al cual también se le concederá una hora para su desarrollo. 

VI. Cada uno de los integrantes podrá además hacer las preguntas que considere pertinentes en relación con ambas pruebas.

ARTÍCULO 154. Concluida la sesión el jurado levantará el acta relativa al examen, la cual deberá contener todas las circunstancias de la sesión y será firmada por quienes hayan intervenido en la misma.

Se calificará de forma independiente cada etapa, el promedio de ambas se considerará como calificación final, que para ser considerada aprobatoria deberá ser mínima de ocho. El jurado, por conducto de la Dirección notificará a la o el aspirante dentro de los ocho días hábiles siguientes, el resultado.

En caso de ser más de uno las o los aspirantes con resultados aprobatorios, el jurado deberá emitir una opinión de quien a su criterio cumple mejor con el perfil para ser designado Oficial.

Con el acta firmada se formará un expediente que conservará la Dirección y se remitirá una copia del mismo a la Secretaría de Gobierno, esta remitirá al titular del Ejecutivo del Estado, el informe del jurado para el otorgamiento del nombramiento como Oficial.

CAPÍTULO CUARTO

LICENCIAS Y PERMISOS DE LOS Y LAS OFICIALES DEL REGISTRO DEL CIVIL

ARTÍCULO 155. Las y los Oficiales titulares, podrán solicitar a la persona titular del Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Gobierno, licencia para separarse de su función o ausentarse del lugar de su residencia por más de treinta días hábiles consecutivos.

Para tal efecto, deberán presentar por escrito a la Secretaría de Gobierno, o por conducto de la Dirección, la solicitud de licencia en donde manifestarán las causas y tiempo por la que se solicita.

Además, deberán mencionar, en su caso, la propuesta de la persona que como Oficial Adjunto podrá sustituirles por el tiempo que dure la licencia. 

ARTÍCULO 156. El acuerdo que otorgue o niegue la licencia se publicará en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, en el que se señalará el plazo concedido y el o la Oficial Adjunto que efectuará la suplencia mientras dure la licencia.

ARTÍCULO 157. El Oficial a quién se hubiere otorgado licencia para separarse temporalmente de su cargo, deberá comunicar al Secretario de Gobierno su reincorporación a la función que desempeñaba en la Oficialía respectiva, con cuando menos diez días hábiles a que concluya su licencia.

ARTÍCULO 158. Concluido el período de licencia si la o el Oficial a quien se le concedió, manifiesta su imposibilidad definitiva para reincorporarse a la función que tenía encomendada, deberá comunicarlo por escrito a la Secretaría de Gobierno, a fin de que se proceda conforme a lo previsto en esta Ley y en las demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 159. Las y los Oficiales pueden solicitar separarse de su función o ausentarse de su lugar de residencia hasta por quince días hábiles consecutivos, sin necesidad de licencia y previo aviso por escrito a la Dirección, a fin de que esta designe a quien habrá de suplirlo.

Si en el plazo señalado el Oficial no puede reincorporarse y así lo manifiesta a la Dirección, éste podrá ampliarse por una sola vez por igual período.

Cuando haya varios Oficiales en una misma jurisdicción, se suplirán unos a otros, cuando sólo existiere uno, la Dirección determinará al Oficial más próximo para efectuar la suplencia, en todo caso la Dirección dictará el acuerdo correspondiente.

CAPÍTULO QUINTO

OFICIALES ADJUNTOS DEL REGISTRO DEL CIVIL

ARTÍCULO 160. Para suplir las ausencias temporales de más de treinta días hábiles de las y los Oficiales titulares, la persona titular del Ejecutivo, a través de la Secretaría de Gobierno, nombrará a las o los Oficiales Adjuntos que deberán suplir a aquéllos durante su ausencia de acuerdo al artículo 155 y 156 de esta Ley. 

Las y los Oficiales Adjuntos deberán reunir los mismos requisitos que se solicitan para ser Oficial titular y les serán aplicables las disposiciones jurídicas que regulan las obligaciones y facultades de éstos. 

ARTÍCULO 161. Quienes ocupen el cargo de Oficial Adjunto no tendrán relación laboral con el Gobierno del Estado. 

Se regirán en todo caso por lo previsto en el artículo 142 de esta Ley. 

ARTÍCULO 162. La designación de las o los Oficiales Adjuntos por el Titular del Ejecutivo podrá realizarse: 

I. A través de la Secretaría de Gobierno, considerando la propuesta realizada por el Oficial que habrá de ser sustituido.

II. De entre aquellas personas propuestas de acuerdo al artículo 149 de la presente Ley.  

ARTÍCULO 163. Hecha la designación de la o el Oficial Adjunto, quien haya de ser sustituido entregará a este los libros y demás documentos que sean necesarios para el ejercicio de su función.

De igual forma entregará los equipos que hayan sido asignados a la Oficialía correspondiente y, sobre aquellos que sean propiedad de los Oficiales sustituidos, podrá pactarse su entrega en comodato u otra figura jurídica.

Del acto de entrega la o el Visitador General adscrito a la Dirección, deberá levantar acta circunstanciada que deberá ser firmada por quien solicitó la licencia o permiso, por la o el  Oficial Adjunto, el Visitador General y dos testigos de asistencia, extendiéndose una copia del acta para cada uno de los que en ella intervinieron.

CAPÍTULO SEXTO

FACULTADES Y OBLIGACIONES DE LOS Y LAS OFICIALES DEL REGISTRO DEL CIVIL

ARTÍCULO 164. Son facultades y obligaciones de las y los Oficiales, ya sean titulares o adjuntos, las siguientes:

I. Dar fe pública de los hechos y actos jurídicos vinculados al estado civil de las personas físicas.

II. En el ejercicio de sus funciones, las y los Oficiales, deberán guardar la discreción y prudencia que corresponde a la importancia de su cargo. Deberán desempeñar sus funciones con probidad, honestidad, eficiencia, eficacia y legalidad, tratando con cortesía a cuantas personas ocurran ante ellos.

III. Rendir la protesta de ley y, una vez presentada, tomar posesión de su encargo. 

IV. Asentar en las actas que se establecen en esta Ley u otras disposiciones aplicables, los actos y hechos jurídicos que correspondan. 

Cuando con motivo de la solicitud de actas de nacimiento o de reconocimiento que le sean planteadas, las y los Oficiales tomen conocimiento de que no aparecen registrados datos que determinen la filiación paterna o materna del solicitante, procederán a orientarle sobre los procedimientos voluntarios para la determinación de la paternidad y maternidad o, en su caso, los procedimientos judiciales mediante los cuales pueden obtenerse.

V. Asistir con puntualidad y estar al frente del despacho de su oficina durante las horas que señale la Secretaría de Gobierno por conducto de la Dirección, sin perjuicio de que puedan actuar en horas extraordinarias, a petición de los interesados, o bien, en casos urgentes. 

VI. Vigilar el exacto cumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley para la Familia, en esta Ley y demás disposiciones aplicables.

VII. Expedir y autenticar las certificaciones que se les soliciten sobre actos o hechos asentados en los libros del Registro Civil que se encuentren bajo su responsabilidad, así como imprimir copias certificadas que obren en la base de datos del estado y en su caso en el sistema nacional.

VIII. Enterar a las autoridades que correspondan, los derechos que se causen por los servicios públicos que presten, de acuerdo con las tarifas y sistemas señalados por las disposiciones fiscales vigentes y en los términos de la Ley de Hacienda del Estado. 

IX. Realizar los registros cuyos derechos hubieren sido objeto: 

a) De estímulos o subsidios fiscales mediante resolución de carácter general emitida por el Ejecutivo del Estado en los términos de las disposiciones aplicables. 

b) Eximidos de pago por la Dirección en atención a los programas de asistencia social y demás que se implementen por las instancias competentes en beneficio de los grupos o sectores más vulnerables en la entidad, así como de aquellos que implemente la propia Dirección.

X. Devolver a Recaudación de Rentas, dentro de los primeros diez días de cada mes, las formas autorizadas de expedición de copias certificadas del mes inmediato anterior a que se deterioren, manchen o inutilicen por cualquier causa. 

XI. Comunicar por escrito a la Dirección, las anotaciones que hayan sido asentadas en los libros del archivo de esa oficina. 

XII. Conservar bajo su responsabilidad los libros, legajos, apéndices y demás documentos que utilicen para la función que se les ha encomendado, organizando su archivo de acuerdo con las bases que se señalan en esta Ley, la Ley para la Familia y otras disposiciones aplicables. 

XIII. Remitir a la Dirección dentro de los primeros cinco días de cada mes, las copias de los ejemplares que correspondan al Archivo General, mismas que deberán ir debidamente sellados y firmados por la o el Oficial, Titular o Adjunto y las personas que hubieren intervenido en el acto.

XIV. Efectuar el respaldo de su base de datos y remitir en el plazo de la fracción anterior el dispositivo o medio electrónico a fin de mantener actualizada la base de datos.  

XV. Rendir por escrito a las autoridades judiciales y administrativas, todos los informes que le sean solicitados o resulten necesarios y expedir, sin costo alguno, los certificados que le soliciten.

XVI. Permitir el examen de los libros a la persona que lo solicite, siempre que dicho examen se realice dentro de la oficina y en horas hábiles. 

XVII. Consultar con la Dirección, todas las dudas que surjan y que no estén resueltas por la Ley para la Familia o, en su caso, por esta Ley. 

XVIII. Cumplir con los requerimientos de infraestructura, equipamiento, capacitación de recursos humanos e identidad, previamente determinados en el Manual de Identidad para Oficialías en el Estado.

XIX. Hacer uso adecuado del sistema informático implementado por la Dirección y del equipo de cómputo asignado en comodato.

XX. Efectuar las anotaciones marginales que procedan, autorizando cada una con su firma y sello oficial.

XXI. Respetar la jurisdicción territorial que les corresponda, a excepción de lo que señale esta Ley en relación a las suplencias por licencias y permisos.

XXII. Las Oficialías no Automatizadas deberán dar aviso oportuno a la Dirección, cuando la plantilla de Clave de Registro e Identidad Personal resulte insuficiente para concluir el año, así mismo concluido este, remitir la plantilla que contenga las claves que no fueron utilizadas. 

XXIII. No ejercer en la Oficialía y dentro del horario de labores establecido una profesión, carrera o trabajo diverso a sus funciones, a excepción de la docencia o asistenciales. 

XXIV. Integrar correctamente el apéndice de cada acto y/o hecho del estado civil que asiente, además de elaborar los índices que correspondan.

XXV. Anotar la leyenda "cancelada" en las actas, cuando no se hayan cumplido con los requisitos o cuando los interesados se hayan negado a continuar el acto; en este caso, el Oficial anotará la razón por la cual no continuó y glosará los ejemplares en el expediente correspondiente, en el informe mensual señalará esta circunstancia para los efectos a que haya lugar.

XXVI. Salvar las inconsistencias cometidas al momento del asentamiento con la leyenda “lo testado no vale, lo correcto es….”, colocando una línea que atraviese la frase, pero que permita ver lo testado.

XXVII. En caso de pérdida o destrucción de un libro o  de formas autorizadas, denunciará el hecho ante el Ministerio Público y remitirá a la Dirección copia de las constancias que se emitan. 

XXVIII. Expedir las órdenes de inhumación que correspondan.

XXIX. Durante las visitas practicadas a las Oficialías deberá permitir la revisión de sus apéndices así como la inscripción original y base de datos.

XXX. Abstenerse de celebrar un acto o hecho del estado civil conociendo la existencia de algún impedimento.

XXXI. Celebrar en tiempo los actos y/o hechos del estado civil.

XXXII. Deberán publicar a la vista de los usuarios las tarifas autorizadas por la Secretaría de Gobierno.

XXXIII. Las y los Oficiales que no hayan sido designados por la Dirección como Oficiales Coordinadores, no están facultados de realizar trámites administrativos a nombre de otra persona.

XXXIV. Atender las obligaciones y prohibiciones previstas en esta Ley, en la Ley para la Familia, en el Reglamento y demás disposiciones aplicables, en términos generales tendrán las facultades, obligaciones y prohibiciones previstas en los ordenamientos jurídicos citados.

En los casos de las fracciones IX, X y XV, las y los Oficiales, Titulares o Adjuntos, tendrán derecho a que se les restituyan las formas autorizadas  empleadas o inutilizadas.

ARTÍCULO 165. Las y los Oficiales estarán investidos de fe pública plena para certificar los hechos y actos del estado civil de las personas físicas. La validez de dichas certificaciones sólo podrá impugnarse en juicio, debiéndose cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento.

ARTÍCULO 166. Las y los Oficiales serán responsables únicos de los hechos y actos pasados ante ellos y no podrán delegar, en ningún caso y bajo ninguna circunstancia, sus funciones en persona alguna.

ARTÍCULO 167. Las y los Oficiales serán responsables de las formas únicas autorizadas que para las inscripciones de actas y la expedición de las copias certificadas, adquieran y/o se les proporcionen en los términos de las disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 168. Las y los Oficiales velarán por la concordancia del registro y la realidad. Deberán promover la práctica de los asientos que deban hacerse y no se hayan asentado y procurarán, por todos los medios a su alcance, que la expresión registral del hecho o del acto, sea reflejo fiel de todas las circunstancias que deban constar en el asiento.

ARTÍCULO 169. Las y los Oficiales entregarán a la o el interesado, un duplicado del acta que se asiente a fin de que, en todo tiempo y con los datos que en ella consten, se encuentre en posibilidad de solicitar a la propia Oficialía o a la Dirección, ulteriores copias certificadas de dicha acta.

ARTÍCULO 170. Los horarios en que prestan sus servicios las y los Oficiales podrán ampliarse, previo acuerdo por escrito de la Dirección, en los casos que a su juicio así se requiera, así como en aquellos otros previstos en las disposiciones legales aplicables. 

El registro de los hechos y actos del estado civil, así como las anotaciones y la expedición de copias certificadas y constancias relativas a los hechos y actos del estado civil, causarán los derechos que establezca la Ley de Hacienda del Estado, la Ley de Ingresos y demás disposiciones aplicables.

TÍTULO SÉPTIMO

DE LAS VISITAS DE INSPECCIÓN

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 171. Las visitas de inspección podrán ser ordinarias o especiales. Las primeras por cumplimiento del calendario establecido, y las segundas por queja de usuario, orden directa de la propia Dirección o por cualquier información obtenida por dependencias o particulares, que representen grave riesgo para la certeza y seguridad jurídica de la función registral.

Las visitas ordinarias se practicarán en días y horas hábiles, las especiales en cualquier tiempo.

ARTÍCULO 172. Para realizar las visitas ordinarias y especiales, la persona titular de la Dirección ordenará por escrito el inicio de la práctica de la visita, designando para tal efecto a la o el Visitador adscrito a la Dirección.

ARTÍCULO 173. El procedimiento para efectuar las visitas de inspección se substanciará de la siguiente forma:

I. La persona titular de la Dirección ordenará la práctica de la visita de inspección, que se identificará con el número de oficio que corresponda, la fecha, nombre de la o el Oficial y sus datos de circunscripción, como son localidad, municipio y número de Oficialía.

II. La visita ordinaria deberá verificarse dentro de los cinco días hábiles siguientes a que surta efectos la notificación de dicha orden, para las visitas extraordinarias las notificaciones se podrán realizar en cualquier tiempo.

III. La orden de visita comprenderá el objeto, alcance  y fundamentos legales de la misma.

IV. En el día y hora señalada la o el Visitador que practicará la visita de inspección, se identificará ante la o el Oficial, a quien mostrara la orden con firma autógrafa.

En todo momento se respetarán los derechos y garantías de la o el Oficial, permitiéndole formular observaciones y ofrecer pruebas. 

El derecho a ofrecer pruebas podrá ejercerlo dentro de los cinco días hábiles siguientes, circunstancia que debe iniciarse en el acta respectiva.

V. Concluida la diligencia la o el Visitador levantará el acta correspondiente, que deberá ser firmada por la o el  Oficial, Visitadora o Visitador y dos testigos que al efecto se señalen.

En caso de negativa a firmar el acta, la visita no carecerá de validez y la o el Visitador, deberán asentar la razón que se manifieste.

Si de la visita de inspección se desprenden inconsistencias que ameriten sanción administrativa se seguirá lo que establece el título correspondiente.

ARTÍCULO 174. La o el Visitador a quien se le haya encomendado la práctica de una visita de inspección, deberá presentar a la Dirección, por escrito, un informe que contendrá las observaciones derivadas de la visita, así como las recomendaciones, en su caso.

EL plazo para rendir los informes en particular, una vez concluido el calendario correspondiente a la visita ordinaria del mes que corresponda, será dentro de los tres días hábiles siguientes a su cumplimiento.

TÍTULO OCTAVO

DE LAS SANCIONES

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 175. Las infracciones y sanciones señaladas en este capítulo, se aplicarán a las y los Oficiales, Titulares y Adjuntos, sin perjuicio de la responsabilidad que determine la Ley para la Familia u otras leyes, para el caso de faltarse al cumplimiento de sus preceptos.

Las infracciones y sanciones correspondientes al personal de la Dirección se sujetarán a lo establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

ARTÍCULO 176. Las sanciones consistirán en el siguiente orden, el cual prevé la gravedad de la infracción:

I. Amonestación por escrito, con apercibimiento de multa en caso de reincidencia.

II. Multa.

III. Suspensión temporal del cargo.

IV. Destitución.

Las amonestaciones y las sanciones económicas, en los casos que procedan, a las y los Oficiales, serán impuestas por la persona titular de la Dirección. Las sanciones de suspensión temporal y destitución se impondrán por la persona titular de la Secretaría de Gobierno.

En ambos casos, previo cumplimiento del procedimiento administrativo indicado en el Título Noveno de la presente Ley.

ARTÍCULO 177. Las sanciones económicas a que se refiere esta Ley, se impondrán tomando en consideración lo siguiente: 

I. La gravedad de la infracción y el beneficio obtenido.

II. Las condiciones personales y socioeconómicas de la o el infractor. 

III. Los medios de ejecución de que se valió la o el infractor. 

IV. La calidad de reincidente de la o el  infractor. 

V. La antigüedad en el encargo. 

Reincidencia es la repetición de la conducta infractora, en dos o más ocasiones. 

Las multas que imponga la Dirección se considerarán, para todos los efectos legales a que haya lugar, como créditos fiscales, y deberá informar en todo caso a las autoridades correspondientes para notificar su determinación.

ARTÍCULO 178. Se sancionará con amonestación por escrito cuando:

I. No se comparezca ante la Dirección, con motivo de un citatorio, sin causa debidamente justificada.

II. No se acaten las instrucciones que la Dirección dicte para mejorar la actuación de los y las Oficiales.

III. No se cumpla con el horario de oficina que se tiene señalado.

IV. Se ausenten de su lugar de trabajo, sin causa debidamente justificada.

V. Se incumpla con la fracción I del artículo 148 de esta Ley. 

VI. Se incumpla con lo dispuesto en el artículo 106 de esta Ley.

VII. No se acate lo establecido en el artículo 148, fracciones II, IX y X. 

Las amonestaciones por escrito se aplicarán tratándose de la primera infracción, en caso de reincidencia se estará a la aplicación de las demás sanciones señaladas en la presente Ley, de acuerdo a la comisión u omisión en que incurran.

ARTÍCULO 179. Se sancionará con multa cuando:

I. Se reincida en los supuestos contenidos en el artículo que precede.

II. Se retarde la celebración de cualquier acto o hecho del estado civil de las personas. 

III. Se autoricen actas o asienten hechos del estado civil fuera de la circunscripción territorial que les corresponda.

IV. No se coloque a la vista del público la tarifa autorizada para el cobro de los servicios que proporciona.

V. Se cobren honorarios superiores a los autorizados en la tarifa oficial.

VI. No haga uso del equipo de cómputo que le fuera proporcionado por la Dirección.

VII. No se efectúe el respaldo de la base de datos.

VIII. No remitan en el plazo establecido los ejemplares que corresponden a la Dirección, así como la unidad de respaldo de la base de datos.

IX. No estén presentes en las visitas que se realicen, previamente notificadas, sin causa debidamente justificada.

X. Proporcionen libros, apéndices y demás documentos que le pertenezcan y obren bajo su responsabilidad, a autoridades diversas a las que señalan el artículo 26 de esta Ley.

XI. No asienten las anotaciones marginales que procedan.

XII. No expidan las órdenes de inhumación que correspondan. 

La multa será el equivalente de 15 a 50 veces del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, tomando en consideración lo establecido en el artículo 176 de esta Ley.

ARTÍCULO 180. Se sancionará con suspensión temporal del cargo cuando:

I. Se reincida en los supuestos de las fracciones I, IV, V, VI y VIII del artículo 179.

II. Se niegue a realizar los registros a que se refiere la fracción VII del artículo 164 de esta Ley.

III. Se ejerza dentro del domicilio de la Oficialía, profesión, carrera, trabajo diverso a los indicados en la fracción XXIII del artículo 179 de esta Ley.

IV. No se interponga la denuncia correspondiente, por robo, pérdida o destrucción de un libro, formas autorizadas, sellos y equipo de cómputo que contenga el sistema que resguarda los actos y/o hechos del estado civil de las personas.

V. Por acuerdo emitido por la Secretaria de Gobierno, previo o iniciado un procedimiento administrativo de destitución como medida preventiva.

ARTÍCULO 181. Se sancionará con destitución:

I. Cuando se reincida en las fracciones señaladas en el  artículo anterior.

II. Se incumpla lo indicado en las y fracciones II, III, VII y IX del artículo 179 de esta Ley.  

III. Cuando no se asiente o inscriba el registro en las formas autorizadas, además se producirá la inexistencia del acta.

IV. Cuando no se observe lo que determina el artículo 350 de la Ley para la Familia.

V. Cuando se emitan los registros, las certificaciones y copias certificadas sin la firma registrada ante la Dirección, sea autógrafa, facsímil o electrónica de la o el Oficial y de los que comparezcan.

VI. Cuando no se llenen las actas autorizadas con los datos exigidos por esta Ley y la Ley para la Familia.

VII. Cuando se incurra en la omisión o variación de los datos contenidos en las actas o certificaciones de las mismas, así como en la falsificación de actas o la inserción en ellas de circunstancias o declaraciones prohibidas por la Ley.

VIII. Cuando sean condenados por sentencia que cause ejecutoria, por la comisión de delito intencional.

IX. Cuando se emitan certificaciones de actos o hechos del estado civil y estos no obren dentro de los libros que integran el archivo de la Oficialía,

X. Cuando se haga pública o notoria su mala conducta.

XI. Cuando se haga un uso inadecuado del sistema informático implementado por la Dirección así como del equipo de cómputo.

XII. Celebrar un acto conociendo la existencia de un impedimento.

XIII. Celebrar un matrimonio en contravención al artículo 142 de la Ley para la Familia.

XIV. Negarse a realizar asentamientos de nacimiento cuando se cumplan con todos los requisitos señalados por esta Ley.

XV. Las demás que afecten la certeza y seguridad jurídica de los actos o hechos del estado civil de las personas.

TÍTULO NOVENO

DEL PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVO PARA IMPONER SANCIONES

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 182. La Dirección tiene la obligación de dar seguimiento al informe de resultado de las visitas realizadas, a las quejas, solitudes y/o a cualquier información obtenida por dependencias o particulares  que por escrito o comparecencia, presenten en contra de las y los Oficiales.

ARTÍCULO 183. El procedimiento para imponer las sanciones de amonestación o multa a que se refiere la presente Ley se substanciará de la siguiente forma:

I. Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de la queja, informe o solicitud, la Dirección designará de entre sus Visitadores uno para la práctica de la investigación correspondiente.

II. El procedimiento se instaurará con el auto de inicio correspondiente, el cual deberá estar debidamente fundado y motivado, y deberá identificarse con un número de expediente, nombre de la o el Oficial y lugar de residencia y fecha, puntualizando de forma precisa las irregularidades o inconsistencias motivo del procedimiento. 

En el auto de inicio se hará mención a la o el Oficial de la oportunidad de presentar las pruebas que soporten su declaración y de exponer lo que a su derecho convenga.

III. La audiencia, deberá verificarse dentro de los quince días hábiles siguientes a que surta efectos la notificación.

IV. El día, hora y lugar señalados, la o el Oficial manifestará lo que considere pertinente, respetando en todo tiempo sus derechos y garantías.

V. Si la o el Oficial no presenta pruebas, la audiencia para su ofrecimiento se efectuará dentro de los diez días hábiles siguientes, reiterándole su derecho de exponer las declaraciones que respalden su dicho.

VI. Concluidos los plazos señalados, la Dirección dictará resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a que concluya la última actuación, notificando de esto a la o el Oficial conforme al artículo 184 de esta Ley.

VII. De todas las actuaciones la Dirección levantará el acta circunstanciada correspondiente.

Artículo 184. Las notificaciones deberán efectuarse de manera personal, por conducto de la o el Visitador adscrito al Dirección o por la o el Oficial Coordinador que corresponda a la región de la o el Oficial sujeto al procedimiento.

ARTÍCULO 185. Para la imposición de las sanciones administrativas de suspensión y destitución se substanciará de la siguiente forma:

I. Si del informe de resultado de visita, queja o solicitud se desprende una sanción que encuadra dentro de los supuestos señalados en los artículos 180 y 181 de esta Ley, la Dirección seguirá el procedimiento indicado en el artículo 183 de esta Ley hasta antes de dictar resolución.

II. La Dirección a través de su titular remitirá a la Secretaría de Gobierno, a más tardar al día hábil siguiente de la última actuación, el expediente correspondiente al procedimiento.

La persona titular de la Secretaría de Gobierno designará al o la titular de la Coordinación General de asuntos Jurídicos de la propia Secretaría, que estará facultado para hacerse llegar de los medios de prueba que considere necesarios. 

III. El responsable podrá por una sola vez, citar a audiencia a la o el Oficial para oírlo en defensa, esta audiencia deberá efectuarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la recepción del expediente.

IV. Concluidos los plazos señalados la Secretaría de Gobierno, dictará la resolución definitiva que corresponda.

La substanciación del procedimiento señalado, no podrá exceder del término de sesenta días hábiles.

ARTÍCULO 186. La suspensión temporal podrá ser decretada hasta por seis meses.

La persona titular del Poder Ejecutivo nombrará, por conducto de la Secretaría de Gobierno, a la o el Oficial Adjunto que suplirá a la o el Oficial a quien se le haya dictado resolución con sanción de suspensión temporal.

ARTÍCULO 187. Dictada la resolución que ordena la destitución de un Oficial,  para un nuevo nombramiento se estará a lo que disponga el artículo 141 y 149 de esta Ley.

ARTÍCULO 188. Las resoluciones que resuelvan suspensión temporal o destitución se publicarán en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 189. Contra las resoluciones emitidas puede interponerse el recurso de revisión que contempla la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Coahuila de Zaragoza.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. Esta ley entrará en vigor a los 60 días hábiles siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Se abroga la Ley del Registro Civil para el Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 59, de fecha 25 de julio de 2003; y se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

TERCERO. La Persona titular del Ejecutivo dentro del plazo de 90 días hábiles siguientes a la entrada en vigor de esta ley, expedirá las adecuaciones que resulten necesarias al Reglamento Interior del Registro Civil, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 59, de fecha 23 de julio de 2002, a efecto de que las disposiciones de éste se ajusten al presente Decreto. 

CUARTO. Dentro del plazo de 30 días hábiles siguientes a la entrada en vigor de esta ley, deberán realizarse las adecuaciones a los formatos, medios electrónicos, e información publicada en el portal del Registro Civil para adecuarlas a los términos del presente Decreto.

QUINTO. Todos los asuntos que se encuentren en trámite seguirán tramitándose de conformidad con las disposiciones vigentes al momento que fueron iniciados.

SEXTO. Dentro del plazo de 60 días hábiles siguientes a la entrada en vigor de este decreto, se deberán de realizar las adecuaciones necesarias a las leyes y reglamentos, demás disposiciones que resulten procedentes.

Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean votadas a favor.

SALON DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 15 de mayo de 2018

DIPUTADA 

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA

Dictamen de la Comisión de Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa  con Proyecto de Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila así como diversos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García del Partido Revolucionario Institucional.

Resultando

Primero.- Que en la sesión celebrada en el Pleno del Congreso, el día 30 de abril de 2018, se desahogó lo relativo al trámite de la primera lectura de la presente iniciativa.

Segundo.- Que en la citada sesión, por acuerdo del Pleno, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, la iniciativa a la que se ha hecho referencia, para efectos de hacer el estudio correspondiente de la iniciativa.

Considerando

Primero.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con fundamento en los artículos 109, 163, 164,  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

Segundo.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila así como diversos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García del Partido Revolucionario Institucional,  se basa entre otras, en las consideraciones siguientes:

Exposición de motivos

Los  valores y objetivos que tiene todo Poder Legislativo siempre estarán encaminados en la búsqueda de mejorar las condiciones de vida de la ciudadanía, la inclusión laboral de las personas con discapacidad es una de las temáticas en la actualidad de mayor preocupación, sobretodo en términos de gestión; esto tiene como implicaciones dejar a un lado los matices idealistas y convertirlas en un hecho legislativo.

La inclusión laboral, según Jürgen Weller, se refiere a los “procesos que permiten el acceso de una parte de la población a empleos productivos con condiciones laborales favorables o adecuadas” sin distinción de género, raza, nacionalidad, edad, discapacidad, religión, orientación sexual o estado civil.

Conscientes del escenario en desventaja que afronta la población con discapacidad, a partir del 2013 en México, cada 27 de febrero se conmemora el Día Nacional por la Inclusión Laboral que tiene como objetivo reconocer el avance que ha tenido la legislación mexicana en cuanto a las oportunidades laborales en las que se encuentran las personas más vulnerables; este reconocimiento implica un análisis de la situación actual en la que se encuentra dicha población, y por ende la creación de nuevas estrategias que propicien la participación de personas con discapacidad en el mercado laboral sin que sean discriminados y en igualdad de oportunidades.

La Secretaría del Trabajo y Prevención Social es la responsable de encaminar y poner en acción cualquier tipo de estrategia, proyecto, programa etc. en aras de proteger los derechos  laborales de las personas, incluyendo a las personas en situación de vulnerabilidad; actualmente cuenta con una red a nivel nacional de vinculación laboral compuesta por 32 redes estatales las cuales sirven como instrumentos de coordinación entre instituciones públicas, cámaras empresariales, sindicatos y organizaciones de la sociedad civil con el propósito de impulsar acciones de inclusión laboral.

En Coahuila la Secretaría de Trabajo (SETRA) actualmente cuenta con un programa de inclusión laboral denominado “Abriendo Espacios” el cual está dirigido a los adultos mayores y personas con discapacidad y tiene como objetivo reducir las dificultades a las que se enfrentan esta población al incorporarse en el ámbito laboral. Hoy en día, cuenta con 234 plazas disponibles para nuestro Estado, dirigidas a personas con discapacidad, si bien no se cuenta con un registro exacto de la población con discapacidad en Coahuila, evidentemente 234 plazas son insuficientes para cubrir la necesidad de inclusión al mercado laboral.

Lo anterior me lleva a reflexionar si la inclusión laboral en términos generales es responsabilidad solamente del Gobierno, la respuesta es sí, sí al menos en lo que se refiere a los términos de protección de sus derechos y oportunidades, en donde se velen sus derechos en una sociedad incluyente.

Una empresa dedicada a la investigación y análisis estratégico de la opinión pública (Parametrá) recientemente realizó una encuesta en la que la población manifestó lo siguiente: el 57% de la población encuestada cree que la responsabilidad debe de recaer en el Gobierno, en segundo lugar un 20% piensa que los responsables deben ser los familiares de las personas con discapacidad, el 13% considera que la sociedad en conjunto es la responsable de crear un entorno y cultura de inclusión, y un 5% apunta a organizaciones no gubernamentales como las encargadas de brindar condiciones óptimas de vida a las personas con alguna discapacidad.

Si bien es necesario un cambio de cultura y consciencia ciudadana, que promueva el valor de la  inclusión, quizá es tiempo de reflexionar y darnos cuenta que los esfuerzos que se han realizado hasta el día de hoy (programas, leyes, tratados internacionales, etc.) son insuficientes, no solo se trata de tolerar o aceptar la diferencia, se trata de reconocer que existen otras posibilidades de garantizar su desarrollo y crecimiento personal y profesional, es por eso que la iniciativa propuesta va encaminada a que seamos nosotros quienes pongamos el ejemplo, que las dependencias gubernamentales incluyan en su estructura a personas con discapacidad, a que seamos congruentes con nuestras políticas públicas y éstas se conviertan en hechos, a que realmente generemos una empatía con ellos desde la convivencia no solamente desde el discurso, en otras palabras a que seamos conscientes de que una verdadera inclusión radica en cruzar la delgada línea de accesibilidad, esto nos hace abrazar la diferencia.

Es por ello que la presente Iniciativa, plantea reformar la Ley Orgánica de la Administración Publica con el objeto de que se establezca dentro de las atribuciones de la Secretaría del Trabajo la inclusión laboral de las personas con discapacidad a las oficinas gubernamentales así como a las empresas, velando por garantizar la promoción y las garantías de acceso a un trabajo digno; reformando a la vez algunos artículos de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado con la finalidad de incorporar la Inclusión Laboral como prioridad dentro del entorno global de las personas.

Tercero.- Que una vez analizada la exposición de motivos, la comisión dictaminadora estima que la iniciativa en cuestión es procedente en base a las consideraciones siguientes:

La iniciativa resulta positiva ya que tiende a proteger a la personas con discapacidad y promover su inclusión en el ámbito laboral. En ese sentido, las políticas públicas en favor de grupos vulnerables resultan necesarias para garantizar sus derechos humanos, de manera que puedan ser ejercidos plenamente. 

La Convención sobre los Derechos de Personas con Discapacidad sostiene que los estados parte se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. 
A tal fin, el artículo 4º del citado ordenamiento a la letra dice;

 “Los Estados Partes se comprometen a: 

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención; 

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad; 

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad; 

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

 e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o empresa privada discrimine por motivos de discapacidad”

El mandato convencional, es consistente con la constitución que en su artículo 1º párrafo 3º establece que “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”.

En esa tesitura, el Congreso del Estado de Coahuila al aprobar el ordenamiento propuesto, estaría cumpliendo con sus obligaciones convencionales por lo que toca a la adopción de medidas, como con el mandato constitucional de promover, respetar y garantizar los derechos humanos de las personas con discapacidad.

Finalmente, la iniciativa propuesta  contiene una medida legislativa que persigue una finalidad constitucionalmente válida, consistente en la protección de las personas con discapacidad y su inclusión en el ámbito laboral, y para  lograr la consecución de su fin no impone de manera innecesaria y desproporcionada deberes al Estado , puesto que únicamente lo constriñe a cumplir con las obligaciones contenidas en la propia constitución y los tratados internacionales, por lo que la medida legislativa  resulta a todas luces  útil y necesaria.

Cuarto.- Por estas razones y con fundamento en las consideraciones anteriormente expuestas se expide el siguiente:

Proyecto de Decreto

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman las fracciones IV y V del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 33. A la Secretaría del Trabajo le corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I. a la III. …

IV.  Promover e instrumentar, políticas y acciones para el acceso y permanencia al trabajo digno, que fomenten la igualdad entre mujeres y hombres, así como la inclusión de las personas con discapacidad y personas en situación de vulnerabilidad laboral; 

V. Diseñar y dirigir programas de fomento al empleo, mediante la capacitación y adiestramiento para el trabajo y la vinculación al sector productivo, incluyendo a las personas con discapacidad, propiciando su integración en el ámbito laboral tanto en empresas como en oficinas gubernamentales;  

VI. a la XVIII. …

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforman las fracciones X y XVII del artículo 2°; el inciso c) e inciso i) del artículo 3°; los párrafos tercero y cuarto del artículo 4°; las fracciones II, VII y IX del artículo 6°; los artículos 20° y 31° de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2°… 

I. al IX. …

X.  Discriminación por motivos de discapacidad. Cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos: político, económico, social, laboral, educativo, religioso, cultural, civil, deportivo, de comunicación o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables;  

XI. a la XVI. …

XVII.
 Igualdad de oportunidades. Proceso de adecuaciones, ajustes, mejoras o adopción de acciones afirmativas necesarias en el entorno jurídico, laboral, social, económico, cultural y de bienes y servicios, que faciliten a las personas con discapacidad su inclusión, integración, convivencia y participación, en igualdad de oportunidades con el resto de la población; 

XVIII a la XXV. …

Artículo 3°… 

I. a la III. …

… 

a) al b) …

c) 
Promover la elaboración, publicación y difusión de estudios, investigaciones, obras y materiales sobre el desarrollo e inclusión social, laboral, económica, política y cultural de las personas con discapacidad; 

d) al h) …

i) 
Suscribir convenios con el sector gubernamental y los sectores productivos y empresariales, para que se proporcionen oportunidades laborales, y se otorguen descuentos, facilidades económicas o administrativas en la adquisición de bienes y servicios públicos o privados, a las personas con discapacidad o sus familias; 

j) al l). …

…

Artículo 4°. …

…

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos de carácter específico destinados a prevenir o compensar las desventajas o dificultades que tienen las personas con discapacidad en la incorporación y participación plena en los ámbitos de la vida política, económica, laboral, social y cultural. 

La Administración Pública Estatal y los municipios, en el ámbito de su competencia, impulsarán el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, a través del establecimiento de medidas contra la discriminación y acciones afirmativas positivas que permitan la integración social y laboral de las personas con discapacidad. Será prioridad de la Administración Pública Estatal y de los municipios, adoptar medidas de acción afirmativa positiva para aquellas personas con discapacidad que sufren un grado mayor de discriminación, como son las mujeres, las personas con discapacidad con grado severo, las que viven en el área rural, o bien, las que no pueden representarse a sí mismas. 

Artículo 6°…
I. …

II. 
Fomentar que las dependencias y entidades de la administración pública estatal trabajen en favor de la inclusión laboral, social y económica de las personas con discapacidad en el marco de las políticas públicas en la materia; 

III. a la VI. …
VII. 
Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno del Estado a que instrumenten acciones en favor de la inclusión laboral, social y económica de las personas con discapacidad en el marco de las políticas públicas; 

VIII…

IX. 
Impulsar la adopción de acciones afirmativas orientadas a evitar y compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, económica, laboral,  social y cultural; 

X al XII…
Artículo 20°… 

Así mismo, las autoridades estatales y municipales competentes convocarán a las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, a los empresarios y sus representantes, los sindicatos, el sector social y el Sistema de Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado, para que creen e impulsen programas de capacitación e integración laboral para personas con discapacidad, que por alguna razón no tuvieran otra opción para integrarse o capacitarse para el trabajo. 

Artículo 31°.- Las empresas privadas y oficinas gubernamentales deberán contar con facilidades arquitectónicas para sus trabajadores con alguna discapacidad. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.
Saltillo, Coahuila a 08 de mayo de 2018.

COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD
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Dictamen de la Comisión de Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción III del artículo 94 de la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos del Partido Revolucionario Institucional.

Resultando

Primero.- Que en la sesión celebrada en el Pleno del Congreso, el día 10 de abril de 2018, se desahogó lo relativo al trámite de la primera lectura de la presente iniciativa.

Segundo.- Que en la citada sesión, por acuerdo del Pleno, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, la iniciativa a la que se ha hecho referencia, para efectos de hacer el estudio correspondiente de la iniciativa.

Considerando

Primero.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con fundamento en los artículos 109, 163, 164,  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

Segundo.- Que la, Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción III del artículo 94 de la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos del Partido Revolucionario Institucional se basa entre otras, en las consideraciones siguientes:

Exposición de motivos

Los animales son seres vivos que comparten nuestro mundo y que por ese solo hecho, merecen nuestro respeto y consideración. Representan para muchos de nosotros, no solamente compañía, sino también una vía para expresar cariño y afecto, siendo considerados como parte de nuestras familias.

Por ello, la legislación coahuilense ha sido muy puntual en la defensa de sus derechos, contando con normas de avanzada que establecen regulaciones protectoras, tendientes a salvaguardar en su favor, un trato digno y decoroso.

En sentido, contamos con la Ley de Protección y Trato Digno a Los Animales Para El Estado de Coahuila de Zaragoza que establece derechos y obligaciones respecto a los animales domésticos; inclusive en el Código Penal de nuestra entidad, está inserto un capítulo denominado Delitos contra animales que afectan al derecho de una vida libre de violencia.

Ahora bien, si bien es verdad que todos los animales, por el solo hecho de serlo, tienen derecho a un trato digno, hay que reconocer que cierto tipo de animales, prestan un servicio invaluable a la sociedad, como podría ser el caso de los perros de rescate, de gran ayuda en la recuperación de personas sepultadas bajo los escombros de edificios, como ya lo hemos visto en recientes catástrofes naturales.

En ese rango de animales, encontramos también a los perros guías para personas invidentes.

Estos animales, para poder llegar a esa categoría, requieren de un entrenamiento bastante riguroso, que puede extenderse por meses o años, recalcando además que no todos los perros cumplen con los requerimientos. Hecho lo anterior, todavía deben pasar semanas juntos de capacitación, para que puedan integrarse como binomio.  

Es  importante recalcar, que de conformidad a las asociaciones que realizan esta labor, los perros no son vendidos, sino que son donados a las personas invidentes que lo requieren y lo solicitan, por lo que el vínculo que los une, además de tener la calidad de un animal de compañía, también lo vuelve parte de su persona y lo convierte en instrumento necesario para el ejercicio de sus derechos, por lo que cualquier daño físico que pudiera sufrir el perro guía, debe interpretarse como una lesión a la viabilidad de los derechos humanos de la persona.

Por ello, es menester revisar con puntualidad el régimen sancionador en la materia de perros guía, previsto en la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, que a la letra señala:

Artículo 91°.- Son infracciones leves: I. Obstruir las rampas o accesos para personas con discapacidad II. La exigencia de pago alguno por el acceso de los perros guía sin que su entrada implique gasto adicional, conforme la presente ley. III. El daño físico que le sea infligido a un perro guía por negligencia. IV. Todas las conductas pasivas o activas que dificulten el ejercicio de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y sus perros guía.

Artículo 92°.- Son infracciones graves: I. El infringir los derechos reconocidos en la presente ley en cuanto a lugares, alojamientos, establecimientos, locales de propiedad privada. 27 II. La comisión de tres faltas leves, sancionadas, en un período de dos años. III. Todas las conductas pasivas o activas que impidan en forma manifiesta y notoria el ejercicio de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y/o a sus perros guía.

Artículo 93°.- Son infracciones muy graves: I. Negar el acceso o permanencia en lugares, alojamientos, locales y transportes públicos; II. Que los empresarios, administradores y organizadores de espectáculos públicos omitan o ubiquen discriminatoriamente los espacios reservados, así como las facilidades de acceso, para personas con discapacidad; III. El daño físico que le sea infligido en forma dolosa a un perro guía; IV. La comisión de tres faltas graves, sancionadas, en un período de dos años. 

Artículo 94°.- Para los efectos de la presente ley, se aplicará, independientemente de lo dispuesto por otras disposiciones legales, las siguientes sanciones: I. Para las infracciones leves, multa equivalente de 10 a 50 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización; II. Para las infracciones graves, multa equivalente de 51 a 100 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización; y III. Para las infracciones muy graves, multa equivalente de 100 a 300 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización. El monto de dinero obtenido de estas sanciones será destinado a la realización de programas en beneficio o atención a personas con discapacidad.

De lo anteriormente expuesto, se aprecia que la actual ley contempla sanciones leves, graves o muy graves para diversos actos. 

En el caso de los perros guía, las sanciones muy graves, se aplican en el supuesto de un daño físico infligido en forma dolosa al perro guía, mismo que sería castigado con una multa de 100 a 300 veces el valor de la UMA, que para este año  se ubica en $80.70, por lo que en el  2018, la multa oscilaría entre $8,070 y $24,210, independiente de las responsabilidades civil o penal a que hubiera lugar.

Tal cantidad estimamos que no es la adecuada cuando producto de ese daño físico, sobrevenga la muerte del animal o la incapacidad permanente para el desempeño de sus funciones, sobre todo si consideramos que de acuerdo a las organizaciones que se dedican a la crianza de estos animales, además del tiempo invertido en su entrenamiento que no es cuantificable con facilidad, el costo de su entrenamiento y su mantenimiento a lo largo de su vida útil, pudiera estar en el orden de los $300 mil pesos, todo ello, sin considerar el daño emocional que se genera hacia la persona usuaria, dada la cercanía que se tiene entre ambos, dada su cualidad de binomio.

Así pues, se estima que es menester proponer que la infracción consistente en la lesión física dolosa a un perro guía, sea incrementada al doble, cuando el daño físico que se inflija, le cause la muerte o alguna incapacidad permanente para prestar el servicio como tal.

No podemos soslayar que los perros guía, son animales únicos dado el servicio que prestan y que sanciones de esta naturaleza, son acordes y proporcionales a la infracción cometida y tienen relación directa con el costo económico de estos animales, pero sobre todo, con el valor que representan para su dueño, como instrumento básico para el ejercicio de sus derechos humanos, agregando además que no son animales en mercado, sino que su donación sigue un proceso de selección muy complejo, dada la naturaleza del servicio que prestan, por lo que un invidente quedaría sin ese apoyo por un tiempo considerable.

Tercero.- Que una vez analizada la exposición de motivos, la comisión dictaminadora estima que la iniciativa en cuestión es procedente en base a las consideraciones siguientes:

A. La iniciativa con proyecto de decreto resulta positiva ya que dota de un marco legal que le da una protección más amplia a las personas en situación de vulnerabilidad en razón de su discapacidad visual. En efecto como sostiene la iniciativa, los perros guía son un elemento importante en la vida diaria de las personas invidentes, esto es así debido a que los mismos, les permiten valerse en condiciones más equitativas respecto de quienes no tienen alguna discapacidad, por lo que lo que el nivel de protección en el que se traduce esta iniciativa tanto a los perros como a sus dueños resulta indispensable. 

B. En cuanto a la multa, consideramos que la misma es proporcional pues tal como lo sostiene la exposición de motivos, la misma se calcula con base en los costos que resultan de la crianza y entrenamiento de los perros guías. Lo anterior es importante porque al momento de tratar de reparar el daño a la persona propietaria del animal,  tendría que hacerse con otro animal con las mismas características y aptitudes, por lo cual resulta congruente que la sanción se calcule en esos términos.

Sirva de apoyo a lo anterior lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Pleno1a./J. 31/2017, la cual sostiene: 

“DERECHO FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y ALCANCE.

El derecho citado es un derecho sustantivo cuya extensión debe tutelarse en favor de los gobernados, por lo que no debe restringirse innecesariamente. Ahora bien, atento a los criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a la reparación integral permite, en la medida de lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el pago de una indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo cual no debe generar una ganancia a la víctima, sino que se le otorgue un resarcimiento adecuado.”

C. Finalmente, los recursos que se obtuvieran de la multa serían destinados a programas y políticas públicas en favor de las personas con discapacidad, lo cual le da una finalidad válida a la sanción que beneficia al grupo vulnerable tutelado por la norma, maximizando su protección y velando por sus intereses. 

Cuarto.- Por estas razones y con fundamento en las consideraciones anteriormente expuestas se expide el siguiente:

Proyecto de Decreto

ÚNICO.-  Se reforma la fracción III  del Artículo 94 de la Ley para Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 94°.-  …

I a II. …

III. Para las infracciones muy graves, multa equivalente de 100 a 300 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización. En el caso que la infracción consista en el supuesto señalado en el artículo 93 fracción III, y que derivado de ese daño físico, el perro guía pierda la vida o se prive en definitiva de sus facultades para la prestación del servicio, la sanción será de 200 a 600 veces el valor diario de la unidad de medida y actualización.
El monto de dinero obtenido de estas sanciones será destinado a la realización de programas en beneficio o atención a personas con discapacidad visual.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.
Saltillo, Coahuila a 08 de mayo de 2018.

COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTÍCULOS

	DIP. CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
(COORDINADORA)
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
(SECRETARIA)


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. MARÍA EUGENIA CÁZARES MARTÍNEZ

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	


PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, POR CONDUCTO DE SU COORDINADOR, DIPUTADO JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS, A FIN DE QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITE A LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO, APOYO PRESUPUESTAL PARA LA INMEDIATA EJECUCÍÓN DE UN PROYECTO DE MANTENIMIENTO A LAS DETERIORADAS E INSUFICIENTES INSTALACIONES DEL CENTRO ESTATAL DE SALUD MENTAL (CESAME) Y HOSPITAL PSIQUIÁTRICO DE PARRAS DE LA FUENTE, ELABORADO Y PLANTEADO A ESTA SOBERANÍA POR LA SECRETARÍA DE SALUD EN LA ENTIDAD.
Como resultado de las reuniones de trabajo coordinado que venimos sosteniendo con la Secretaría de Salud en Coahuila, y luego de una serie de diligencias que a través de la Coordinación respectiva se realizan en el Centro Estatal de Salud Mental (Cesame), entre otras instituciones del Sector Salud, quienes firmamos al calce, Diputados integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, sometemos a consideración de esta Honorable LXI Legislatura la presente Proposición con Punto de Acuerdo, bajo el carácter de urgente u obvia resolución, al tenor de la exposición de motivos que a continuación se señalan. 

Ante el constante aumento de la población, que obedece principalmente a los repuntes en las tasas de natalidad y a la intensa inmigración generada por nuestros polos de desarrollo, hoy más que nunca se requiere mejorar y ampliar de manera decidida la cobertura de servicios públicos, como parte de la estrategia para elevar la calidad de vida de los coahuilenses. 

Llama la atención que, en lo que concierne al Sector Salud de Coahuila, este venga arrastrando serios rezagos, mismos que se acentuaron a partir de que, por primera vez en décadas, su presupuesto fue recortado por el Gobierno Federal, restándole capacidad para cubrir de manera satisfactoria la creciente demanda de atención médica, con todo lo que ello implica. 

Dos de las instituciones que más han resentido esta medida son el Hospital Psiquiátrico de Parras y el Centro Estatal de Salud Mental (Cesame), que opera a no más del 80%, pues el tercero de sus cinco módulos de hospitalización (que en teoría albergan a 48 pacientes adultos y a 12 menores) se encuentra fuera de servicio, debido a su severo deterioro, según se pudo constatar personalmente. 

En virtud de esta urgente necesidad, y dado que la demanda de servicios en estas instalaciones va en constante crecimiento, la Secretaría de Salud ha solicitado la intervención de esta Soberanía, a fin de que la Secretaría de Finanzas atienda el siguiente Proyecto de Mantenimiento de Inmuebles de Unidades Aplicativas del Instituto de Servicios de Salud, Rehabilitación y Educación Especial e Integral del Estado de Coahuila (ISSREEI). 

Es pertinente señalar que, en efecto, la Secretaria no dispone de una asignación específica, dentro de su actual presupuesto de egresos, para la realización del referido proyecto de mantenimiento, el cual ya no debe ser postergado. 

Así pues, el Cesame requiere una partida de un millón 226 mil 320 pesos, para ser aplicada en el mantenimiento de cinco equipos de aire acondicionado, tanto como en la impermeabilización de las azoteas del área de hospitalización, el reacondicionamiento de las cuatro centrales de enfermería y la remodelación de cuatro módulos de hospitalización, lo cual permitiría volver a poner en operación el módulo número tres. 

Así mismo, para el Hospital Psiquiátrico de Parras, se necesitan 270 mil pesos, que servirían para la impermeabilización de las azoteas de los pabellones, del comedor, de la cocina y de la lavandería. 

En total, los recursos demandados por la Secretaria de Salud en Coahuila suman un millón 496 mil 320 pesos, conforme a los conceptos, descripciones, unidades de medida y desglose de dicha cantidad, plasmados en formato emitido por dicha dependencia y que se anexa al presente documento. 

Por todo lo anteriormente expuesto, y en apego a lo establecido en los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos a la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, presenta ante este Honorable Congreso del Estado, con el objeto de que sea tramitada, con carácter de urgente u obvia resolución, la siguiente: 

PROPOSICÍÓN CON PUNTO DE ACUERDO 
ÚNICO. Que esta Soberanía solicite de la manera más respetuosa a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado la autorización y asignación, a la mayor brevedad posible, de un monto presupuestal por $1'496,320.00 (un millón cuatrocientos noventa y seis mil trescientos veinte pesos) para aplicarlos en la ejecución de un proyecto de mantenimiento en el Centro Estatal de Salud Mental (Cesame) y el Hospital Psiquiátrico de Parras, según la descripción hecha en la presente Proposición y conforme al documento que se anexa a la misma, presentado a esta Comisión por dicha Secretaría en la entidad. 

ATENTAMENTE 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 07 de mayo de 2018 

COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA 

DIP. JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS

COORDINADOR 

	DIP. ZULMMA V. GUERRERO CÁZARES

SECRETARIA

DIP. ROSA N. GONZÁLEZ NORIEGA

INTEGRANTE
	DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA

INTEGRANTE

DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

INTEGRANTE


H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Proposición con Punto de Acuerdo que presentan los diputados integrantes de la Comisión de Deporte y Juventud, con objeto de que este H. Pleno solicite a la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (CONADE) y al Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte (SINADE), un informe detallado sobre los avances y logros obtenidos de acuerdo a las observaciones y estrategias planteadas en el Programa Nacional de Cultura Física y Deportes 2014-2018, además de los datos siguientes: Un comparativo por estados en cuanto a inversión realizada en materia deportiva en el mismo periodo de tiempo antes señalado; y, la forma en qué está integrada la CONADE, sus áreas y el presupuesto asignado para este año 2018, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

El 30 de abril de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el denominado Programa Nacional de Cultura Física y Deporte 2014-2018; de forma textual y abreviada, sus objetivos son:

“…integrar los objetivos, estrategias y líneas de acción que permitirán alcanzar los supuestos planteados como fundamentales para lograr incorporar, en la población en general, la práctica de la actividad física y deportiva como un medio para mejorar su calidad de vida, fomentar una cultura de la salud y promover una sana convivencia a través de la competencia dentro de un marco reglamentado. Para ello, se propone impulsar condiciones adecuadas en cuanto a infraestructura y programas atractivos que operen con eficiencia y eficacia, siempre de manera cercana a la comunidad.

La base de este documento es el trabajo realizado por personal de la Comisión Nacional de la Cultura Física y Deporte (CONADE) y otros agentes del Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte (SINADE), que aportaron sus conocimientos técnicos y estratégicos al proyecto.

Adicionalmente, durante el proceso de elaboración se convocaron foros públicos con el objeto de escuchar y conocer todos los puntos de vista posibles y las propuestas que, tanto expertos como ciudadanos, entregaron para ser estudiadas e incorporadas a este Programa Nacional de Cultura Física y Deporte.”

El Programa señalado, se sustenta en diversos estudios y diagnósticos que se realizaron sobre la situación del deporte mexicano, tomando como base diez ejes principales: deporte escolar, deporte de rendimiento, deporte de alto rendimiento, deporte y discapacidad, deporte y transversalidad, deporte y normatividad, deporte social, deporte profesional, infraestructura del deporte y capacitación en el deporte.

Asimismo, establece las fortalezas y debilidades de nuestro sistema deportivo en los rubros antes señalados. Por ser del interés de lo que se propone como tema para esta Comisión, me permito citar las debilidades:

 Atención deficiente en el ámbito del deporte social debido a la gran cantidad de municipios. Existen 2,457 municipios, en la mayoría de los cuales no hay personal contratado para desarrollar programas encaminados a la atención del deporte social, según el número de municipios representados en los Sistemas Estatales del Deporte; el único Estado con responsable del deporte en todos sus municipios es Baja California.

No existen ligas deportivas escolares y municipales. Al iniciar la actual administración la Subdirección General de Cultura Física de la CONADE no contaba con ninguna Liga Municipal registrada ni tampoco con Ligas Escolares debidamente protocolizadas.
No existe ningún diagnóstico de aptitud física. No se cuenta con información que permita conocer cuál es el estado de la aptitud física de los mexicanos, por lo que es difícil establecer de forma inmediata programas encaminados a promover la activación física.

Se carece de Programas de Activación Física. En general, la población recibe mucha información acerca de la necesidad de realizar actividades físicas, sin embargo, no existen programas que establezcan de manera clara qué requiere cada individuo para mejorar su salud y mucho menos que permitan dar un seguimiento.
Falta de Integración de la Iniciativa Privada en los Programas de Activación Física. Aunque existe un creciente interés por abatir el sedentarismo y las enfermedades crónicas degenerativas por parte de la sociedad en general, no existen programas unificados que convoquen a las empresas para que fortalezcan económicamente los esfuerzos por activar físicamente a la sociedad.
Falta de hábitos de práctica deportiva. Con carácter general, la población mexicana no tiene hábitos de práctica deportiva incorporados en su día a día. Según el Módulo de Práctica Deportiva y Ejercicio Físico, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), en su primera etapa en noviembre del 2013, el 56.2% de la población mexicana de 18 años y más en área urbana es inactiva físicamente. De este universo, el 42% son hombres y el 58% mujeres.  
Resultados del deporte mexicano en el contexto internacional. Aunque han mejorado en las últimas décadas, los resultados deportivos que obtiene México - sus deportistas, equipos y selecciones- en el contexto internacional no son proporcionales a la densidad demográfica y la dimensión del país. México ocupó el puesto 39 en el medallero de los Juegos Olímpicos de Londres 2012; de entre los 38 países que lo superaron, 13 están por debajo de él en dichos rubros. Si tomamos como referencia el Índice de Desarrollo Humano, publicado por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, es un dato que apunta que el país debería y podría estar mejor situado en el listado de potencias deportivas mundiales.

No se cuenta con un censo de instalaciones deportivas en el país. No se puede tener de manera clara y precisa un punto de partida para conocer la situación real de la infraestructura dedicada al deporte social en el país, además de la inexistencia de un esquema, normas o instrucciones en torno a la planificación, creación y operación de instalaciones deportivas.

Financiamiento público insuficiente para la activación física. Ante la inexistencia de un registro oficial en la materia, tomando como base el presupuesto que la CONADE recibió para el programa "Ponte al 100" en el Ejercicio 2013, un total de 181 millones de pesos (MDP), que divididos entre más de 112 millones de habitantes, está por debajo de los 2 pesos por persona, lo cual resulta insuficiente…

Además de los temas relacionados con lo siguiente: ninguna de las Asociaciones Deportivas Nacionales contaba con un plan estratégico, tampoco con manuales de organización y procedimientos, de tal manera que la administración que ejercían era empírica; falta de formación de responsables del sistema deportivo (entrenadores); falta de un programa integral para el deporte de alto rendimiento; no existe detección, selección y desarrollo de talentos deportivos; Obsoleta Legislación Estatal en Materia Deportiva. Ninguna Legislación Estatal de Cultura Física y Deporte ha sido alineada con la Ley General de Cultura Física y Deporte vigente; además de otras debilidades y amenazas consideradas en el Programa.

Debido a las observaciones derivadas de los diagnósticos, el Programa establece diversos  objetivos y estrategias que, se entiende, debieron implementarse a lo largo de todo el periodo señalado 2014-2018; entre otros (objetivos), y para abreviar: Aumentar la práctica del "deporte social"; Transformar el sistema deportivo mexicano mejorando los elementos administrativos, técnicos, normativos y tecnológicos de los responsables deportivos para un mayor aprovechamiento de los recursos; Mejorar la infraestructura deportiva del país al garantizar la óptima operación tanto de la ya existente, como de aquella que sea de nueva creación para acercar la práctica del deporte al ciudadano; Implementar un sistema más eficaz de gestión del alto rendimiento para mejorar el desempeño del país en competencias internacionales; Impulsar la gestión del deporte desde una perspectiva transversal para incidir en la vida de las personas; e Impulsar el desarrollo social a través del deporte, en especial el desarrollo femenino y de las personas con discapacidad.
En reunión de trabajo de la Comisión de Deporte y Juventud, los integrantes consideramos en forma unánime que es muy importante conocer los resultados de este Programa Nacional, toda vez que se acerca a su año final para el periodo establecido 2014-2018, y es necesario que como entidad contemos con la información precisa de lo que se logró y lo que está pendiente, para poder estar en condiciones de valorar, desde la perspectiva de la CONADE, la situación del deporte en nuestra entidad, conociendo de paso la información estadística, presupuestal, técnica y de políticas públicas en la materia.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente: 
Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único. -  Este H. Pleno solicita a  Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (CONADE) y al Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte(SINADE), un informe detallado sobre los avances y logros obtenidos de acuerdo a las observaciones y estrategias planteadas en el Programa Nacional de Cultura Física y Deportes 2014-2018, además de los datos siguientes: Un comparativo por estados en cuanto a inversión realizada en materia deportiva en el mismo periodo de tiempo antes señalado; y, la forma en qué está integrada la CONADE, sus áreas y el presupuesto asignado para este año 2018, con base en la siguiente:

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI,  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

Por la Comisión de Deporte y Juventud

Saltillo, Coah; a 8 de Mayo de 2018.

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GOMEZ

COORDINADOR

DIP. EDGAR GERARDO SANCHEZ GARCIA
     DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDES




DIP. VERONICA BOREQUE MARTINEZ GONZALEZ
    DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE






HOJA DE FIRMAS QUE ACOMPAÑA LA PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO DE LA COMISION DE JUVENTUD  Y DEPORTE DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PRESENTE.-

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO DE LA LXI LEGISLATURA DE ESTE HONORABLE CONGRESO, POR EL QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITA A LA DELEGACIÓN ESTATAL EN COAHUILA DE LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA DEL GOBIERNO FEDERAL, A NACIONAL FINANCIERA, Y A LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y TURISMO DEL ESTADO, UN INFORME EN EL QUE SE DETALLE EL NÚMERO DE MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PYMES) QUE FUERON CREADAS EN LOS ÚLTIMOS 10 AÑOS EN EL ESTADO DE COAHUILA, ASÍ COMO LOS EMPLEOS GENERADOS POR TAL HECHO Y LA INVERSIÓN QUE SE GENERÓ PARA EL APOYO A CADA UNA DE ELLAS. 
CONSIDERANDO

Que la Ley de Desarrollo Económico del Estado de Coahuila de Zaragoza dispone en sus artículos 4 fracción VII, 7 fracción V, y en el Capítulo III lo siguiente:

“Artículo 4.- Esta Ley tiene como finalidades:

…

VII. Promover, impulsar y apoyar la instalación de micro, pequeñas y medianas empresas en el estado;

...

Artículo 7.- Podrán ser objeto de los estímulos e incentivos previstos por esta Ley, las actividades que lleven a cabo las personas físicas o morales que realicen inversiones en el estado que generen empleos, así como aquéllas que cuenten con el Certificado de Empresa Coahuilense, generen empleos por la ampliación de sus actividades, de sus instalaciones productivas, cuyas inversiones o ramas productivas se encuentren en alguno de los siguientes supuestos:

…

V. Proyectos que desarrollen cadenas productivas y contribuyan al fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas del estado, mediante la operación de esquemas que permitan mejorar su productividad y competitividad;

…

CAPITULO III

APOYOS A LAS MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

Artículo 8.- La Secretaría en coordinación con los organismos, dependencias y entidades públicas y privadas competentes a nivel federal, estatal y municipal, promoverá los programas conducentes para elevar de manera permanente el nivel de competitividad de las micro, pequeñas y medianas empresas del estado, por lo que emprenderá las siguientes acciones:

I. Gestionar el otorgamiento de becas y programas de capacitación y adiestramiento de los empleados de estas empresas;

II. Impulsar la búsqueda de canales de comercialización y promoción de los productos en el ámbito regional, nacional e internacional;

III. Promover la aplicación de los procesos de mejora regulatoria a los trámites asociados a las micro, pequeñas y medianas empresas;

IV. Asesorar a las micro, pequeñas y medianas empresas, de manera continua y permanente en la especialización de procesos productivos y productos con ventajas competitivas;

V. Apoyar a las micro, pequeñas y medianas empresas con información estadística, sectorial y económica para la toma de decisiones;

VI. Implementar programas de apoyo para promover la competitividad y modernización de las micro, pequeñas y medianas empresas del Estado;

VII. Las demás acciones que, en los términos de la presente Ley, se consideren necesarias a favor de las micro, pequeñas y medianas empresas del estado”

Que la Ley Orgánica del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza dispone, en su artículo 95 fracciones I, III, IV y VI, lo siguiente:

“ARTÍCULO 95.- La Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo conocerá de los asuntos relacionados con:

I. Desarrollo económico del Estado;

…

III. Ejecución de las políticas y programas de Estado, generales, regionales y sectoriales, en materia de desarrollo, promoción y fomento económico;

IV. Información geográfica, estadística, socioeconómica, recursos y características de las actividades económicas de la Entidad;

…

VI. Micro, pequeña y mediana industria del Estado”.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas son más ágiles y flexibles, no requieren tanto papeleo y es más fácil modificar aspectos importantes de su estructura. En épocas de crisis y malos momentos, así como también en las decisiones, es más rápida y fácil su reacción. Además, existe una mayor unidad e independencia de la dirección de la empresa.
Las micro, pequeñas y medianas empresas son más cercanas al cliente, se orientan más a él y pueden conocer sus necesidades y deseos. De esta manera, también pueden atender mejor a las demandas. Sus clientes pueden recibir un trato más personalizado lo mismo que una relación más humana. Son más flexibles, lo que hace que se adapten mejor a cualquier situación.

Este tipo de empresas puede ocupar sectores de mercado poco o nada rentables para las grandes empresas, a las cuales no les interesa el esfuerzo a cambio de los beneficios ya que se orientan más a lo grande. Además, pueden detectar mejor estos sectores de mercado porque conocen mejor al cliente.

Hay una mayor implicación de los trabajadores, precisamente porque hay una relación más fluida y directa, se encuentran más cercanos y es más fácil que se identifiquen y sientan parte de la empresa.

Sin embargo, las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas también enfrentan retos. 

Durante años, las PYMES han tenido menores posibilidades de acceso a financiamientos, además las mejores condiciones son para las grandes empresas, sin dejar de lado que su poder de negociación con clientes y proveedores no es tan favorable como el de las grandes empresas, lo que hace que no puedan llegar a mejores precios y así tener un menor margen de ganancia.

Para las PYMES es más difícil acceder a algún tipo de financiamiento, por lo que en muchas ocasiones y en tiempos difíciles se tienen que cerrar por falta de recursos que les permitan salir de malas rechas. Las ventajas que tienen es la mayor cercanía con los clientes, la proximidad, la creación de empleo de gente de la zona y el que pueden permitirse un trato y productos más personalizados.

Las grandes empresas suelen trabajar en cadena o con productos que tienden a la estandarización y por eso pueden permitirse mejores precios en ocasiones, sin embargo, hay muchos clientes que prefieren el trato personal que les ofrece una PYME.

Ahora bien, la competencia global es un factor que estimula la inclusión de la innovación en la estrategia empresarial de las PYMES, aunque factores como su tamaño y la escasez de recursos, limitan el acceso a ella. Esta situación justificaría la intervención del Estado para impulsar la innovación en las PYMES. Diversos autores han expuesto el beneficio teórico de las ayudas que proporciona el Estado a las empresas. Esta política refleja la intención de las administraciones públicas por impulsar aquellas actividades o sectores de la economía que no tienen suficientes incentivos para actuar.

Por lo anterior, resulta relevante que los legisladores, quienes aprobamos el Presupuesto de Egresos del Estado e impulsamos leyes que fomenten la inversión y la generación de empleos, conozcamos las condiciones actuales bajo las que las Micro, Pequeñas y Medianas empresas se instalan en Coahuila, los empleos que generan y la aportación que los diferentes sectores gubernamentales realizan para la generación de estas. 

FUNDAMENTO LEGAL

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento legal en los artículos 21, Fracción  VI,  95, 179, 180, 181 y 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, es que presentamos ante esta Soberanía la siguiente
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

QUE POR LAS CARACTERISTICAS DEL CASO SEA RESUELTO POR LA VÍA DE URGENTE U OBVIA RESOUCIÓN.

ÚNICO.- QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITE A LA DELEGACIÓN ESTATAL EN COAHUILA DE LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA DEL GOBIERNO FEDERAL, A NACIONAL FINANCIERA, Y A LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA Y TURISMO DEL ESTADO, UN INFORME EN EL QUE SE DETALLE EL NÚMERO DE MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS (PYMES) QUE FUERON CREADAS EN LOS ÚLTIMOS 10 AÑOS EN EL ESTADO DE COAHUILA, ASÍ COMO LOS EMPLEOS GENERADOS POR TAL HECHO Y LA INVERSIÓN QUE SE GENERÓ PARA EL APOYO A CADA UNA DE ELLAS. 
ATENTAMENTE

LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE

DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO

DE LA LXI LEGISLATURA DELCONGRESO DEL ESTADO

INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DECOAHUILA DE ZARAGOZA
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA; A 7 DE MAYO DE 2018.

DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

_______________________


DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ 
_______________________


DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA


_______________________

DIP. EMILIO DE HOYOS MONTEMAYOR


________________________

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA


________________________
H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Proposición con Punto de Acuerdo en la Vía de Urgente y Obvia Resolución, que presenta  el Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño en conjunto con las Diputadas y Diputados integrantes  del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”  con el objeto de que el Pleno de esta Sexagésima Primera Legislatura, solicite a la Titular de  la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado, Licenciada María del Carmen Galván Tello, su renuncia irrevocable al cargo de Magistrada Supernumeraria del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila, a fin de garantizar la necesaria Objetividad,  Independencia e Imparcialidad que deben de distinguir a todo Juez o Magistrado de un Órgano jurisdiccional, dado que no puede ocupar ambos cargos simultáneamente, uno en el Poder Ejecutivo y el otro dentro del Sistema Estatal Anticorrupción como integrante del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila, dada la dependencia y subordinación evidente que tal funcionaria tiene con el Ejecutivo Estatal, lo cual violenta gravemente el Sistema Judicial Local, lo anterior con base en las siguientes:

CONSIDERACIONES:

El Sistema Estatal Anticorrupción de Coahuila, tiene como objeto principal el de establecer las bases de coordinación entre las autoridades de todos los entes públicos del Estado, para prevenir y sancionar las faltas administrativas y los hechos de corrupción en que puedan incurrir los funcionarios públicos del Estado, así como los particulares, a fin de investigar la fiscalización y control de los recursos públicos, estableciendo las bases mínimas para la emisión de políticas públicas e integrales para prevenir y combatir la corrupción, de acuerdo a lo expresamente dispuesto en la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Ahora bien, la Justicia se imparte en nombre del pueblo y se administra por el Estado a través de la función jurisdiccional, ejercida por Magistrados y Jueces integrantes del Poder Judicial, Independientes, Imparciales, Responsables y solamente sometidos al imperio de la ley, principios y postulados que deben de ser estrictamente respetados para poder confiar válidamente en los órganos impartidores de justicia.

En ese sentido, la Independencia y la Imparcialidad que deben de distinguir a un Juzgador o Juzgadora, significa que un impartidor de justicia debe de estar libre y ajeno de cualquier tipo de influencias que puedan condicionar su autoridad o su criterio judicial, ya que este debe de mantenerse en una posición de neutralidad respecto de los sujetos jurídicos que están involucrados en una contienda judicial, teniéndose que conducir un funcionario judicial de esa categoría con una conducta decente, recta e inquebrantable en el sentido de no tener una predisposición a favor o en contra de los contendientes a los que está juzgando, de ahí, que la Independencia e Imparcialidad con que debe de conducirse un Magistrado o Magistrada, debe de ser una de las más valiosas garantías de la función judicial, porque conlleva a la confianza de haber participado en un proceso jurisdiccional justo, puesto que un operador judicial nunca se debe de colocar en una posición o conducta inapropiada e ilegal de obediencia y subordinación de otros sobre de él o ella, ni respecto de las partes que está juzgando, resultando pues que estas dos características de Independencia e Imparcialidad sean los ingredientes substanciales de todo proceso judicial, ya que en esos principios radica la confianza de que se tome una decisión jurídica justa, porque sin un Magistrado o Juzgador imparcial no puede haber justicia como lo clama el pueblo de Coahuila.

Conforme a lo anteriormente expuesto, si el Tribunal de Justicia Administrativa de Nuestro estado, es parte integrante del Sistema Estatal Anticorrupción y está obligado a hacer cumplir la Constitución Política de Coahuila, y las leyes relativas a la responsabilidad de los servidores públicos y del procedimiento de lo contencioso administrativo, mediante procedimientos judiciales que deben de estar apegados a los principios de legalidad, máxima publicidad, debido proceso, profesionalismo, imparcialidad e independencia, para así decidir mediante una sentencia los litigios que surjan por las responsabilidades administrativas que se deriven tanto de los actos de las autoridades del Estado, como la de los Municipios, Organismos Autónomos, Paraestatales, Paramunicipales, y demás dependencias que no actúen conforme a la ley, entonces resulta claro y categórico que la Licenciada María del Carmen Galván Tello, al ocupar el cargo de Consejera Jurídica del Gobierno del Estado, no puede ni debe ocupar simultáneamente el cargo de Magistrada Supernumeraria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado al estar evidentemente subordinada a lo que le dicten sus superiores jerárquicos del Poder Ejecutivo Estatal.

Lo anterior es así,  ya que dichos cargos resultan ser incompatibles entre uno y el otro al convertirse en Juez y Parte de las controversias jurisdiccionales que se ventilan en ese Órgano Impartidor de Justicia Anticorrupción, porque dicha funcionaria se encuentra evidentemente supeditada y subordinada a las órdenes de sus superiores jerárquicos que vienen a ser tanto los Secretarios del Ramo a los que les brinda consejo y asistencia jurídica, como al Titular del Ejecutivo a quien le debe total y absoluta obediencia orgánica. Todo lo anterior, conlleva a una flagrante violación a los principios rectores de la Impartición de la Justicia y de apego a la legalidad a la que deben de ajustar su comportamiento los funcionarios judiciales, circunstancias de suma gravedad que  vulneran el debido proceso y las garantías de legalidad y seguridad jurídica que se encuentran tuteladas por los artículos 14, y 17,de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en lo dispuesto en los artículos 135, 136, 138, 140 y 141 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, circunstancias que también transgreden lo dispuesto en el artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos del diciembre de 1948, así como lo estipulado en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos del 19 de diciembre de 1966, instrumentos jurídicos que explícitamente contienen la obligación de todo órgano judicial y sus operadores de estar sujetos a un régimen especial del tipo legal que debe de garantizar la objetividad, independencia e imparcialidad con la que se deben de conducir los funcionarios judiciales, ya que ellos deben de estar libres de influencias presiones o intereses ajenos a un recto criterio jurídico, convenciones internacionales de la que el Estado Mexicano es parte, y por lo tanto, dichos principios judiciales se deben de observar y aplicar,  de ahí, que por las razones anteriormente expuestas se presente a esta Soberanía  la siguiente:

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO 

Que, por las características del caso, solicitamos sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

ÚNICO. Se solicita a la Titular de la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado, Licenciada María del Carmen Galván Tello, su renuncia irrevocable al cargo de Magistrada Supernumeraria del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila, a fin de garantizar la necesaria Objetividad, Independencia e Imparcialidad que deben de distinguir a todo Juez o Magistrado de un Órgano jurisdiccional, dado que no puede ocupar ambos cargos simultáneamente, uno en el Poder Ejecutivo y el otro dentro del Sistema Estatal Anticorrupción como integrante del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila, dada la dependencia y subordinación evidente que tal funcionaria tiene con el Ejecutivo Estatal, lo cual violenta gravemente el Sistema Judicial Local,

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI, 179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL” 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 15  de Mayo de 2018

DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA
DIP. FERNANDO IZAGUIRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES                                        DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ
 DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada María Eugenia Cázares, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con objeto de que este H. Pleno envíe un enérgico extrañamiento al Secretario de Finanzas del Estado, para que cumpla con la entrega de la información en los términos que acordó en su comparecencia ante la Comisión de Finanzas de esta Soberanía en fecha 05 de marzo del presente año. 

En la fecha ya señalada, compareció el Secretario de Finanzas del Estado, Blas Flores, ante la Comisión de Finanzas de esta Soberanía, para rendir un informe relativo al estado de la Deuda local, los motivos de las alertas en la Secretaría de Hacienda, así como las circunstancias en torno al crédito de corto plazo solicitado por esta administración. 

Consta a quienes estuvimos presentes ese día, que el secretario no respondió algunos de los cuestionamientos que le fueron hechos por los legisladores y, se comprometió a entregar las respuestas en un plazo de una semana.

Esto es, se trata de un compromiso formal, serio y que debe cumplirse cabalmente. Además de versar sobre información que por ley debe conocer la ciudadanía y, desde luego, este Congreso.

Los cuestionamientos pendientes de respuesta son:

La información específica sobre las obras, programas o rubros en que se aplicó el crédito de corto plazo multicitado.

La información precisa sobre el pasivo que se mantiene con los proveedores del estado.

La información precisa sobre el total de intereses que se han pagado al servicio de la deuda.  Y;

Lo referente a las participaciones a los ayuntamientos. 

Luego de no enviar la información solicitada, y que debido a eso la propia Junta de Gobierno le enviara un oficio recordándole los compromisos contraídos, el secretario nos hizo llegar un escrito con fechado 20 de marzo del presente, donde establece como respuesta, los siguiente:

[image: image1.jpg]Hagoreferencia su oficio de fecha 16 de marzo del presente yal rédito de corto
plazo solitado por el Gobierno el Estado el pasado mes de diciembre de 2017,y sobre:
el cual compareci ante Ia Comisién de Finanzas de ese H. Grgano Legislativo el 05 de
marzo de 2015, con cl propdsito de Informar sobre la contratacion, caracteristicas,
fundamentos Iegales y destino del referido crédito. Al respecto, v en virtud del
compromiso por parte del suscrito ante a citada Comisién de amlar 1 informacion
presentata le comento lo siguiente:





[image: image2.jpg]Que Ia contratacién delcrédito de corto plazo por 980 millones de pesos, fue reaizada
con estrcto apego a la Ley de Discplina Financiera para as Entidades Federativas y los
Municipios, asi como la Ley de Deuda Publica del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Que dicho crédito redne todoslos requsitossolicitados por la Secretata de Haclenda y
Créito piblco para egistrario en el Reisro Pdblco Unico a u cargo,y por o tanto ya
fue aprobado su registro.

Que a a fecha se tiene efercido aproximadamente el 60% del monto total del crédito
solcitado para los rubros que a continuacion se mencionan:

Obra Piblica ass.
Salud 100
Educacien 192
Seguridad 27
Asistencia Social 8

Comisién Disposicion 17
Total %0




Al final del documento ofrece un listado de supuestas obras y aportaciones diversas sin mencionar montos asignados a cada una.

En el texto leído no se aprecia que dé cumplimiento a las respuestas que se comprometió a entregar durante su comparecencia, en especial el total de abonos pagados al servicio de la deuda, el monto de dinero asignado a cada supuesta obra que se ha realizado con el crédito de corto plazo,  lo referente al tema de las participaciones municipales y el pasivo que se mantiene con proveedores y contratistas del estado; así las cosas, es obvio que  la conducta del Secretario de Finanzas  resulta en una total falta al principio de rendición de cuentas, al de transparencia y al de la ética profesional y pública,  ya que de forma injustificada y sin mayores explicaciones, se niega a responder los cuestionamientos de este Poder Legislativo, cuestionamientos para los que él mismo empeñó su palabra y promesa de atenderlos oportunamente.

Es por ello que consideramos justificado este extrañamiento, para que el titular de la Secretaría de Finanzas cumpla el compromiso ya mencionado.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente: 
Proposición con Puntos de Acuerdo

Que, por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único. -  Este H. Pleno envía un enérgico extrañamiento al Secretario de Finanzas del Estado, para que cumpla con la entrega de la información en los términos que acordó en su comparecencia ante la Comisión de Finanzas de esta Soberanía en fecha 05 del mes de marzo del presente año.

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI, 179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 15 de mayo de 2018

DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. MARCELO DE JESUS TORRES CORIÑO

DIP. BLANCA EPPEN CANALES

DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE                   
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDES

DIP. ROSA NILDA GONZALEZ NORIEGA
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA
DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con objeto de que este H. Pleno solicite  a la titular del Centro de Justicia y  Empoderamiento para las Mujeres  del Estado, que, conforme a sus atribuciones, y a las posibilidades presupuestales, asigne recursos al Centro ubicado en Torreón Coahuila, a fin de que pueda brindar sus servicios en un horario más amplio que el actual, y hacerlo en fines de semana también, dado la enorme necesidad que las mujeres de la región tienen de contar con el apoyo que reciben en este lugar.

La Ley De Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza; establece:

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

…..

VII. 
Centro: El Centro de Justicia y Empoderamiento para las Mujeres del Estado de Coahuila de Zaragoza….

Artículo 7. Las víctimas de violencia previstas en esta Ley, sin perjuicio de los derechos establecidos en otras normas, tendrán los siguientes derechos: 

l. 
Ser tratadas con respeto a su integridad y el ejercicio pleno de sus derechos; 

II. 
Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las autoridades cuando se encuentre en riesgo su integridad física o psicológica, la libertad o seguridad de la víctima o de las víctimas indirectas; 

III. 
Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre las opciones de atención; 

IV. 
Asistencia legal y necesaria para los trámites jurídicos relacionados con la violencia de la cual sea víctima; 

IV. 
Recibir información, atención y acompañamiento médico y psicológico; 

 ……..
DEL CENTRO DE JUSTICIA Y EMPODERAMIENTO PARA LAS MUJERES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

 ……….
Artículo 68. Los servicios integrales que se proporcionan en el Centro son: 

I. 
Ruta personalizada de acompañamiento para cada víctima: Se analizará de manera integral el caso y se le ofrecerán todas las opciones interdisciplinarias de atención a la víctima, quien decidirá los servicios a los que desee acceder. Cada víctima tendrá acceso disponible a servicios legales, psicológicos, médicos o de trabajo social; 

II. 
Atención jurídica: Se contará con un grupo de abogadas y abogados victímales que, brinden servicios especializados de representación a las víctimas desde el inicio del proceso hasta la conclusión del mismo; 

III. 
Atención psicológica: Se brindará por personal especializado y en un espacio físico con un entorno cómodo, privado y seguro para la víctima. 

Las terapias deberán enfocarse a atender aspectos concretos, como erradicar sentimientos suicidas de la víctima, brindar herramientas para salir del círculo de violencia, lograr la autonomía de la mujer y su familia, construir un proyecto de vida y lograr su empoderamiento; 

IV. 
Servicios médicos: Se brindará atención de primer nivel, y en caso necesario se referirá a la víctima a los servicios de salud específico que requiera. 

El Reglamento Interno del Centro de Justicia y Empoderamiento para las Mujeres de Coahuila de Zaragoza, establece:

Artículo 16. Quien ocupe la Dirección General tendrán las siguientes facultades y obligaciones:

…..

VIII. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno los presupuestos de egresos e ingresos del Centro;

 IX. Gestionar, en su caso, el otorgamiento de créditos a favor del Centro; 

X. Buscar mecanismos de acceso a recursos financieros federales, estatales y municipales para mejorar el equipamiento y funcionamiento del Centro; 

XI. Celebrar convenios y contratos con la federación, municipios y demás instituciones, públicas o privadas, a fin de coadyuvar en la prestación de los servicios que le competan al Centro; 

XII. Dirigir técnica y operativamente el Centro, vigilando el cumplimiento del programa anual de trabajo; 

XIII. Promover y gestionar la creación de Coordinaciones Regionales del Centro en el Estado; 

XIV. Supervisar que la atención que reciban las mujeres sea de calidad y bajo un enfoque de género y de respeto a sus derechos humanos;

Es el caso, que el Centro que se ubica en Torreón, Coahuila, presta un servicio muy importante y esencial para las mujeres de la Región Laguna que son víctimas de algún tipo de violencia, y requieren del apoyo, orientación sicológica y legal que se ofrece para poder llevar adelante sus causas, y obtener la justicia y el apoyo integral que el estado y las autoridades les deben brindar para asegurar su vida, su integridad y la de sus seres queridos, en especial sus hijos.

En tiempos recientes se han presentado quejas por casos de mujeres que, al sufrir de violencia, acuden al Centro multicitado, y se encuentran con que está cerrado a partir de las cuatro de la tarde, y no hay quien les preste, por lo menos, el servicio básico de conformidad a lo establecido en la ley de la materia y en el Reglamento del CJEM. Tampoco se presta el servicio los fines de semana, que es justo cuando muchas mujeres sufren actos de violencia de parte de sus parejas, por las razones ya conocidas, en especial las relacionadas con vicios como el alcoholismo y la drogadicción. De acuerdo a lo que sabemos, esto se debe a falta de recursos financieros y humanos para que dicho centro pueda ampliar sus horarios de servicio y brindar la tan valiosa ayuda que presta a las mujeres en la situación ya descrita.

Nuestra proposición tiene como único objetivo que se resuelva el problema del Centro de Torreón, y las mujeres de la región puedan contar a toda hora con los servicios que estos importantes lugares ofrecen de acuerdo a la normatividad citada. 

El que una mujer violentada cuente con servicios en forma inmediata, posterior al acto de agresión como: protección policiaca, orientación legal para presentar la denuncia o querella correspondiente, apoyo sicológico y en sí las demás medidas que establecen los ordenamientos que ya hemos citado, es vital para proteger sus vidas, integridades y las de sus hijos ante la posibilidad de más agresiones, o incluso del riesgo de perder la vida a manos del agresor.

Por estas razones consideramos fundamentada y justificada esta proposición, y solicitamos el apoyo de todas y todos ustedes, compañeros.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente: 
Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que, por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único. -  Este H. Pleno solicita a la titular del Centro de Justicia y Empoderamiento para las Mujeres  del Estado, que, conforme a sus atribuciones, y a las posibilidades presupuestales, asigne recursos al Centro ubicado en Torreón Coahuila, a fin de que pueda brindar sus servicios en un horario más amplio que el actual, y hacerlo en fines de semana también, dado la enorme necesidad que las mujeres de la región tienen de contar con el apoyo que reciben en este lugar.

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI,  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “ 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 15 de mayo de 2018

DIP. BLANCA EPPEN CANALES

DIP. MARCELO DE JESUS TORRES CORIÑO
DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE                     DIP. FERNNDO IZAGUIRRE VALDES

DIP. ROSA NILDA GONZALEZ NORIEGA
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA
DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.-

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, EN CONJUNTO CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL “PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”, POR EL QUE ESTE PLENO EXHORTA A LA SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL DEL GOBIERNO FEDERAL, ASI COMO A LA SECRETARIA DEL TRABAJO DEL GOBIERNO DE COAHUILA Y, A LA DELEGACION ESTATAL DE INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, A FIN DE QUE DEN CUMPLIMIENTO A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y PROCEDAN A VERIFICAR A LAS EMPRESAS DE LA INDUSTRIA MINERA, ESTABLECIDAS Y EN FUNCIONES EN ESTA ENTIDAD, PARA QUE SE OBSERVEN Y APLIQUEN DE MODO OPORTUNO Y EFICIENTE  LAS NORMAS LABORALES, DE SEGURIDAD Y SALUD DE ESTE RAMO INDUSTRIAL

CONSIDERANDO

Que, de acuerdo al estudio denominado “PANORAMA MINERO DEL ESTADO DE COAHUILA” correspondiente al año 2016, realizado por el Servicio Geológico Mexicano dependiente de la Secretaria de Economía del Gobierno Federal, destaca el papel histórico de nuestro Estado en este ramo industrial para su desarrollo y crecimiento; así como los logros de las diversas industrias mineras en operación en esta entidad federativa.

Que estos logros históricos han contribuido a una visión empresarial, y se suma a la labor cotidiana y permanente de los trabajadores mineros tanto los nativos del Estado de Coahuila como de aquellos que arribaron desde distintas latitudes para asentarse en esta tierra de oportunidades.

Que mediante reforma publicada en el Diario oficial de la Federación en fecha 30 de noviembre de 2012, se adicionó un capítulo XIII BIS para ampliar la tutela de derechos mínimos y fundamentales de este gremio en particular para quedar como se transcribe a continuación:

Ley Federal del Trabajo, Capítulo XIII BIS De los trabajadores de las minas

“Artículo 343-A. Las disposiciones de este capítulo son aplicables en todas las minas de carbón de la República Mexicana,…”

“Artículo 343-B. Todo centro de trabajo debe contar con un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo…” 

Artículo 343-C. Independientemente de las obligaciones que la presente Ley u otras disposiciones normativas le impongan, el patrón está obligado a:

III. Informar a los trabajadores de manera clara y comprensible los riesgos asociados a su actividad, los peligros que estos implican para su salud y las medidas de prevención y protección.

VII. Implementar un registro y sistema que permita conocer con precisión los nombres de todas las personas que se encuentran en la mina, así como mantener un control de entradas y salidas de esta.

VIII. Suspender las actividades y disponer la evacuación de los trabajadores a un lugar seguro en caso de riesgo inminente para la seguridad y la salud de los mismos…”  
Por lo anteriormente expuesto, es importante se realice la exhortación a las autoridades locales y federales antes mencionados, para que, en ejercicio de las facultades conferidas por la ley, constaten del cumplimiento de las disposiciones jurídicas previamente transcritas, que se traducen en obligaciones concretas a cargo del sector patronal de esta rama de la industria minera, es por ello que, a continuación, pongo a su disposición la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De acuerdo a los considerandos anteriores, y tomando las políticas internacionales en materia de Empresas socialmente responsables,  por la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo, sobre la gestión social  para una globalización equitativa de fecha 10 de junio de 2008, adoptadas en la nonagésima séptima reunión de la Conferencia internacional del Trabajo, organismo del cual forma parte el Estado Mexicano y por tanto le es vinculante en términos de lo dispuesto por el artículo 133 Constitucional.

Así mismo dicha conferencia reconoce y declara como ejes rectores:

Que todas las empresas, tanto públicas como privadas, sean sostenibles para hacer posible el crecimiento y la generación de mayores oportunidades y perspectivas de empleo e ingresos para todos; y la sociedad pueda conseguir sus objetivos de desarrollo económico y de progreso social, así como alcanzar un buen nivel de vida.

La ampliación de la seguridad social a todas las personas, incluidas medidas para proporcionar ingresos básicos a quienes necesiten esa protección, y la adaptación de su alcance y cobertura para responder a las nuevas necesidades e incertidumbres generadas por la rapidez de los cambios tecnológicos, sociales, demográficos y económicos.

Fomentar la eficacia de la legislación  y las instituciones laborales en particular respecto al reconocimiento de la relación de trabajo, la promoción de las buenas relaciones laborales y el establecimiento de sistemas eficaces de  inspección del trabajo.

Por vía de consecuencia, es importante que se apruebe el presente exhorto en los términos solicitados a fin de que las autoridades competentes en ejercicio de sus atribuciones se cercioren de que las diversas empresas del ramo minero, establecidas en la entidad, se encuentren cumpliendo con la normatividad antes mencionada, y en su caso, inicien los procedimientos correspondientes para su eficaz desempeño.

FUNDAMENTO LEGAL

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento legal en los artículos 21, Fracción  VI,  179, 180, 181 y 182 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; 82 fracción XVIII, 85 y 88 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 123 apartado A de la Constitución General de la Republica es que presentamos ante esta Soberanía la siguiente
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

QUE POR LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO, SOLICITAMOS QUE EL PRESENTE ACUERDO SEA RESUELTO EN LA VÍA DE URGENTE U OBVIA RESOLUCIÓN.

ÚNICO. ESTA SOBERANÍA EXHORTA A LA SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL DEL GOBIERNO FEDERAL, ASI COMO A LA SECRETARIA DEL TRABAJO DEL GOBIERNO DE COAHUILA Y, A LA DELEGACION ESTATAL DE INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, A FIN DE QUE DEN CUMPLIMIENTO A LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y PROCEDAN A VERIFICAR A LAS EMPRESAS DE LA INDUSTRIA MINERA, ESTABLECIDAS Y EN FUNCIONES EN ESTA ENTIDAD,  PARA QUE SE OBSERVEN Y APLIQUEN DE MODO OPORTUNO Y EFICIENTE  LAS NORMAS LABORALES, DE SEGURIDAD Y SALUD DE ESTE RAMO INDUSTRIAL

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA

Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL
           SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA; A 15 DE MAYO DE 2018.

DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDES

DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO
  DIP. BLANCA EPPEN  CANALES

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA
  DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA                         DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ                DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA “POR EL QUE ATENTAMENTE SE SOLICITA A LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO, REALICE UNA EXHAUSTIVA INVESTIGACIÓN RESPECTO DE LOS CONSTANTES DELITOS COMETIDOS EN LOS ÚLTIMOS MESES CONTRA LA COMPAÑÍA DE AGUAS DE RAMOS ARIZPE; ASIMISMO, POR EL QUE SE EXHORTA AL R. AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE PARA QUE EN COORDINACIÓN CON LA REFERIDA COMPAÑÍA, ELABOREN UN PLAN INTEGRAL DE ACCIÓN PARA LA PREVENCIÓN DE FUTUROS ACTOS DELICTIVOS CONTRA LA MISMA”.

HONORABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La suscrita Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar ante esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S
Desde el mes de marzo, en las redes sociales y diversos medios de comunicación, se ha hecho constante la denuncia de diversos actos delictivos contra la empresa Compañía de Aguas de Ramos Arizpe S.A de C.V. 

Las referidas publicaciones, han dado cuenta de los daños ocasionados a distintas instalaciones de la empresa; específicamente, en los lugares donde se encuentran los llamados pozos de agua en los que, además de actos de vandalismo, han robado el sistema de cableado en varias ocasiones, lo que ha ocasionado un detrimento en el servicio prestado por la compañía de mérito a diversas colonias del municipio.

En virtud de lo anterior, de acuerdo a lo publicado en distintos medios de comunicación, el C.P. Rubén Darío Zertuche Cabrera, Gerente General de Compañía de Aguas de Ramos Arizpe S.A de C.V. presentó una denuncia ante la correspondiente agencia del Ministerio Público. 

Es importante destacar que esos actos, al provocar el detrimento y suspensión del servicio de agua vulneran un derecho humano consistente, precisamente, en el acceso al agua.

En efecto, el acceso al agua constituye un derecho humano que se ha desarrollado a partir de la interpretación que realizó el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en la sesión celebrada en Ginebra, del 11 al 29 de noviembre de 2002, y de la que se desprende la Observación general número 15 titulada “el derecho al agua.”

En dicha Observación general, el comité define el derecho humano al agua como la prerrogativa de todos a disponer de agua su​ficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico, y lo asume como requisito previo para poder alcanzar otros derechos, por lo que el suministro de agua para cada persona debe ser su​ficiente y continuo para uso personal y doméstico. 

Al concebirse el acceso al agua como un derecho humano, se impone a los Estados tres tipos de obligaciones respecto del mismo, estas son: obligaciones a respetar, obligaciones a proteger y obligaciones a cumplir.

La obligación de proteger significa que los Estados Partes deben evitar que terceros de cualquier modo interfieran en el goce y ejercicio del derecho al agua. Esta obligación incluye, entre otros, adoptar medidas efectivas para evitar, por ejemplo, que terceros obstaculicen o propicien situaciones que de alguna forma nieguen el acceso al agua, pero además, para el caso de que lo hagan, se les investigue, sancione y se restituya a las personas afectadas en el ejercicio de ese derecho.

En virtud de lo antes expuesto, es indispensable que la Fiscalía General del Estado realice una profunda investigación sobre los hechos denunciados por la Compañía de Aguas de Ramos Arizpe; pero además, resulta necesario que el R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe y la citada Compañía, generen una estrategia que les permita prevenir futuros actos delictivos contra las instalaciones de ésta. En atención a la obligación de proteger el derecho al agua de los vecinos de Ramos Arizpe. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Pleno del Congreso del Estado, solicitando que sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

Primero.- Que esta Soberanía, envíe un atento exhorto al Dr. Gerardo Márquez Guevara, Fiscal General del Estado, para que gire sus apreciables instrucciones al personal a su digno cargo que corresponda para que se realice una exhaustiva investigación respecto de los hechos denunciados por el C.P. Rubén Darío Zertuche Cabrera, Gerente General de Compañía de Aguas de Ramos Arizpe S.A de C.V., en relación a los constantes delitos cometidos en últimos meses contra la referida compañía y que han generado un detrimento en el servicio prestado por la misma.

Segundo.- Que esta Soberanía envíe un atento exhorto al R. Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe para que en coordinación con la de Compañía de Aguas de Ramos Arizpe S.A de C.V., elaboren un plan integral de acción para la prevención de futuros actos delictivos contra la misma.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 14 DE MAYO DE 2018.

ATENTAMENTE.

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE ATENTAMENTE SE SOLICITA A LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO, REALICE UNA EXHAUSTIVA INVESTIGACIÓN RESPECTO DE LOS CONSTANTES DELITOS COMETIDOS EN LOS ÚLTIMOS MESES CONTRA LA COMPAÑÍA DE AGUAS DE RAMOS ARIZPE; ASIMISMO, POR EL QUE SE EXHORTA AL R. AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE RAMOS ARIZPE PARA QUE EN COORDINACIÓN CON LA REFERIDA COMPAÑÍA, ELABOREN UN PLAN INTEGRAL DE ACCIÓN PARA LA PREVENCIÓN DE FUTUROS ACTOS DELICTIVOS CONTRA LA MISMA
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR  DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE SUSCRIBEN EL PRESENTE DOCUMENTO, PARA SOLICITAR RESPETUOSAMENTE A EL SECRETARIO DE EDUCACION PUBLICA DE NUESTRO ESTADO INFORME A LA BREVEDAD CON RESPECTO AL PROGRAMA NACIONAL DE INGLÉS (PRONI) EN COAHUILA.
CON SU VENIA DIPUTADO PRESIDENTE.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.-

El Suscrito Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21,  fracción VI., 179, 180; 181; 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo, a través de la siguiente exposición de motivos.

EXPOSICION DE MOTIVOS
El inglés es el idioma predominante en el mundo actual. Se estima que más de 500 millones de personas lo hablan de forma nativa, además de que los países que lo hablan se encuentran entre los que tiene mayor influencia en este mundo globalizado. El inglés es hoy, sin lugar a dudas, una herramienta fundamental que le brinda la posibilidad de desarrollo y competitividad a quien lo habla. De ahí la importancia de la impartición de clases de inglés como segundo idioma dentro de las escuelas públicas de nuestro Estado y de nuestro país. En 1995 el programa de inglés en educación primaria inició en 100 escuelas de todo el Estado. La importancia de enseñar un segundo idioma y el buen diseño del programa hizo que las autoridades voltearan a ver a los maestros y profesionales que enriquecían la educación de estudiantes coahuilenses. Es así como a nivel nacional La Secretaria de Educación Publica estableció el Programa Nacional de Ingles en Educación Básica en el 2009.

El Programa Nacional de Ingles (PRONI) se planteó como objetivo fortalecer los procesos de enseñanza  y aprendizaje del inglés como una segunda lengua en las escuelas públicas de educación básica. Para ello dicho programa apoya a las autoridades educativas locales con la producción y distribución de materiales educativos., el fortalecimiento académico y certificación académica internacional de los docentes y asesores, así como de sus competencias didácticas., promueve procesos de certificación internacional del alumnado en condiciones de igualdad para alumnas y alumnos, y apoya a las autoridades educativas locales para la implementación de la enseñanza del inglés en las escuelas públicas de educación básica

De acuerdo a datos de la coordinación estatal de inglés, hasta el 2013  en todo el estado eran beneficiadas un poco más de 800 escuelas de educación básica. Seguramente la estadística ha crecido y con ello el compromiso de las autoridades para impartir un segundo idioma de calidad.
Sin embargo los maestros que dependen de la coordinación estatal han tenido algunos obstáculos como la falta de certificación, la contratación a destiempo y la falta de prestaciones laborales de ley, así como la nula posibilidad de basificación. Su lucha no ha sido fácil, inclusive han entablado juicios para que sus derechos sean reconocidos y puedan gozar de los beneficios que como docentes deben tener. 

La reforma constitucional en materia educativa dota al Sistema Educativo Nacional de los elementos para impulsar su mejoramiento y fortalecer la equidad. Asegura la obligación del Estado de garantizar la calidad de la educación pública obligatoria; la creación de un servicio profesional docente; el establecimiento del Sistema Nacional de Evaluación Educativa. En esta misma vía, el desempeño docente requiere de los estímulos y apoyos permanentes para realizarse en las mejores condiciones posibles. El avance del sistema educativo depende, en gran medida, del avance profesional de sus maestros. 
Además dicha reforma debe garantizar el financiamiento adecuado. Ni qué decir del mejoramiento de la infraestructura, el equipamiento y los materiales didácticos, el cómputo o los talleres y laboratorios de distinto tipo, incluyendo los dedicados a la enseñanza de idiomas. Todo eso está relacionado de forma directa con el mejoramiento de la calidad, pero no hay duda, lo volvemos a reiterar, el elemento central para lograrlo es la preparación y la dedicación del personal docente.
Así mismo de acuerdo con las nuevas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, los estados elaborarán cada nómina de acuerdo con el registro de plazas conciliado con el Gobierno de la República. Este efectuará el pago al personal de conformidad con la nómina preparada por los estados y con cargo al recurso que tengan asignado en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo (FONE). Este mecanismo introduce el control necesario para el ordenamiento de las finanzas de la educación.

Por lo que respecta a los maestros  DEL PROGRAMA NACIONAL DE INGLÉS  (PRONI) en Coahuila, manifiestan que desde que iniciaron sus labores como maestros de Inglés en diferentes fechas, con antigüedades que van desde 10 años  hasta 6 meses, a lo largo de su historia laboral han venido  careciendo de prestaciones  laborales como el pago  de vacaciones, prima vacacional, pago de aguinaldo, el servicio médico correspondiente  a  los  trabajadores   de   la   educación,  aunado  al problema que siempre ha existido desde que iniciaron la relación laboral con la Secretaria de Educación del Estado de Coahuila que es el pago diferido de sus mensualidades, inclusive en muchos de los casos, la falta de un contrato que establezca su situación laboral.
En diferentes momentos los maestros han denunciado que se han llegado a retrasar sus pagos hasta por periodos de 4 meses, por lo que muchos de ellos  abandonan el programa
porque no hay una certeza salarial  que les permita contar con el sostenimiento de sus familias.

Los propios maestros manifiestan  que  quieren  seguir contribuyendo en la educación de la niñez del Estado de Coahuila, aportando todos sus conocimientos, todo lo aprendido en los cursos y capacitaciones que han  cumplido en tiempo y forma como se lo ha exigido la misma Secretaria de Educación Pública a través del Programa Nacional de Inglés de Educación Básica (PRONIB). 

Compañeras y Compañeros Diputados, finalmente los maestros de inglés solicitan seguir aportando a la educación de la niñez de Coahuila, pero por otro lado, y con justa razón, piden se les considere la importante labor que realizan y se reconozcan sus derechos laborales.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO.
Misma que solicitamos sea tramitada como de urgente y obvia resolución:
Primero: Que este H. Pleno del Congreso del Estado solicite respetuosamente al Secretario de Educación Publica para que a la brevedad informe a la Comisión de Educación, Actividades Cívicas y Cultura sobre el funcionamiento administrativo del Programa Estatal de inglés o Programa de Inglés en Primaria (PIP) y del Programa Nacional de Inglés (PRONI). 

Segundo: Que el Secretario de Educación del Estado informe a esta Soberanía a través de la Comisión de Educación, Actividades Cívicas y Cultura las formas de contratación, salarios, prestaciones laborales como vacaciones, prima vacacional, pago de aguinaldo y el servicio médico a las que tienen derecho los maestros de inglés pertenecientes a dichos programas., así como también informe sobre las razones de las contrataciones a destiempo, el retraso en el pago de sus salarios y sobre el sistema de basificación a la que tienen derecho los maestros de inglés pertenecientes a los programas antes mencionados. 

Tercero. Que este H. Congreso del Estado solicite respetuosamente a los Secretarios de Educación y Finanzas del Estado realicen un análisis técnico y financiero sobre la posibilidad de instaurar el programa de inglés obligatorio en  la totalidad de las escuelas de educación básica del Estado e informen al respecto a la Comisión de Educación, Actividades Cívicas y Cultura.
POR UN GOBIERNO DE CONCERTACIÓN DEMOCRÁTICA.

GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”

SALTILLO, COAHUILA A  15 DE MAYO DE 2018.

DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR

DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES

DIPUTADO EDGAR GERARDO SÁNCHEZ GARZA

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA, “CON OBJETO DE SOLICITAR AL SISTEMA DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DEL ESTADO DE COAHUILA, QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES ANALICE LA POSIBILIDAD DE BRINDAR EL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE ESPECIALIZADO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN LOS MUNICIPIOS QUE AÚN CARECEN DE DICHO SERVICIO.”
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La suscrita Diputada María Esperanza Chapa García, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

La discapacidad motriz es una condición de vida que ataca al control y movimiento del cuerpo, ocasiona alteraciones en el desplazamiento, equilibrio, manipulación, habla y respiración de las personas que la padecen, esto limita su desarrollo tanto personal como social. Este es un tipo de discapacidad y se presenta cuando hay alteraciones en los músculos, huesos, articulaciones o médula espinal, también puede ser por alguna afectación del cerebro en el área motriz, impactando la movilidad de una persona.

En México, de acuerdo a la Oficina de Representación para la Promoción e Integración Social para personas con Discapacidad de la Presidencia de la República, cada año cerca de 270 mil personas se suman a las más de 10 millones de personas con discapacidad, de estos 125 mil son por secuelas de alguna fractura, 67 mil por malformaciones congénitas diversas, 43 mil por secuelas de enfermedad vascular cerebral, 20 mil como consecuencia de trauma cráneo-encefálico, 12 mil por parálisis cerebral infantil, entre otras causas.

En nuestro Estado, conforme al Diagnóstico del Programa Especial de Asistencia Social 2011-2017, las personas con discapacidad representan el 4.45% de la población total; de las cuales el 2.39% no puede caminar, ni moverse. Según los datos del INEGI, en Coahuila existe una población de 23, 298 personas en edades de 0 a 29 años de edad, con limitaciones para caminar, ver y escuchar.  

El tema de discapacidad se encuentra relacionado, en la mayoría de los casos, con la discriminación de las personas que presentan esta condición. Desgraciadamente, tener una discapacidad es motivo, en muchas ocasiones, de exclusión, de rechazo, lo que se convierte en una violación de sus derechos fundamentales. Un ejemplo claro de discriminación al que se enfrentan las personas con alguna discapacidad motriz, es el tema de transporte público (transporte urbano y taxis) ya que al ver su condición (que están en sillas de ruedas o traen andadera), se niegan a prestarles el servicio, además de que no están acondicionados para dar servicio a personas con discapacidad.

Por otro lado, el tipo de discriminación de la que generalmente son víctimas las personas con discapacidad suele ser pasiva, ya que se denota en las omisiones que hay en el escenario de una persona con discapacidad, quedando limitado. Eso nos permite darnos cuenta de que aún nos falta mucho avanzar en cuanto a infraestructura, y una serie de servicios especiales para que puedan gozar de una vida autónoma. 
Hace 4 años, el Sistema  para  el  Desarrollo  Integral  de  la  Familia  y  Protección  de  Derechos  del  Estado  de  Coahuila  de Zaragoza, publicó en el Periódico Oficial los Lineamientos del Programa Transporte Especializado para Personas con Discapacidad, el cual permitió poner en funcionamiento a las Unidades (vehículos) Especializadas de Transporte para Personas con Discapacidad, conocidas como UNEDIF. 
Este programa se creó con la finalidad de subsidiar el transporte al servicio de personas con discapacidad neuromotora que presentan situaciones extraordinarias o de vulnerabilidad, estas unidades vehiculares mediante las que se les otorga el servicio de transporte a las personas con discapacidad, son cómodas y seguras, además de que están adaptadas a sus necesidades y el personal está altamente capacitado; incluso cabe destacar que los choferes de estas unidades brindan un servicio de trato humano y digno hacia las personas con discapacidad, pues cuentan con capacitación especial sobre el cuidado y trato hacia las personas, sobre el tema de derechos humanos, e incluso se da preferencia para su contratación, si tienen un familiar con alguna discapacidad para garantizar su sensibilidad y su calidad humana.

Desde su implementación en el municipio de Saltillo, su operación ha funcionado de manera positiva y podemos afirmar que el servicio de las unidades de transporte especializado ya se encuentra en los municipios de Torreón, Piedras Negras, Monclova y recientemente en Acuña, servicio que se ha vuelto indispensable para las personas con discapacidad que lo tienen a su alcance. Sin embargo aún es necesario realizar un diagnóstico en los municipios en los que no se ha implementado dicho servicio, para garantizar el funcionamiento total de UNEDIF en todo el Estado, así como aumentar las unidades en los Municipios en los que ya se encuentra operando, toda vez que aún siguen siendo insuficientes para dar servicio a este sector de la población.
El artículo 48 Bis de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila, establece que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado, es la institución encargada de brindar el servicio público de transporte especializado para personas con discapacidad en el Estado, atendiendo al número de personas que requieran dicho servicio por municipio, y tomando en cuenta el presupuesto disponible.

En base a lo anterior, resulta necesario solicitar al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado, para que en el ámbito de sus atribuciones, y atendiendo a lo establecido en el artículo 48 Bis antes señalado, se analice la posibilidad de que se asignen unidades de transporte especializado para personas con discapacidad, en aquellos municipios en los cuales no se ha implementado dicho programa, y en los que ya se implementó se considere aumentar las unidades, de acuerdo a un estudio que se realice sobre el número de personas que necesiten de este servicio.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Pleno del Congreso del Estado, solicitando que sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- Que esta Soberanía solicite al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos del Estado, para que en el ámbito de sus atribuciones analice la posibilidad de brindar el servicio público de transporte especializado para personas con discapacidad en los municipios del Estado que aún carecen de dicho servicio y en los que ya opera este servicio, se considere aumentar las unidades de acuerdo a un estudio que se realice sobre el número de personas que requieren de este servicio, para dar mayor cobertura.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de mayo de 2018

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCIA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO “CON OBJETO DE SOLICITAR AL SISTEMA DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DEL ESTADO DE COAHUILA, QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES ANALICE LA POSIBILIDAD DE BRINDAR EL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE ESPECIALIZADO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN LOS MUNICIPIOS QUE AÚN CARECEN DE DICHO SERVICIO.”
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Proposición con punto de acuerdo que presenta el Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brígido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con relación a solicitar el cambio del laboratorio del Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP), al municipio de San Pedro Coahuila.

H. Pleno del Congreso del

Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.-

El Suscrito Diputado Edgar Sánchez Garza, del Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21, fracción VI, 179, 180, 181, 182  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo, a través de la siguiente

Exposición de Motivos

El cultivo del algodonero es sin duda una fuente de empleo y de gran importancia en la vida económica de la de la región laguna tanto para el estado de Coahuila como para el estado de Durango. 

Cabe destacar que la fibra de algodón se puede utilizar de distintas maneras para fabricar una amplia gama de productos, ya que gracias a su estructura es posible obtener hilos, aceites vegetales, margarinas, pinturas, materias primas, celulosa para la industria cosmética, fibras y jabones, entre otras cosas; inclusive también se puede destinar para la alimentación de vacas y borregos, ya que aporta una gran cantidad de nutrientes benéficos que ayudan a mejorar el rendimiento en la producción pecuaria.
Por otro lado es importante señalar que el cultivo del algodón se desarrolla principalmente en zonas cálidas, pues para su crecimiento requiere de temperaturas mayores a 15 grados, una buena iluminación y riegos constantes, por esta razón México es un lugar ideal para su producción, ya que cuenta con las condiciones adecuadas para cubrir todas las necesidades de las plantas, lo cual coloca al país entre los principales productores a nivel mundial.

Por lo que respecta a la producción nacional del algodón, esta se concentra principalmente en el norte del país donde Chihuahua se encuentra en primer lugar como productor de esta planta con un rendimiento del 59 por ciento del total de algodón en México, seguido de Baja California y Coahuila con un 20 y 13 por ciento respectivamente, seguidos por Durango con seis por ciento, Sonora con dos por ciento y Tamaulipas con un uno por ciento del total.
Por lo que hace al municipio de San Pedro, les comento que hay alrededor de tres mil quinientos productores sociales que se dedican a la siembra de algodón, los cuales siembran un aproximado de 12, mil hectáreas de un total de 17, 500 hectáreas que se siembran en la comarca lagunera de Coahuila y Durango. Por lo tanto, San Pedro es el municipio que mayor cantidad de algodón siembra en todo el país y su calidad es reconocida a nivel internacional.
Para quienes vivimos en San Pedro, sabemos de las muchas dificultades a las que se enfrentan año con año quienes se dedican a la siembra de algodón, que va desde sortear las inclemencias climatológicas, falta de créditos para invertir, la falta de apoyos o subsidios por parte de las autoridades agropecuarias, así como los bajos precios de la libra de algodón que establecen los mercados internacionales.

El día de hoy, precisamente subo a esta tribuna para señalar una situación no muy grata por la que están atravesando quienes se dedican a la siembra de algodón, siendo esta la que les provoca por su lejanía con la ciudad de San Pedro, el laboratorio del Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP), que es el encargado de verificar y certificar la calidad de las pacas de algodón.

En efecto, en la ciudad de Matamoros Coahuila, en donde no se siembra absolutamente nada de algodón, está ubicado de manera errónea el laboratorio del Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP), el cual a través del aparato de alto volumen HVI, se encarga de realizar el muestreo de las pacas de algodón que se producen en San Pedro y es ahí donde se determina la calidad del producto y por tanto el precio que habrá de tener esa cosecha.

El Laboratorio en mención,  además cobra por cada paca de algodón alrededor de 30 pesos, para realizar su muestreo y determinar su calidad, pero cabe señalar, que en los últimos dos años, de manera inexplicable los productores observan que su cosecha de es de buena calidad y cuando regresan los resultados de las muestras, se les informa que su producto es de tercera o cuarta clase, lo cual les representa una pérdida de hasta sesenta dólares por paca.

No sabemos con claridad cuáles son los parámetros que toma el laboratorio para determinar la calidad de la cosecha de algodón, pero de lo que si estamos seguros es que algo no anda bien, porque no es posible que quienes se han dedicado toda su vida a sembrar algodón, vean a simple vista que su cosecha es de primera clase y posteriormente se les informe por un laboratorio, del cual no sabemos métodos que utiliza ni la tecnología con la que cuenta, que su producción es de tercera o cuarta clase, perjudicándolos enormemente en sus ingresos, pues de ese certificado de calidad depende el precio en el que se pueden vender las pacas de algodón.

En virtud de lo anterior, es que el día de hoy solicitamos que el laboratorio Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP) dependiente de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, se cambie a la ciudad de San Pedro Coahuila, a efecto de que los más de tres mil quinientos productores de algodonero, tengan la facilidad de poder acudir y verificar por ellos mismos la forma en que se lleva  a cabo la valoración de la calidad de sus cosechas, y puedan estar en condiciones de reclamar a ese laboratorio, cuando consideren que un resultado de las muestras no está bien sustentado, así mismo, puedan observar que los estándares de calidad para llevar a cabo la verificación sean los adecuados y que los instrumentos que se utilizan para ello estén bien calibrados.

Una razón más, que justifica que el laboratorio Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP), deba ser removido a la ciudad de San Pedro, es que de las 17 mil 500 hectáreas que se siembran de algodón entre Coahuila y Durango, 12 mil de ellas se siembran tan solo en el municipio de San Pedro, Coahuila, situación que convierte a este municipio, con la mayor cantidad de siembra de algodón en todo el país, como lo había señalado anteriormente.

Compañeras y compañeros diputados, la justicia social que tanto demandan nuestros hermanos campesinos es una tarea que aún está pendiente y debemos hacer lo que esté en nuestras manos para conseguirla, y no debe verse como un acto de generosidad del gobierno o una tarea voluntarista o un pretexto para protagonismos, sino como un reclamo justo al que se debe responder de manera satisfactoria.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorga el Artículo 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se pone a consideración de este pleno, la siguiente proposición con punto de acuerdo, para su urgente y obvia resolución.

Único.- Que la LXI Legislatura envié un exhorto al titular de la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, así como al Delegado de esa dependencia en la Región Laguna, a efecto de solicitarles la reubicación del laboratorio del Instituto Nacional de Investigación Forestal (INIFAP), que se encuentra ubicado actualmente en la ciudad de Matamoros Coahuila, trasladándolo a la ciudad de San Pedro de las Colonias, Coahuila, por las razones expuestas en el presente punto de acuerdo.

Por un Gobierno de Concertación Democrática 

Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”

Saltillo, Coahuila a 15 de Mayo del 2018.

Dip. Edgar Sánchez Garza 

Fuente.-
http://hidroponia.mx/cual-es-la-importancia-del-cultivo-de-algodon-en-mexico/
PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA EL DIPUTADO JESÚS BERINO GRANADOS, EN SU CARÁCTER DE COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, CON RELACIÓN AL SEGUIMIENTO DE DIVERSOS ESCRITOS SUSCRITOS POR REPRESENTANTES DE DISTINTAS ORGANIZACIONES DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, REFERENTES A LAS RECIENTES REFORMAS Y ADICIONES A LAS LEYES EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

P R E S E N T E.- 

El pasado 14 de febrero de 2018, la Diputación Permanente de este H. Congreso, aprobó por unanimidad un Acuerdo presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a diversos escritos suscritos por representantes de distintas Organizaciones de Trabajadores de la Educación del Estado de Coahuila de Zaragoza, referentes a las recientes reformas y adiciones a las leyes en materia de seguridad social de los trabajadores de la educación.

Luego de las consideraciones correspondientes, el Acuerdo estableció en sus resolutivos, lo siguiente:
“ARTÍCULO PRIMERO.- Tomando en consideración lo previsto en el artículo 105 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente Libre y soberano de Coahuila de Zaragoza, se solicita a los integrantes de la Comisión del Trabajo y Previsión Social de este H. Congreso, sostengan una o varias reuniones con los representantes de las diversas organizaciones de los trabajadores al servicio de la educación que suscriben los oficios analizados en la parte considerativa de este acuerdo, a fin de establecer un diálogo con dichos representantes, con respecto a las demandas referidas.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se solicita respetuosamente a la Comisión del Trabajo y Previsión Social, convoque a los integrantes de las Comisiones de Educación, Cultura y Actividades Cívicas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, a la reunión o reuniones a celebrarse, con el propósito de que participen en el diálogo sostenido con los representantes, en aquello que de acuerdo a su competencia corresponda. 

ARTÍCULO TERCERO.- Remítase copia de los expedientes que en relación a los oficios suscritos por los C.C. Jorge Herbey Rodríguez Pérez, Roxana Cuevas Flores, Leonardo Acosta Méndez, Juana Esthela Guerrero Torres, Gustavo García Torres y otros, obran en la Secretaría Técnica de esta Comisión a la Comisión del Trabajo y Previsión Social, para que a su vez los remita a la de Educación, Cultura y Actividades Cívicas y a la de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, a efecto de que sus integrantes puedan informarse de las demandas en forma previa a la celebración de la reunión o reuniones a celebrarse.

ARTÍCULO CUARTO.- Se solicita a la Comisión del Trabajo y Previsión Social, informe a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, sobre los trabajos que se vayan realizando conforme a este tema”.

Aprobado lo anterior, una vez que la Oficialía Mayor de este Congreso me oficializó el mencionado Acuerdo, se procedió a  convocar a los integrantes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social; de Educación, Cultura y Actividades Cívicas y de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, con el propósito de cumplir con lo consignado en el citado instrumento legislativo.

De esta manera, al día de hoy se han celebrado dos reuniones en el seno de las Comisiones Unidas señaladas anteriormente; una de ellas el 28 de febrero de 2018, en la que se informó a las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisiones en comento sobre el Acuerdo aprobado por la Diputación Permanente, entregándoseles de igual forma, copia de la documentación remitida por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con el objetivo de que de manera individual se analizará su contenido, y posteriormente celebrar otra reunión en la que pudieran plantearse acciones de trabajo tendientes a buscar soluciones sobre el asunto en comento.

La segunda reunión tuvo verificativo el 20 de marzo de 2018, en la que entre otras, se emitieron las siguientes conclusiones:

· Lo urgencia de atender la cuestión médica, que los maestros no pierdan el servicio médico.

· Citar al responsable de la Sección 38 para ver y analizar el tema del Servicio Médico

· Citar a la Directora de DIPETRE y que pueda dar un informe previo para analizarlo con anterioridad a la reunión mediante un diálogo abierto.

· Citar a las 4 instituciones involucradas para analizar cada parte de trabajo, se citara conforme a su agenda.

· Solicitar informe y presencia de representante de la Auditoría Superior del Estado.
· Finalmente citar a las organizaciones de representantes  de maestros pensionados.

Por otra parte, es importante señalar que miembros de distintas organizaciones de maestras y maestros, se han reunido en diversas ocasiones con los integrantes de los Partidos Políticos representados en este Congreso. El diálogo, como nunca antes ha sido abierto y permanente, quedando manifiesta la intención de buscar de manera determinante la solución a la problemática que se nos ha planteado.

Quiero dejar claro que yo personalmente me he entrevistado con algunas de las autoridades involucradas, con el objetivo de buscar concertar una fecha en la que podamos reunirnos y juntos buscar soluciones. 
En ese orden de ideas, les recuerdo que según nuestra Ley Orgánica, como Poder Legislativo tenemos la facultad de citar y/o invitar a servidores públicos de los demás Poderes, sin embargo, estos no tienen la obligación de comparecer cuando nosotros queramos, ante esto me gustaría aclarar que en ningún momento se ha tenido una negativa por parte de una u otra institución o los titulares.
Lo que me han manifestado los funcionarios con los que he buscado programar una reunión, es que tienen la necesidad de allegarse de la información necesaria que les permita poder desarrollar una reunión de trabajo con nosotros, y yo en lo personal lo entiendo, y digo que lo entiendo porque este asunto tiene años tratándose de resolver, por lo que resulta de alta complejidad. No obstante lo anterior, sin duda alguna seguiré buscando que se lleven a cabo estas reuniones a la brevedad posible.

A lo anterior se suma la visita que tuvimos la semana pasada de un amplio grupo de maestras y maestros, quienes acudieron a este Congreso a presentar una Iniciativa Popular relacionada con el Servicio Médico de su gremio. Representantes de los distintos Grupos Parlamentarios y Fracción Parlamentaria de este Poder Legislativo los recibimos y sostuvimos un largo diálogo constructivo, comprometiéndonos a analizar en la Comisión competente la referida Iniciativa.

En razón de lo que hasta aquí he señalado queda manifiesta la intención y el propósito de trabajar decididamente en beneficio de las maestras y maestros de nuestro Estado.

Quiero decirles que en mi Grupo Parlamentario contamos con profesionales de la educación, quienes han manifestado irrestrictamente su posición de apoyar al sector al cual pertenecen. Conocen a la perfección las problemáticas y ello genera una empatía que ayudará mucho al análisis y búsqueda de soluciones de los planteamientos que se nos han realizado. 

A aquellos que ponen en duda el debido proceso que llevamos les digo que de parte de un servidor no se esconde nada, ni existe retraso alguno para atender este tema, pero lo que sí existe es mesura, existe la sapiencia también de conocer el tema laboral y saber que en muchas ocasiones quienes agitan, quienes están detrás de un movimiento en pro de la desestabilización, son quienes buscan o tienen motivos diferentes y totalmente independientes que el bienestar de quienes dicen encabezar.

Los invito hoy y aquí mismo, a qué si  alguno tiene una solución que se viable a esta problemática la presente cuanto antes y de ser esa una buena opción, seré el primero en aplaudir y salir a declarar en favor de la misma.
De otro modo, les solicito de la manera más atenta, que vayamos paso a paso trabajando unidos y en consenso para ir viendo la diversas alternativas que se tienen, siempre con la atención puesta a la resolución que habrá de tener la suprema corte de justicia de la nación, que será quien otorgue los primeros visos de una posible conclusión a este problema.

También quiero resaltar que los diversos sistemas pensionarios hoy en día sufren este y otro tipo de problemáticas, hoy en día la expectativa de vida es muy superior a las fechas en que éstos fueron creados, razones por las cuales se han venido dando diversas modificaciones a los mismos, en algunos de forma acertada y en otros no tanto, pero siempre con la idea de que todos aquellos trabajadores que dejan la actividad laboral tengan la misma oportunidad de vivir digna y plenamente luego de una vida de trabajo.

Como coordinador de estos trabajos les aseguro qué seguiremos generando reuniones y buscando alternativas que sumadas a las ideas de todos, nos ayudarán a ir construyendo una solución final, viable y con responsabilidad para el grupo de maestros pero también para todos aquellos quienes mantienen este sistema pensionario, los trabajadores activos.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a 14 de mayo de 2018.

Dip. Jesús Berino Granados.
Coordinador de la Comisión de Trabajo y Previsión Social
PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA EL DIPUTADO EDGAR SÁNCHEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRÍGIDO MORENO HERNÁNDEZ”, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA, SOBRE LAS SOLICITUDES PRESENTADAS ANTE ESTE CONGRESO POR LAS ORGANIZACIONES DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

H. PLENO DEL CONGRESO.

P R E S E N T E.-

En la Sesión Ordinaria del Pleno del Congreso, celebrada el pasado 8 de mayo de 2018, se dio lectura a sendos pronunciamientos relacionados con las distintas peticiones planteadas por organizaciones de trabajadores al servicio de la educación.

En el primero de ellos presentado por mi compañero el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, se señala que los Diputados del Grupo Parlamentario del PAN se han reunido en múltiples ocasiones con los Maestros del Estado pertenecientes a la Sección 38, a la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro y a la Universidad Autónoma de Coahuila, con quienes han sostenido reuniones de trabajo para encontrar soluciones que les ayuden a desempeñar su labor de una mejor manera.

Celebro que el Diputado Izaguirre y sus compañeros de grupo sostengan reuniones de esta naturaleza con los maestros. También celebro, y es justo decirlo, que los maestros se hayan reunido de igual forma con los demás Grupos Parlamentarios y Fracción Parlamentaria de este Congreso, con el objetivo de encontrar una solución a las peticiones que nos han realizado. 

Eso demuestra que a todas y todos aquí nos interesa resolver las problemáticas de los maestros, que de eso no quede la menor duda, este tema no es privativo del interés de un solo partido, o solo de aquellos Diputados que forman parte de las Comisiones que están atendiendo este tema.

También se menciona en el referido Pronunciamiento que no se ha citado a los funcionarios correspondientes para comparecer ante las Comisiones Legislativas correspondientes. Al respecto quiero señalar que el Diputado Jesús Berino  Granados, Coordinador de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, ha buscado en reiteradas ocasiones concretar una reunión con algunos funcionarios, así me lo ha manifestado, y sé que no dejará de realizar las gestiones necesarias para lograrlo.

En este contexto, al día de hoy se han celebrado dos reuniones de las comisiones unidas, de las cuales se han desprendido diversas conclusiones y acciones. Y el que algunos no quieran o estén dispuestos a ver y/o respetar me parece una muestra de intransigencia y falta de respeto a los acuerdos.

Por otra parte, en la pasada sesión también se presentó un segundo pronunciamiento por parte del Diputado José Benito Ramírez Rosas, en el que hace un llamado a esta Soberanía, a fin de atender adecuadamente a este importante sector de la sociedad coahuilense, el cual busca apoyo en el Congreso del Estado para que sea reconocido su legítimo derecho a recibir atención médica, sin costo alguno. Al respecto quiero precisar que a este asunto se le está dando una atención adecuada, me parece muy grave e irresponsable que se trate de lucrar con este tipo de posicionamientos que lo único que buscan es conseguir sacar raja política de una situación tan delicada como esta.
Compañeras y compañeros Diputados, quiero ser muy enfático en que este es un tema delicado y con muchas aristas, esta problemática se ha venido arrastrando desde hace tiempo y no por indiferencia o falta de preocupación por parte de nuestras autoridades o de la anterior Legislatura.

El problema de los maestros pensionados nos preocupa a todos, pero antes de tomar cualquier decisión se debe valorar cuál es el costo que tendrá para ellos y para los trabajadores activos de este gremio.

Algunos integrantes de la comisiones a las que fue encomendada la tarea de analizar este tema, con el fin de obtener reflectores, ofrecen, se manifiestan y en ocasiones hasta prometen soluciones las cuales en ningún momento han presentado ni a las comisiones unidas, ni al grupo de maestros inconformes, ni mucho menos al Pleno de este Honorable Congreso.

Les recuerdo que además debemos tener en cuenta que existe por parte de este grupo de maestros, una Acción de Inconstitucionalidad con número de expediente 12/2016 promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos con relación a los artículos 51, 52 y 53 párrafo segundo, de la Ley de Pensiones y Otros Beneficios Sociales para los Trabajadores de la Educación Pública y el artículo 4, fracciones II y III de la Ley de Servicio Médico para los Trabajadores de la Educación. 

Asimismo, también se encuentra en trámite otra Acción de Inconstitucionalidad de la cual conoce el Tribunal Constitucional Local, bajo el número de expediente AIL 2/2018, misma que fue presentada por algunos de los integrantes de la presente Legislatura, a quienes recuerdo que en observancia de nuestra Ley Orgánica del Congreso del Estado, deberían de abstenerse de participar en cualquier acto relacionado con ese tema aquí en el Congreso, toda vez que existe expresamente esa obligación en nuestra ley, por ello les exijo que respeten la ley.
En razón de lo anterior, considero que es de suma importancia esperar las resoluciones que dicten la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y el propio Tribunal Constitucional Local, en aras de contar con una claridad de orden jurídico que nos ayude a atender con mayor diligencia este tema.

Es importante decirle a este grupo de maestros pensionados inconformes, que no es sencillo, que pese a estar regidos por una ley de pensiones son 4 diferentes contratos colectivos los que se ven involucrados y que cada uno contiene diversas y diferentes cláusulas.

Y que si algún diputado o diputada miembro de este Congreso les ha prometido soluciones rápidas o sencillas  está muy lejos de hablarles con la verdad y que si buscan hallarán, tanto en la página de internet de la Auditoría Superior,  como de la Dirección de Pensiones de Trabajadores del estado (DIPETRE) toda la  información y detalles que están solicitando que vengan sus titulares a detallar.

Les recuerdo también que son tiempos de campaña y hay quienes,  ante la falta de trabajo,  buscan ganar  los reflectores públicos con declaraciones y acusaciones polémicas. Por ello, invito a mis compañeras y compañeros Diputados a que actuemos responsablemente en este tema que resulta de la más alta prioridad.
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.

Dip. Edgar Sánchez Garza.
PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA 
ISELA RAMÍREZ PINEDA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DEL DÍA INTERNACIONAL DE LA FAMILIA Y EL DÍA INTERNACIONAL EN CONTRA DE LA HOMOFOBIA, LA TRANSFOBIA Y LA BIFOBIA. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la fracción parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática”, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21 fracción IV, 172, 249 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento este pronunciamiento al tenor de lo siguiente:
“Pero ellos y ellas, los raros, los despreciados, están generando, ahora, algunas de las mejores noticias que nuestro tiempo trasmite a la historia. Armados con la bandera del arcoíris, símbolo de la diversidad humana, ellas y ellos están volteando una de las más siniestras herencias del pasado. Los muros de la intolerancia empiezan a caer.
Esta afirmación de dignidad, que nos dignifica a todos, nace del coraje de ser diferentes y del orgullo de serlo”.

Eduardo Galeano, escritor.
Muy buenos días compañeras y compañeros diputados, medios de comunicación y público que nos acompaña, nos es muy grato recibirles en este recinto legislativo que es y siempre será su casa.  Bienvenidos. 

La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad, es el núcleo primordial  en el cual  las personas nacen, aprenden, conviven y desarrollan la personalidad que les acompañará el resto de su vida. La familia es lo más importante de los grupos sociales y como tal  es sujeta a la protección de la sociedad y del Estado.
Es cierto que en la actualidad, mucho se ha debatido sobre el concepto de familia. Sobre todo debido a los cambios legislativos que han permitido a las parejas homosexuales contraer matrimonio y adoptar hijos. Lo cierto es que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no hace distinción, el artículo 4º constitucional únicamente dice que protegerá la organización y el desarrollo de esta; en otras palabras, las familias no tradicionales también son amparadas por el texto constitucional. 
No obstante, la lucha por el reconocimiento del derecho a formar una familia  de los miembros de la comunidad LGBTTTIQ no ha sido fácil ni gratuita; tampoco es una concesión graciosa por parte de la autoridad, ni es un capricho egoísta de los colectivos, como lo han sostenido algunos. La lucha por los derechos de la diversidad, es la historia de una batalla constante contra los prejuicios, el fanatismo y la discriminación de una sociedad que no está dispuesta a ceder posiciones a grupos que consideraba como “anormales”.
Podemos decir sin temor a equivocarnos que Coahuila es cuna de grandes revolucionarios, no sólo en el aspecto social, sino también por lo que toca a la revolución sexual; ya que fue precisamente Nancy Cárdenas, una coahuilense oriunda de Parras de La Fuente, la primera cara visible del movimiento de liberación homosexual en México, cuando en 1974 y a través del programa de televisión más visto en ese momento, hizo pública su orientación sexual mientras defendía a un trabajador despedido por ser homosexual, iniciando así el largo recorrido del activismo político y social de las personas LGBTTTIQ.
En la actualidad, el legado de Nancy Cárdenas sigue vivo; las leyes de convivencia, el matrimonio igualitario y las normas que permiten el cambio de identidad de género, son el reflejo de una prolongada y fructífera lucha de las minorías sexuales que se extiende a lo largo y ancho del país, enfrentándose a los dogmas de los conservadores disfrazados de demócratas, que desde sus trincheras políticas y legislativas, tratan de frenar los avances de las libertades individuales y los derechos de todas y todos.
Me refiero a todos aquellos que, bajo el argumento falaz de proteger a la familia, se encargan de entorpecer y cerrar las puertas para aquellos que no están dentro de sus estándares de lo “tradicional”, olvidando que legislan y trabajan en favor de toda la sociedad y no sólo de algunos cuantos que tienen los mismos prejuicios que ellos.
La homofobia y la transfobia no sólo se manifiestan en la violencia física y   psicológica en contra de la población LGBTTTIQ, también existe la violencia institucional, la cual se materializa a través de acciones burocráticas y legislativas que menoscaban, impiden o tratan de impedir el pleno ejercicio de los derechos humanos de la minorías sexuales, tales como la negativa al servicio de salud, la educación o el empleo. El negar el derecho al matrimonio o restringir la adopción a parejas  homosexuales o transexuales, sin causa justificada, también es un medio de violencia implantado desde el  poder legislativo y las instituciones públicas. 
En el año 2006, cuando se debatía el tema de la Ley de Sociedades de Convivencia en el Distrito Federal, el Partido Acción Nacional votó en contra; en 2007 cuando el Congreso del Estado de Coahuila aprobó el Pacto Civil de Solidaridad, el Partido Acción Nacional votó en contra; en los años 2009 y 2014 cuando estas entidades aprobaron el matrimonio igualitario, el Partido Acción Nacional votó en contra. 
El día de hoy, hemos presentado una iniciativa que reconoce el derecho de las personas transexuales a decidir libremente sobre su identidad, lo cual constituye un momento transcendental para todos los partidos de la Sexagésima Primera Legislatura. Este es el momento en que dejemos de lado nuestros prejuicios y creencias personales y nos comprometamos con los derechos y libertades de aquellas personas que históricamente han sido discriminadas por elegir ser diferentes. 
El México del siglo XXI plantea retos muy grandes en materia de visibilidad de las identidades sexuales y de género. Los tiempos cambian y con él, lo hacen las ideas y el pensamiento de toda una sociedad. En ese contexto dinámico, no debemos perder de vista que nuestro objetivo como legislatura es continuar trabajando para que Coahuila sea un estado que, en la riqueza de su diversidad social, incluya el anhelado sueño de la igualdad y la democracia. 

Muchas Gracias.
SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a  15 de mayo de 2018.

DIPUTADA 

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTAN LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL CON MOTIVO DEL “DÍA DEL MAESTRO” A 100 AÑOS DE SU CONMEMORACIÓN POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO

“SI TIENES QUE PONER A ALGUIEN EN UN PEDESTAL … PON A LOS MAESTROS … PORQUE ELLOS SON LOS HEROES DE LA SOCIEDAD .-  GUY KAWASAKI

La educación es el arma más poderosa que puedas usar para cambiar al mundo, porque genera confianza, genera esperanza y la esperanza genera paz, por ello … no podemos pasar desapercibido este día tan importante … porque justamente un día como hoy (15 de Mayo) pero hace 100 años se instituyo el Día del Maestro …  cuando un grupo de Diputados casi todos ex maestros enviaron una iniciativa al Congreso, para celebrar a los trabajadores de la educación, se eligió esta fecha para conmemorar la Toma de Querétaro en 1867 cuando el Ejercito Mexicano logró derrotar al  Segundo Imperio de México.

Fue el Presidente Venustiano Carranza quien firmó el Decreto, y un 15 de Mayo de 1918 se celebró por primera vez el Día del Maestro en México.

A 100 años de su conmemoración, es importante destacar que una buena labor educativa hace posible alcanzar los sueños y marcar la diferencia.

Por ello en esta fecha tan especial, expresamos nuestro reconocimiento a las Maestras y Maestros de Coahuila y México, por su encomiable labor en la formación integral de nuestras niñas, niños y adolescentes que conlleva al desarrollo de nuestro país.

La enseñanza es una de las áreas más importantes de la sociedad …  ¿Qué sería de la sociedad sin los maestros que tanta energía y empeño ponen para que los niños y los adolescentes se desarrollen personalmente y aprendan conocimientos que les servirán en su vida de adultos?

De hecho … la vida de una persona está en gran parte influida por el conocimiento que adquiere de su maestro … y si hay alguien además de nuestros padres a quien tenemos que agradecer y valorar por el rol fundamental que juegan en nuestro desarrollo mental y físico … definitivamente es a las y los maestros.

Por ello … hoy nos dirigimos con respeto y admiración a todos ellos … a quienes a lo largo y ancho de nuestro territorio … de nuestros 38 municipios … llevan la luz del conocimiento y la esperanza de un mejor mañana  a  la niñez y juventud de Coahuila.

A los maestros que en muchas ocasiones su esfuerzo no se ve recompensado o reconocido.

A los maestros que con su pasión y vocación acompañan, aconsejan, educan, corrigen, refuerzan, atienden y se preocupan por sus alumnos.

Al maestro que cambia vidas … al que cambia historias … al que se entrega con responsabilidad y se pone grandes retos … al que no solo enseña … sino construye conocimientos.

Al que logra de manera eficaz, integrar los conocimientos con valores éticos y morales que son los que nos hacen ser mejores ciudadanos.

Al que día a día se prepara porque quieres ser un verdadero profesional de la educación.

Quienes estamos aquí … no podemos olvidar que en algún  momento de nuestras vidas … en el pasado … o en la actualidad  … pasamos muchos años estudiando y preparándonos académicamente … conociendo muchos maestros que por momentos nos agobiaban con tantas tareas y exigencias pero que hoy … al transcurrir los años y mirar con retrospectiva les agradecemos infinitamente por todas sus enseñanzas y el tiempo invertido.

La finalidad de hacer este alto en el camino es para evaluar … valorar … reflexionar … su trabajo y vocación inagotable, la de formar ciudadanos que contribuyan al desarrollo de nuestra sociedad.

Porque un maestro trabaja para la eternidad … nadie puede saber ni predecir donde acabará su influencia.

¿Quién no recuerda con mucho cariño a su maestra de Jardín de Niños … Primaria o de Secundaria?

Estoy segura que a muchos de nosotros nos vienen recuerdos y enseñanzas de estos maestros que marcaron nuestra vida.

Son muchos los filósofos que aseguran que las riquezas de un país no se miden en índices económicos, ni en los avances tecnológicos que desarrolla la verdadera riqueza de una sociedad, está en la forma en como educa a sus miembros.

Por ello … no podemos ni debemos escatimar esfuerzos ni presupuestos por garantizar una educación libre, gratuita y de calidad.

Debe ser nuestra prioridad  como Gobierno y como Legisladores, invertir en la formación de educadores con vocación, con calidad humana y amor por la enseñanza … y debemos comprometernos para que se les remunere de una forma justa y proporcional a la gran labor que realizan.

Cada maestro tiene su propia historia … una historia de lucha … de esfuerzo … de obstáculos … de superación … de altas y bajas … pero al final de éxito.

Hoy queremos decirles desde esta Tribuna del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza … Gracias … de verdad y de todo corazón … Muchas Gracias.

Gracias a quien comparten su saber … y a diario se levantan con la convicción de educar a mujeres y hombres del mañana … con esfuerzo … trabajo … dedicación …  y moral.

Gracias a quienes recorren o tuvieron que recorrer  kilómetros y kilómetros para llegar a las comunidades más apartadas para impartir sus enseñanzas.

Gracias por querer a nuestros hijos como si fueran suyos, y saber cuando algo anda mal en ellos … por escucharlos y brindarles una mano amiga y palabras de aliento cuando ha sido necesario.

Gracias al Maestro Ausente … y al Presente

Al Maestro Activo … y Jubilado

Al Maestro Rural … y Urbano

A todos ellos  … y a 100 años de instituir esta importante fecha … reciban nuestra admiración … nuestro reconocimiento … pero sobre todo nuestro agradecimiento eterno.

¡Felicidades a las y los Maestros de Coahuila y de México!

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 15 de mayo de 2018

DIPUTADA DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE AL PRONUNCIAMIENTO CON MOTIVO DEL “DÍA DEL MAESTRO” A 100 AÑOS DE SU CONMEMORACIÓN

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA 
ISELA RAMÍREZ PINEDA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, CON MOTIVO DE LA CELEBRACIÓN DEL DÍA DEL MAESTRO. 
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la fracción parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática”, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21 fracción IV, 172, 249 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento este pronunciamiento al tenor de lo siguiente:
“Un maestro trabaja para la eternidad. Nadie puede predecir hasta donde llegará su influencia”  Henry Adams.

El día de hoy me siento muy contenta de pronunciar estas sencillas palabras de admiración y respeto hacia aquellas mujeres y hombres que conscientes de su rol de formadores entregan su fuerza, intelectual y física, en favor de la educación de nuestra niñez y juventud.  ¡Muchas felicidades a todas las maestras y maestros!

La docencia es una de las carreras más dignas y nobles que pueden existir, pues como alguna vez dijo la académica Leoba Castañeda: “El maestro es un ser que siempre da, que no se cansa de dar. Un ser que dando, vive, y no sólo existe, un ser que educa y forja para la vida, más allá del fluir de los tiempos, un ser que te enseña a ganarte la vida y que te enseña a vivir”.

La docencia, es un compromiso con la formación de las niñas, niños y adolescentes de nuestro país,  para que su educación sea completa y de calidad, fundada en los principios democráticos del diálogo, la pluralidad, la tolerancia, la diversidad y la inclusión. Pues somos conscientes de que sólo con la educación, se puede combatir eficazmente a la pobreza, la corrupción, violencia y demás problemas que enfrentamos como nación. 

En México, tenemos una deuda histórica con nuestras maestras y maestros. Los grandes cambios del siglo XX que nos transformaron en un país moderno, no hubieran sido posibles sin la vocación de las y los profesores que recorrieron lo ancho y largo del territorio nacional, alfabetizando y educando en los más recónditos pueblos y ciudades. Por sus aulas han pasado todos aquellos técnicos y profesionales que ahora son la fuerza y el sustento del desarrollo nacional. 

Paradójicamente, la sociedad cada vez valora menos la figura del docente. Los empleos cada vez son más precarios, los padres de familia cada vez se comprometen menos con la educación de sus hijos, y los educandos, muchas veces menosprecian la figura de quienes cada día ponen su mayor esfuerzo, para ofrecerles una instrucción y enseñanza de calidad. 

Sin ir más lejos, aquí en nuestra entidad, las y los maestros han iniciado una lucha por sus derechos laborales, la cual evidentemente no ha sido fácil. Muchos de ellos han sido insultados, vejados y agredidos sólo por manifestarse públicamente, buscando ser atendidos por instituciones públicas. Desde la fracción parlamentaria del Partido de la Revolución Democrática, nos solidarizamos con ellos y les reiteramos nuevamente nuestro apoyo.

Ser maestro en la actualidad representa un reto muy grande, ya que motivar a los alumnos, sobre todo en la enseñanza de los buenos valores, se ha vuelto terriblemente difícil; el docente pareciera estar solo ante una sociedad y un estado, que cada vez son más indiferentes hacia la educación de sus jóvenes.

No obstante los maestros han seguido fieles a su vocación, dando cada día lo mejor de sí para contribuir a la formación integral de todas y todos sus estudiantes;  pues no se es docente sólo por trabajar en el ámbito educativo, se es docente porque se tiene plena confianza en la juventud, en la sociedad y, fundamentalmente, en la educación como única herramienta para lograr transformar el entorno en el que vivimos.
El día de hoy, en la conmemoración del día de las maestras y los maestros, quiero invitarles a dignificar la figura del docente, a reconocer su entrega, trabajo y sacrificio, y a comprometernos con ellos en la incansable lucha por una educación de calidad para todas y todos nuestros jóvenes. 

Todavía estamos a tiempo de que juntos: los educadores, los padres de familia, la sociedad civil y el gobierno, sumemos esfuerzos y construyamos una educación digna que verdaderamente pueda hacernos competir con los mejores del mundo, para lograr así que nuestro país deje atrás el subdesarrollo y genere el potencial social para afianzarnos como una nación más exitosa, más democrática y con más oportunidades de bienestar social para nuestra ciudadanía. 

Feliz día a todas las maestras y maestros.

Muchas gracias. 

SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 15 de mayo de 2018.
DIPUTADA 

CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.
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